
REFORMAS EN MATERIA DE 
SEGURIDAD Y JUSTICIA

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Iniciativa que expide el Código de Procedimientos Pena-
les Único, a cargo del diputado Alejandro Gertz Manero,
del Grupo Parlamentario de Convergencia

El suscrito, Alejandro Gertz Manero, diputado a la LXI Le-
gislatura por el Grupo Parlamentario de Convergencia, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política; y 55, fracción II, 56 y 62 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos somete a considera-
ción del pleno de la Cámara de Diputados la presente ini-
ciativa de Código de Procedimientos Penales Único, con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

Consideraciones

El problema de la inseguridad se debe a múltiples factores.
Entre los que corresponden directamente a la responsabili-
dad del Estado, sobresale la falta de transparencia, la co-
rrupción y la deficiente coordinación y operación de los ór-
ganos encargados de prevenir el delito, procurar y
administrar justicia y rehabilitar socialmente al sentencia-
do. Una de las más graves consecuencias de esta tendencia,
es el crecimiento de la delincuencia y de la impunidad.

La actitud del ciudadano frente a estas instancias es de des-
confianza y escepticismo. Ante su incapacidad para encon-
trar en ellas la justicia ha venido prescindiendo de su apo-
yo a pesar del sufrimiento moral y la pérdida material que
significa el ser víctima u ofendido de un delito.

Lo más grave de este hecho, es el cuestionamiento que ha-
ce la propia sociedad acerca del papel del Estado como
responsable de garantizar el orden público y la justicia. Es
cierto que se han heredado instituciones y prácticas añejas
derivadas de un pasado autoritario, pero también debe re-
conocerse que las deficiencias en materia de seguridad pú-
blica, tienen su origen en la inoperancia de la ley.

En un estudio reciente del CIDE en las cárceles de More-
los, del Distrito Federal y del Estado de México, se infor-
mó que en una oficina del Ministerio Público el 80 por te-
léfono de los internos entrevistados no fueron informados
de su derecho a no declarar; el 70 por teléfono no contó con
un abogado defensor durante el tiempo que permaneció en
la agencia; el 72 por teléfono no fue informado de su dere-
cho a llamar por teléfono; y el 91 por teléfono no recibió
explicación acerca de la diferencia entre el Ministerio Pú-
blico y el juez.

En los juzgados, el 66 por teléfono de los internos no fue-
ron informados de su derecho a no declarar y el 80 por te-
léfono de los internos no habló nunca con el juez; el 29 por
teléfono fue sentenciado anteriormente, el 27 por teléfono
no contó con abogado al rendir declaración. Por otra parte,
cuando declararon, en el 71 por teléfono de los casos no es-
tuvo presente el juez durante su declaración; 59 por teléfo-
no no entendía el juicio y el 75 por teléfono de los internos
que estaban recluidos por robo simple eran por montos me-
nores a 6 mil pesos.

La inmensa mayoría de los delitos se cometen en las ciu-
dades y municipios del país, es por eso que ahí es donde
deben reforzarse las acciones contra el delito. La repara-
ción del daño no es realizable y prácticamente no existe ya
que todas las víctimas, sin excepción, se quedan sin dicha
reparación y aquellos que tienen la fortuna de que sus vic-
timarios sean consignados, tienen que vivir un vía crucis
interminable de amenazas y agresiones, tanto por parte de
los familiares de los acusados como por las mismas autori-
dades a lo largo de todo el proceso. Los procesos penales
se alargan hasta por más de 2 años y la averiguación previa
es prácticamente un juicio que se repite en los juzgados,
quebrantando el principio de justicia pronta y expedita.

Con el avance democrático del país, la gente pide renovar
aquellas instituciones que la vinculan de una manera direc-
ta con el Estado. Por eso, la demanda colectiva es que se
realicen acciones para que éste cumpla con su deber esen-
cial de garantizar la seguridad y recuperar la confianza en
la justicia, reformando los mecanismos y leyes encargados
de procurarla y administrarla.
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De la seguridad depende la convivencia armónica, además
la certidumbre para ejercer plenamente las libertades, de-
sarrollar la creatividad y generar un marco de tranquilidad
para trabajar, invertir, desplazarse con seguridad por todo
el territorio nacional y sentir que la autoridad está presente
–en todos lados– para prevenir el delito, sancionarlo y re-
parar el daño causado por quienes lo cometen.

Al presentar ante esta soberanía el proyecto de reformas a
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia penal, debe argumentarse que las mayores críti-
cas al sistema de justicia en México –en su procuración y
administración– son la lentitud, la falta de transparencia y
el exceso de trámites. Ciertamente, se han hecho esfuerzos
considerables para que estas instituciones se modernicen,
se hagan más eficaces y también más transparentes.

En la medida en que alcancemos una cultura de transpa-
rencia para someter al escrutinio popular el poder público,
muchos de los problemas de corrupción e ineficacia que
surgen del ocultamiento de la información, tendrán que
desaparecer. En materia de seguridad pública y justicia te-
nemos que alcanzar los índices de transparencia propios de
naciones avanzadas, devolviendo a estas instituciones su
sentido original de garantes de las libertades y la equidad.

Por tanto, además de transparentarlas, se debe reformar su
marco jurídico a fin de dar a los mexicanos el derecho de
defenderse y a que se les repare el daño. En el ámbito pe-
nal, por omisión histórica, no se ha concedido al ciudada-
no la mayoría de edad. Ha llegado la hora de hacerlo.

La necesidad de un código de procedimientos penales
único

Por esa razón se propone a esta soberanía, con las reformas
constitucionales correspondientes, la adopción de un códi-
go penal único para toda la República Mexicana. Y ahora,
de manera complementaria, se propone la iniciativa de Có-
digo de Procedimientos Penales único. La finalidad es for-
talecer las estructuras judiciales locales y federales y sim-
plificar la función de los órganos estatales encargados de
prevenir el delito y procurar y administrar justicia.

Como parte de esta reforma integral al sistema de justicia
penal, se considera integrar un solo frente de todas las au-
toridades ejecutivas y judiciales de los órdenes estatales y
federal y contar con una legislación común. De ahí la im-
portancia de estos cambios que vienen a poner fin a la di-
versidad de codificaciones (propicia para evadir la justi-

cia), y corrigen la omisión histórica al conceder al ciuda-
dano la capacidad de defenderse en este ámbito.

A efecto de establecer la órbita de competencia, en el artí-
culo primero se establece que este Código se aplicará por
parte de las autoridades federales en los procedimientos
que se lleven por motivo de los delitos de ese fuero, y por
las autoridades de los estados y del Distrito Federal por los
delitos del fuero común. De esta manera y, en complemen-
to del Código sustantivo, se unifican y homologan así el
conjunto de normas que requiere la autoridad jurisdiccio-
nal para administrar justicia en este ámbito.

En el artículo 2o., fracciones I, II y III, se establecen los di-
ferentes procedimientos. Actualmente el ofendido no tiene
recurso alguno, incluyendo el amparo, frente a las decisio-
nes del Ministerio Público respecto de las diligencias que
realiza dentro de la averiguación previa. Además, tampoco
tiene recurso alguno en cuanto a los tiempos, lo cual con-
vierte a la averiguación previa en un procedimiento sin
control, por parte del ofendido, quien se halla en total esta-
do de indefensión.

Con las reformas que se proponen se reconoce a las vícti-
mas del delito su calidad de parte activa en el procedi-
miento penal, a fin de que tengan derecho a defenderse di-
rectamente, a través de un juicio oral, ejecutivo,
compactado y transparente. Con esta innovación, se conso-
lida el papel del Ministerio Público como representante y
protector de la sociedad frente a la delincuencia, cumplien-
do así con sus tareas de autoridad pero, sin ejercer el mo-
nopolio de la acción penal.

A la víctima y al ofendido se les da el carácter de parte ac-
tiva en el juicio penal, con todos los derechos para denun-
ciar directamente ante el Juez, interponer los recursos pro-
cedentes y defender sus intereses y su causa durante todo
el proceso.

El Código de Procedimientos Penales introduce una serie
de innovaciones que tienen por objeto generar un procedi-
miento unificado y beneficioso para la comunidad, para las
víctimas y, fundamentalmente, para la seguridad jurídica,
los criterios jurisprudenciales y la aplicación competencial
de las leyes en razón de territorio.

La recuperación del derecho de defensa

El cambio más importante es cómo se reivindica la capaci-
dad de defensa de los mexicanos en materia penal.



Con las reformas que se proponen se suprime el monopo-
lio que actualmente tiene el Ministerio Público de ejercer
la acción penal, ciudadanizando de esta manera la justicia
conforme a las reformas que se recogen en los artículos
3o., 4o., 5o., 6o. y 7o. que más adelante se comenta.

Las funciones del Ministerio Público quedan sujetas al pro-
ceso penal, a la vigilancia procesal del juez, de la parte ofen-
dida y del probable responsable, para que su función sea más
transparente, eficiente y equitativa. Se compacta la averi-
guación previa y el proceso en un solo procedimiento, que se
desahoga ante el Juez con la participación del Ministerio
Público, del ofendido y del probable responsable, con la re-
ducción substancial de los tiempos procésales. Con la par-
ticipación del Ministerio Público, de la parte ofendida y del
probable responsable, la actividad de los jueces también se
sujeta a un mayor control y transparencia.

Se establecen los procedimientos de averiguación judicial
que comprende las actuaciones practicadas inmediatamen-
te con motivo de la comisión de un delito, tanto por el Juez
como por el Ministerio Público, de manera conjunta o se-
parada con el ofendido o víctima, siempre que no exista de-
tenido.

Asimismo, en el de preinstrucción se consideran las actua-
ciones de ambas instancias desde el momento en que un
detenido queda a su disposición, hasta que se dicte el auto
de formal prisión, así como los procedimientos de sujeción
a proceso o el de libertad por falta de elementos.

De la misma manera se incorpora el procedimiento de ins-
trucción integrado por las diligencias necesarias para que el
Juez pueda probar la existencia del delito, así como la res-
ponsabilidad o irresponsabilidad penal del inculpado.

Con este procedimiento sumario, ágil, oral y compacto, en
donde intervienen tanto el Ministerio Público como el
Juez, se evita la duplicidad de diligencias y de ofrecimien-
to y desahogo de pruebas innecesarias y se reducen sustan-
cialmente los tiempos para resolver un asunto, ya que ac-
tualmente casi la totalidad de las pruebas se desahogan en
la averiguación previa y se repiten en el proceso.

Por primera vez, se dota a la policía preventiva de faculta-
des legales para investigar y participar como parte acusa-
dora en aquellos delitos que conozca. Asimismo se le con-
sidera denunciante y coadyuvante del Ministerio Público,
pudiendo aportar pruebas dentro de la averiguación judi-
cial o el proceso.

Se introduce una nueva modalidad mediante el juicio oral,
con el fin de reducir substancialmente los tiempos procesa-
les y transparentar los autos del Juez. Con esta nueva prác-
tica procedimental, el ciudadano tiene a su alcance la solu-
ción inmediata a conflictos que, bajo el sistema vigente,
pueden tardar meses o años en resolverse.

Se precisan por otra parte los auxiliares de la administra-
ción de justicia en materia penal de la Federación, y en ma-
teria penal del fuero común en los estados y el Distrito Fe-
deral. Con pleno respeto a las competencias, se define la
función jurisdiccional en materia federal, en los estados y
en el Distrito Federal otorgando, en razón de competencia,
capacidad plena para combatir la delincuencia y proveer lo
necesario para la reparación del daño en todos los casos.

Al fijar la competencia se propone que los jueces y los
agentes del Ministerio Público, de acuerdo a la cercanía del
lugar donde ocurra el hecho, tomen conocimiento del mis-
mo, independientemente del fuero que intervenga. Por lo
que respecta a la facultad de atracción, se establece en el
artículo 35 que ésta podrá ejercerse por parte de las autori-
dades federales y también cuando medie solicitud de la au-
toridad del fuero común.

Con esta propuesta, especialmente en el título segundo, se
pone a la víctima en igualdad de derechos procesales
frente al inculpado, pudiendo participar como parte acti-
va en el proceso penal, ya que actualmente el inculpado
tiene más derechos procesales que la propia víctima que
sufrió el delito.

Además, en el artículo 137 que corresponde al capítulo
XIII del título citado en el párrafo que antecede, se esta-
blece un catálogo de derechos para la víctima u ofendido
como recibir asesoría jurídica y ser informados por el Mi-
nisterio Público cuando ellos lo soliciten, así como presen-
tar denuncias y ser parte procesal. También podrán estar
presentes en el desarrollo de los actos procesales, aportar
elementos de prueba, datos y medios para determinar la
cuantía del daño causado. Asimismo podrán contar con tra-
ductores, interponer recursos, recibir en forma gratuita co-
pias simples o certificadas de las constancias.

Tratándose de menores o incapaces adultos no estarán obli-
gados a carearse directamente con el inculpado, cuando se
trate de delitos que atentan contra la libertad y el normal
desarrollo psicosexual.
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Finalmente, la víctima o el ofendido tienen derecho a ser
informados acerca del perdón, y queda bajo la responsabi-
lidad del Ministerio Público vigilar que reciban la repara-
ción del daño antes del otorgamiento del perdón, así como
determinar el monto de dicha reparación.

En lo que atañe a la Averiguación Judicial, en el título ter-
cero, capítulos I y II, se eliminan todos los impedimentos
de carácter procesal para que cualquiera que conozca de un
delito, ya sea patrimonial o contra la integridad de las per-
sonas, pueda y deba denunciar los hechos que conoce para
de esa manera combatir el delito con eficiencia y prontitud.

Se sujetan las actividades de la Policía Judicial al control
procesal tanto del Juez y del Ministerio Público, como del
ofendido y del probable responsable, para evitar que dejen
de cumplirse órdenes de aprehensión y de investigación, y
se logre abatir la corrupción que deriva de la falta de con-
troles adecuados.

Al considerar el procedimiento denominado averiguación
judicial tanto el Juez como el agente del Ministerio Públi-
co estarán facultados para practicar y ordenar los actos que
conduzcan a la acreditación del cuerpo del delito, la res-
ponsabilidad del inculpado y la reparación del daño, así co-
mo ordenar la detención o retención de los indiciados y
dictar las medidas y providencias necesarias para propor-
cionar seguridad y auxilio a la víctima u ofendido por el
delito.

Para precisar la garantía consagrada por el artículo 16
constitucional se establece de manera expresa la prohibi-
ción de detener a cualquier persona, sin orden de aprehen-
sión librada por autoridad judicial competente, salvo cuan-
do se trate de delito flagrante o de casos urgentes en que no
haya en el lugar alguna autoridad judicial. La violación a
esta disposición significará para el servidor público que de-
crete la detención, responsabilidad penal, con lo cual se
fortalece el respeto a los derechos humanos.

Una de las reformas que se introducen y que seguramente
contribuirá a dar fluidez a la procuración y administración
de justicia es la audiencia de conciliación. En esta audien-
cia, el Juez de la causa, orientará su intervención a avenir a
las partes. De lograrlo y cumplidas ciertas formalidades se
archivará el asunto como concluido. En caso contrario el
Juez proseguirá con la integración de la averiguación judi-
cial hasta su conclusión con la participación del Ministerio
Público.

La reparación del daño

Dentro del proyecto que se propone, el capítulo VI de la
sección segunda, aporta en sus artículos 477 y 478 una de
las más importantes innovaciones en cuanto al tratamiento
que se le da a los derechos de la víctima y del ofendido. A
la reparación del daño se le otorga el nivel de bien jurídi-
camente protegido, cuyo monto se determinará al inicio del
procedimiento. Para ello, deberán de tomarse en cuenta los
tabuladores para el pago inmediato o en su caso la garan-
tía.

Esta figura es muy importante porque la víctima o el ofen-
dido, una vez que el juez determine la responsabilidad, re-
cibirán el pago inmediato y sólo subsidiariamente cubrirán
el daño el fondo creado para tal propósito.

La reparación del daño se establece como elemento funda-
mental en la determinación de la sanción y en la readapta-
ción social, a través del pago en efectivo o en especie tal
como se propone en el proyecto de Ley sobre Ejecución de
Penas y Readaptación Social de Sentenciados, que se so-
mete a esta soberanía.

Como parte de esta reforma orientada a compactar y sim-
plificar el proceso penal, se contempla en el artículo 184,
el procedimiento sumario sólo cuando se trate de delito fla-
grante, exista confesión rendida ante el Juez o el Ministe-
rio Público o se trate de delito no grave. Todos los proce-
sos en materia penal ante los jueces de paz o su homólogo
siempre serán sumarios.

Con esta reforma el Juez podrá dictar sentencia en la mis-
ma audiencia que se haya fijado para el ofrecimiento y de-
sahogo de pruebas o disponer de un término de tres días
más para tal objeto.

En materia documental, en el artículo 319 se incorporan un
conjunto de prescripciones respecto a su carácter público,
privado y oficial y, de la misma manera, se establecen to-
dos aquellos elementos gráficos con poder representativo,
así como la forma en que deban ser considerados en las ac-
tuaciones.

Con el propósito de resaltar la importancia de impulsar es-
ta Iniciativa se menciona lo siguiente:

1. Con el nuevo Código de Procedimientos Penales, la jus-
ticia en este ámbito habrá de experimentar un avance sus-



tantivo en la medida en que la congruencia normativa va a
permitir a los ministerios públicos y a los poderes judicia-
les, tanto estatales como del Distrito Federal y la Federa-
ción, aplicar siempre la ley con la certeza de que los delin-
cuentes en donde quiera que operen, recibirán para cada
delito idéntica sanción.

2. Con este código adjetivo se corrigen no solamente defi-
ciencias procesales y técnicas, sino que además se fortale-
ce la coordinación y la cooperación entre autoridades judi-
ciales, independientemente del lugar donde se cometan los
ilícitos.

3. En la práctica de procuración y en las diversas fases del
proceso, los cambios que se han introducido derivan de la
experiencia histórica y, desde luego, por la demanda colec-
tiva de cambiar el rostro de las instituciones de procuración
y administración de justicia. México necesita enfrentar el
futuro con órganos estatales confiables y eficientes que
contribuyan a consolidar la gobernabilidad democrática,
sobre bases firmes de seguridad y justicia.

Por lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política; y 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se somete a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados la presente iniciativa de ley con proyecto de

Decreto mediante el cual se crea el Código de Procedi-
mientos Penales Único

Código de Procedimientos Penales

Título Preliminar

Artículo 1. Rango de aplicación

Este Código se aplicará por las autoridades federales en los
procedimientos que se lleven por motivo de los delitos de
ese fuero, y por las autoridades de los estados y del Distri-
to Federal por los delitos del fuero común.

Artículo 2. Tipos de procedimiento

El presente Código comprende los siguientes procedimien-
tos:

I. El de averiguación judicial, que comprende las actua-
ciones practicadas inmediatamente con motivo de la co-

misión de un delito, tanto por el Juez como por el Mi-
nisterio Público, de manera conjunta o separada con el
ofendido o víctima, siempre que no exista detenido;

II. El de preinstrucción, que comprende las actuaciones
que practica el Juez y el Ministerio Público desde el mo-
mento en que un detenido queda a su disposición, hasta
que se dicta el auto de formal prisión, el de sujeción a
proceso o el de libertad por falta de elementos para pro-
cesar;

III. El de instrucción, integrada por las diligencias nece-
sarias para que el juez, pueda probar plenamente la exis-
tencia del delito, las circunstancias en que hubiese sido
cometido y las peculiares del inculpado, así como la res-
ponsabilidad o irresponsabilidad penal de éste, en forma
oficiosa o a solicitud de las partes;

IV. El de conclusiones y sentencia, durante el cual el
ofendido, la víctima y el Ministerio Público precisan su
pretensión y el procesado su defensa ante el Tribunal
mediante las conclusiones y éste valora las pruebas ya
ofrecidas y desahogadas y pronuncia sentencia defini-
tiva;

V. El de segunda instancia ante el tribunal de apelación,
en que se efectúan las diligencias y actos tendientes a re-
solver los recursos;

VI. El de ejecución, que comprende desde el momento
en que cause ejecutoria la sentencia de los tribunales
hasta la extinción de las penas aplicadas;

VII. Los relativos a inimputables, a menores y a quienes
tienen el hábito o la necesidad de consumir estupefa-
cientes o psicotrópicos.

Si en cualquiera de esos procedimientos algún menor o in-
capaz se ve relacionado con los hechos objeto de ellos, sea
como autor o partícipe, testigo, víctima u ofendido, o con
cualquier otro carácter, el Ministerio Público y el tribunal
respectivo suplirán la ausencia o deficiencia de razona-
mientos y fundamentos que conduzcan a proteger los dere-
chos que legítimamente puedan corresponderles.

Artículo 3. Competencia en actuaciones

En la averiguación judicial, corresponderá:
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I. Al Juez, recibir las denuncias que le presenten en for-
ma oral o por escrito sobre hechos que puedan constituir
delito y acordarlas inmediatamente, y

II. El Ministerio Público, conjunta o separadamente, con
quien acredite la calidad de víctima u ofendido, promo-
verán de manera inmediata el inicio de la averiguación
judicial.

Artículo 4. Función policial

La Policía actuará bajo la autoridad y el mando inmediato
del Ministerio Público, de conformidad con lo dispuesto
por el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

En el ejercicio de la función investigadora a que se refiere
este artículo, queda estrictamente prohibido a la Policía, re-
cibir declaraciones del indiciado o detener a alguna perso-
na, fuera de los casos de flagrancia, sin que medien ins-
trucciones escritas del juez o Ministerio Público.

Cuando algún integrante de la Policía, tenga conocimiento
de la comisión de un delito y no exista denunciante, pre-
sentará ante el Juez junto con su informe de puesta a dis-
posición al detenido y objetos, debiendo ser considerado
denunciante, tendrá el carácter de coadyuvante del Minis-
terio Publico y podrá aportar pruebas dentro de la Averi-
guación Judicial o proceso.

Cuando cualquier persona tenga conocimiento de un deli-
to, podrá denunciarlo ante el Juez, quien ordenará al Mi-
nisterio Público su investigación inmediata.

Las denuncias que resulten falsas o dolosas serán sancio-
nadas como delito mediante el procedimiento que estable-
ce este Código.

Artículo 5. De la función jurisdiccional

Los procedimientos de preinstrucción, instrucción y con-
clusiones y sentencia, así como la segunda instancia ante el
tribunal de apelación, constituyen el proceso penal, dentro
del cual corresponde exclusivamente a los tribunales resol-
ver si un hecho es o no delito, determinar la responsabili-
dad o irresponsabilidad penal de las personas acusadas an-
te ellos e imponer las penas y medidas de seguridad que
procedan con arreglo a la ley.

Los procedimientos, en todo lo que proceda se tramitarán
en forma oral ante el Juez y el Ministerio Público, que vi-
gilarán el cumplimiento de esta disposición y cuidarán de
que los tribunales apliquen estrictamente las leyes relativas
y de que sus resoluciones se cumplan debidamente.

Artículo 6. Del procedimiento de ejecución de penas y
auxiliares de la administración de justicia

En el procedimiento de ejecución de penas, el Poder Eje-
cutivo Federal o Estatal, por conducto del órgano adminis-
trativo desconcentrado Prevención y Readaptación Social
de la Procuraduría General de la República y los órganos
de Ejecución de Penas que la ley en cada Estado y el Dis-
trito Federal determinen, respectivamente, ejecutarán las
penas y medidas de seguridad decretadas en las sentencias
de los tribunales hasta su extinción; y el Juez y el Ministe-
rio Público cuidaran de que se cumplan debidamente las
sentencias judiciales.

Son auxiliares de la administración de justicia en materia
penal de la Federación:

I. Las Secretarías de Estado,

II. La Procuraduría General de la República;

III. Los médicos legistas, los intérpretes y demás peritos
de que se allegue el Poder Judicial de la Federación.

Son auxiliares de la administración de justicia en materia
penal del fuero común en los Estados y el Distrito Federal:

I. La Secretaría General de Gobierno;

II. La Procuraduría General de Justicia;

III. Las Autoridades Estatales competentes;

IV. Los médicos legistas, los intérpretes y demás peritos
de que se allegue el Poder Judicial, y

V. Las Autoridades Municipales.

Artículo 7. Ámbito de la función jurisdiccional

La función jurisdiccional en materia federal, se ejercerá de
acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación.



La función jurisdiccional en materia penal en los Estados
se ejercerá de acuerdo con lo establecido por la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial del Estado que corresponda, o del
Distrito Federal.

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único
Principios, Derechos y Garantías

Artículo 8. Objeto del proceso

El proceso penal tiene por objeto determinar si se ha co-
metido un delito a través del esclarecimiento de los hechos,
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede im-
pune y que los daños causados por el delito se reparen, pa-
ra garantizar la justicia en la aplicación del derecho y res-
taurar la armonía social entre sus protagonistas y con la
comunidad.

Artículo 9. Juicio previo

Nadie podrá ser sentenciado a una pena o sometido a una
medida de seguridad sino después de una sentencia o reso-
lución firme obtenida en un proceso, tramitado de manera
pronta, completa e imparcial, en un marco de respeto irres-
tricto a las garantías, las facultades y los derechos previs-
tos para las personas en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales
vigentes y en las leyes.

Artículo 10. Protección de principios, derechos y ga-
rantías

Los principios, derechos y garantías previstos por este Có-
digo serán observados en todo proceso como consecuencia
del cual puede resultar una sanción penal o cualquier otra
resolución que afecte derechos. La inobservancia de una
garantía establecida a favor del imputado no podrá hacerse
valer en su perjuicio.

Artículo 11. Principios del sistema acusatorio

El proceso será acusatorio y oral. Se regirá por los princi-
pios de publicidad, contradicción, concentración, continui-
dad, igualdad de las partes e inmediación, en las formas
que este Código determine.

Ningún Juez podrá tratar asuntos que estén sometidos a
proceso con cualquiera de las partes sin que estén presen-
tes las otras, respetando en todo momento el principio de
contradicción, salvo las excepciones que establece este
Código o las demás leyes.

Artículo 12. Principio de interpretación

Las normas de este Código se interpretarán conforme a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
los instrumentos internacionales de derechos humanos ra-
tificados por el Senado de la República.

Deberán interpretarse restrictivamente las disposiciones le-
gales que coarten la libertad personal, limiten el ejercicio
de un poder o derecho conferido a los sujetos del proceso,
establezcan sanciones procesales o exclusiones probato-
rias.

En esta materia, se prohíben la interpretación extensiva y la
analogía mientras no favorezcan la libertad del imputado.

Las normas procesales no tendrán efecto retroactivo sino
cuando sean más favorables para el imputado o sentencia-
do.

Serán de aplicación supletoria los principios generales del
derecho, y las normas relacionadas de los Códigos Civil
Federal y Procesal Civil Federal.

Artículo 13. Juez natural

Nadie podrá ser juzgado por jueces designados especial-
mente para el caso.

La potestad de aplicar la ley penal corresponderá sólo a los
tribunales ordinarios instituidos antes del hecho que moti-
vó el proceso conforme a la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y a la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación.

Artículo 14. Justicia pronta

Toda persona tendrá derecho a ser juzgada y a que se re-
suelva en forma definitiva acerca de la imputación que re-
cae sobre ella en los plazos que se establecen en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y este
Código.
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Los jueces y demás servidores deben atender las solicitu-
des de las partes con prontitud, sin causar dilaciones injus-
tificadas, el no hacerlo será motivo de responsabilidad.

Artículo 15. Principio de presunción de inocencia

Toda persona se presume inocente, en todas las etapas del
proceso, mientras no se declare su responsabilidad en sen-
tencia firme, conforme a las reglas establecidas en este Có-
digo. En caso de duda, se estará a lo más favorable para el
imputado.

En la aplicación de la ley penal son inadmisibles las pre-
sunciones de culpabilidad.

Hasta que se dicte sentencia condenatoria, ninguna autori-
dad pública podrá presentar a una persona como culpable
ni brindar información sobre ella en ese sentido.

En caso de ordenarse la rebeldía de un imputado se admi-
tirá la publicación de los datos indispensables para su apre-
hensión por orden judicial.

Artículo 16. Principio de publicidad

Las audiencias serán públicas.

Los tribunales podrán restringir la publicidad o limitar la
difusión por los medios de comunicación masiva cuando
existan razones fundadas para justificar:

a) Que se pueda perjudicar el normal desarrollo del pro-
ceso, o

b) Que existan razones de seguridad nacional, seguridad
pública, protección de las víctimas, testigos y menores
de edad o se ponga en riesgo la revelación de datos le-
galmente protegidos.

Artículo 17. Derecho de libertad

Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad per-
sonal.

Nadie puede ser privado de su libertad, sino en virtud de
orden de aprehensión fundada y motivada por autoridad
judicial, salvo los casos de flagrancia y urgencia en los tér-
minos de este Código.

Durante el proceso, las medidas cautelares restrictivas de la
libertad serán sólo las establecidas por este Código, tienen
carácter excepcional y su aplicación debe ser proporcional
al peligro que tratan de evitar.

Artículo 18. Dignidad de la persona

Toda persona tiene derecho a que se respete su dignidad
humana, su seguridad y su integridad física, psíquica y mo-
ral.

Nadie puede ser sometido a incomunicación, intimidación,
torturas ni a otros tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 19. Derecho a la defensa

La defensa es un derecho en toda etapa del proceso. Co-
rresponde a los cuerpos de policía, al ministerio público y
a los jueces garantizarla sin preferencias ni desigualdades.

Con las excepciones previstas en este Código, el imputado
tendrá derecho a intervenir en todos los actos procesales y
a formular las peticiones y observaciones que considere
oportunas, sin perjuicio de que la autoridad competente
ejerza el poder disciplinario, cuando se perjudique el curso
normal del proceso.

Toda autoridad que intervenga en los actos iniciales de in-
vestigación deberá velar porque el imputado conozca in-
mediatamente, de forma oral, sus derechos constituciona-
les.

Artículo 20. Defensa técnica

Desde el momento en que sea detenido o intervenga perso-
nalmente o por escrito en la investigación, el imputado ten-
drá derecho a estar asistido por un abogado defensor y a ser
informado de los hechos que se imputan y los derechos que
le asisten.

Se comprende como elementos esenciales del derecho a la
defensa, el derecho del imputado de contar con la asisten-
cia adecuada de un abogado defensor; comunicarse libre y
privadamente con su defensor; tener acceso a los registros
de la investigación; consultar dichos registros; disponer
del tiempo y los medios adecuados para la preparación de
su defensa; contradecir la prueba de cargo y ofrecer la
prueba de descargo que considere pertinente. Para tales
efectos, podrá elegir a un abogado defensor de su con-



fianza; de no hacerlo, se le asignará un abogado como de-
fensor público.

El derecho a la defensa adecuada es irrenunciable y su vio-
lación producirá la nulidad absoluta de las actuaciones a
partir del momento en que se realice.

Los derechos del imputado podrán ser ejercidos directa-
mente por el abogado defensor, salvo aquellos de carácter
personal o cuando exista una reserva expresa en la ley o en
el mandato. Asimismo, para renunciar a derechos disponi-
bles, el defensor deberá contar con el consentimiento ex-
preso de su defendido.

Los miembros de pueblos o comunidades indígenas a quie-
nes se impute la comisión de un delito deberán contar con
un abogado defensor que tenga conocimiento de su lengua
y cultura.

La víctima y el ofendido del delito, para de la reparación
del daño, tienen los derechos siguientes:

1. Ser parte en el proceso, por sí o a través de apodera-
do, de representante o del Ministerio Público;

2. Ofrecer pruebas y que le sean admitidas las proce-
dentes, en los casos de rechazo, de ser informados de la
negativa de manera fundada y motivada;

3. A ser protegidos de agresiones, amenazas o intimida-
ciones, y

4. A presentar todos los recursos procedentes, por sí, por
apoderado, por representante o a través del Ministerio
Público.

Artículo 21. Imparcialidad y deber de resolver

Los jueces deberán resolver con imparcialidad los asuntos
sometidos a su conocimiento y no podrán abstenerse de de-
cidir, so pretexto de silencio, contradicción, deficiencia,
oscuridad o ambigüedad en los términos de las leyes, ni re-
tardar indebidamente alguna decisión. Si lo hicieren, incu-
rrirán en responsabilidad.

Desde el inicio del proceso y a lo largo de su desarrollo las
autoridades deberán considerar en sus decisiones no sólo
las circunstancias perjudiciales para el imputado, sino tam-
bién las favorables a él.

Artículo 22. Independencia judicial

En su función de juzgar, los jueces deben actuar con inde-
pendencia de todos los miembros de los otros poderes del
Estado, de toda injerencia que pudiere provenir de los de-
más integrantes del Poder Judicial y de la ciudadanía en ge-
neral.

Se garantiza la independencia judicial para asegurar la im-
parcialidad de los jueces y tribunales.

Los jueces sólo están sometidos a la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados que estén
de acuerdo con la misma, y a la ley.

Por ningún motivo, los otros Poderes del Estado podrán
arrogarse el juzgamiento de las causas, ni la reapertura de
las terminadas por decisión firme. En ningún caso podrán
interferir en el desarrollo del proceso.

Todas las autoridades están obligadas a prestar la colabora-
ción que los jueces requieran en el ejercicio de sus funcio-
nes y deberán cumplir y hacer cumplir lo dispuesto por es-
tos, el no hacerlo es motivo de responsabilidad.

En caso de interferencia en el ejercicio de su función, pro-
veniente de otro Poder del Estado, del propio Poder Judi-
cial o de la ciudadanía, el juez o tribunal deberá informar
sobre los hechos que afecten su independencia al Consejo
de la Judicatura Federal: En cualquier caso éste deberá
adoptar las medidas necesarias para que cese la interferen-
cia, independientemente de las sanciones administrativas,
civiles, penales y aquéllas previstas en la Constitución Po-
lítica, a que la interferencia pudiera dar lugar.

Artículo 23. Fundamentación y motivación

Los jueces están obligados a fundamentar en derecho y
motivar en los hechos probados sus decisiones de la mane-
ra que señale este Código.

La simple relación de los datos y medios de prueba, la
mención de los requerimientos, argumentos o pretensiones
de las partes o de afirmaciones dogmáticas o fórmulas ge-
néricas o rituales no reemplazan en ningún caso la funda-
mentación ni la motivación.

En incumplimiento de esta garantía es motivo de impugna-
ción de la decisión infundada o inmotivada, conforme lo
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previsto en este Código, sin perjuicio de las demás sancio-
nes a que hubiere lugar.

No existe motivación cuando se hayan inobservado las re-
glas de la libre apreciación de las pruebas entendida como
la aplicación de las reglas de la lógica, las máximas de la
experiencia y de la sana crítica, con respecto a medios pro-
batorios de valor decisivo.

Artículo 24. Inmediación

Los jueces presidirán y presenciarán en su integridad el
desarrollo de las audiencias, y por ningún motivo podrán
delegar sus funciones.

Cuando la ley exija una integración colegiada, los miem-
bros del tribunal deberán intervenir activamente en la deli-
beración y decisión. La deliberación será inmediata, conti-
nua e integral. Si el proceso requiere o exige una audiencia
oral, a la misma deberán asistir todos los miembros del tri-
bunal.

Los jueces serán fedatarios de sus actos y resoluciones.

Artículo 25. Derecho a la intimidad y a la privacidad

Se respetará siempre el derecho a la intimidad del imputa-
do, de la víctima y del ofendido y de cualquier otra perso-
na, en especial la libertad de conciencia, el domicilio, la
correspondencia, los papeles y otros objetos privados, así
como las comunicaciones privadas de toda índole.

Sólo con autorización del Juez competente se podrá inter-
venir la correspondencia, las comunicaciones telefónicas y
electrónicas, o incautar los papeles u objetos privados.

Cuando se trate de grabación de comunicación entre parti-
culares, los jueces podrán admitir como medio de prueba,
únicamente, aquellas que sean aportadas de forma volunta-
ria por alguno de los que participen en ellas sin poder pres-
cindir del análisis técnico de su contenido y el desahogo
testimonial de quien la aporta al proceso, debiendo valorar
el alcance de éstas, siempre y cuando contengan informa-
ción relacionada con la comisión de un delito. En ningún
caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de
confidencialidad que establecen la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, este Código y demás leyes.

Artículo 26. Derecho de igualdad ante la ley

Todas las personas son iguales ante la ley y deberán ser tra-
tadas conforme a las mismas reglas.

Los jueces, el Ministerio Público y la policía deberán to-
mar en cuenta las condiciones particulares de las personas
y del caso, pero no deberán fundar sus decisiones sobre la
base de la nacionalidad, género, origen étnico, credo o re-
ligión, ideas políticas, posición económica o social u otra
condición con implicaciones discriminatorias.

Artículo 27. Licitud probatoria

Los datos y medios de prueba sólo tendrán valor si han si-
do hallados, obtenidos, procesados, trasladados, produci-
dos y reproducidos por medios lícitos y desahogados en el
proceso del modo que autoriza este Código.

No tendrán valor los datos y medios de prueba obtenidos
mediante torturas, amenazas, o violación de los derechos
fundamentales de las personas, ni la prueba obtenida a par-
tir de información originada en un procedimiento o medio
ilícito, salvo lo dispuesto en el capítulo de nulidades.

Artículo 28. Deber de protección

El Ministerio Público deberá garantizar la protección de las
víctimas y testigos, con la obligación de los jueces de vigi-
lar su cumplimiento.

El Ministerio Público deberá solicitar la reparación del da-
ño y promover los acuerdos reparatorios, sin menoscabo de
que la víctima la pueda solicitar directamente; el juez vigi-
lará que esta disposición se cumpla en sus términos.

Artículo 29. Justicia restaurativa

El proceso penal se rige por el principio de justicia restau-
rativa, entendido como todo procedimiento en el que la
víctima y el imputado o sentenciado, participan conjunta-
mente, de forma activa, en la resolución de las cuestiones
derivadas del delito, en busca de un resultado restaurativo.

Se entiende por resultado restaurativo, el acuerdo encami-
nado a atender las necesidades y responsabilidades indivi-
duales y colectivas de las partes y a lograr la integración de
la víctima y del infractor a la comunidad en busca de la re-
paración, la restitución y el servicio a la comunidad.



Protegiendo la seguridad ciudadana, la paz social y la tran-
quilidad pública, la policía, los jueces y el Ministerio Pú-
blico, de conformidad con sus atribuciones, deberán facili-
tar la solución de las controversias producidas como
consecuencia del hecho a través de la mediación y la con-
ciliación, preservando siempre la reparación del daño.

Título Segundo
Reglas Generales para el Procedimiento Penal

Capítulo I
Competencia

Artículo 30. Juez competente

Le corresponde al Juez federal conocer de los delitos con-
siderados del fuero federal de conformidad a lo establecido
en los artículos del 1 al 6 del Código Penal y 50 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y lo que de-
termine el presente Código; de los demás delitos le corres-
ponderá conocer a los jueces de los Estados y el Distrito
Federal, de conformidad con las reglas contenidas en los
artículos 7 del Código Penal y en los siguientes de este Có-
digo.

Artículo 31. Tribunal competente

Es tribunal competente para conocer de un delito, el del lu-
gar en que se comete, salvo lo previsto en el siguiente artí-
culo.

Los jueces y los agentes del Ministerio Público más cerca-
nos al lugar donde ocurra un hecho delictivo, independien-
temente del fuero que intervenga, deberán invariablemente
tomar conocimiento de los hechos.

Si el delito produce efectos en dos o más entidades federa-
tivas, será competente el juez de cualquiera de éstas o el
que hubiera prevenido.

Artículo 32. Territorialidad

En los casos de los artículos 2, 4 y 5, fracción V, del Códi-
go Penal, será competente el tribunal en cuya jurisdicción
territorial se encuentre el inculpado; pero si éste se halla-
re en el extranjero, lo será para solicitar la extradición,
instruir y fallar el proceso, el tribunal federal de igual ca-
tegoría.

Artículo 33. Aplicación extraterritorial (costas y mares)

En los casos de las fracciones I y II del artículo 5 del Có-
digo Penal, es competente el tribunal a cuya jurisdicción
corresponda el primer punto del territorio nacional adonde
arribe el buque; y en los casos de la fracción III del mismo
artículo, el tribunal a cuya jurisdicción pertenezca el puer-
to en que se encuentre o arribe el buque.

Artículo 34. Aplicación extraterritorial (espacio aéreo)

Las reglas del artículo anterior son aplicables, en los casos
análogos, a los delitos a que se refiere la fracción IV del
mismo artículo 5 del Código Penal.

Artículo 35. Competencia en delitos continuados, per-
manentes y concurso de hechos

Es competente para conocer de los delitos continuados y de
los continuos o permanentes, cualquiera de los tribunales
en cuyo territorio aquéllos produzcan efectos o se hayan
realizado actos constitutivos de tales delitos.

En caso de concurso de delitos, será competente para co-
nocer los delitos del fuero común que tengan conexidad
con delitos federales los jueces federales.

También será competente para conocer de un asunto, un
Juez de Distrito distinto al del lugar de comisión del deli-
to, si por razones de seguridad en los establecimientos pe-
nales, atendiendo a las características del hecho imputado,
a las circunstancias personales del inculpado y a otras que
impidan garantizar el desarrollo adecuado del proceso, el
Juez considera necesario llevar el inicio de la averiguación
judicial ante otro Juez. Lo anterior es igualmente aplicable
para los casos en que, por las mismas razones, la autoridad
judicial a petición de parte, estime necesario trasladar a un
procesado a algún Centro Federal de Readaptación Social
de Máxima Seguridad, en los que será competente el tribu-
nal del lugar en que se ubica dicho centro.

Las autoridades federales, de oficio o a solicitud de la au-
toridad del fuero común podrán ejercer la facultad de atrac-
ción para conocer de cualquier delito si ello se considera
legalmente procedente.

Artículo 36. Reglas de competencia

Para la decisión de las competencias se observarán las si-
guientes reglas:
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I. Las que se susciten entre tribunales federales, se deci-
dirán conforme a los artículos anteriores, y si hay dos o
más competentes a favor del que haya prevenido.

II. Las que se susciten entre los tribunales de la Federa-
ción y los de los Estados o del Distrito Federal, se deci-
dirán declarando cuál es el fuero en que radica la juris-
dicción.

III. Las que se susciten entre los tribunales de un Esta-
do y los de otro, o entre los de éstos y los del Distrito
Federal se decidirán conforme a las leyes de esas Enti-
dades, si tienen la misma disposición respecto del pun-
to jurisdiccional controvertido. En caso contrario, se de-
cidirán con arreglo a lo dispuesto en este Capítulo.

Artículo 37. Carácter improrrogable

En materia penal, no cabe prórroga ni renuncia de jurisdic-
ción.

Ningún tribunal puede promover competencia a su supe-
rior jerárquico.

Artículo 38. Competencia y declaración de preferencia

Cuando los detenidos fueren reclamados por autoridades
de dos o más Estados, o por las de éstos y las del Distrito
Federal, y no hubiere conformidad entre las autoridades re-
quirentes y la requerida, la Suprema Corte de Justicia hará
la declaración de preferencia. También resolverá lo proce-
dente, en el caso de que la autoridad requerida se niegue a
obsequiar un exhorto expedido conforme a la ley, para la
aprehensión de un inculpado.

Cuando los detenidos o los inculpados sean reclamados por
dos o más tribunales federales, resolverá el tribunal de
competencias respectivo.

Capítulo II
Formalidades

Artículo 39. Lugar y tiempo de actuaciones e idioma

Las actuaciones se podrán practicar a toda hora y aun en
los días inhábiles, sin necesidad de previa habilitación y en
cada una de ellas se expresarán el lugar, la hora, el día, el
mes y el año en que se practiquen; en ellas se usará el idio-
ma castellano, salvo las excepciones en que la ley permita
el uso de otro, en cuyo caso se recabará la traducción co-

rrespondiente; y en el acta que se levante se asentará úni-
camente lo que sea necesario para constancia del desarro-
llo que haya tenido la diligencia.

Artículo 40. Testigos de asistencia y actuaciones judi-
ciales

El Juez, el Ministerio Público y la policía estarán acompa-
ñados, en las diligencias que practiquen, de sus secretarios,
si los tuvieren, o de dos testigos de asistencia, que darán fe
de todo lo que en aquéllas pase.

A las actuaciones de averiguación judicial sólo podrán te-
ner acceso el inculpado, su defensor y la víctima u ofendi-
do y/o su representante legal, si los hubiere. Al servidor pú-
blico que indebidamente quebrante la reserva de las
actuaciones o proporcione copia de ellas o de los docu-
mentos que obren en la averiguación judicial, se le sujeta-
rá al procedimiento de responsabilidad administrativa o pe-
nal, según corresponda.

En el proceso, los jueces presidirán los actos de prueba y
recibirán, por sí mismos, las declaraciones.

En las diligencias podrán emplearse, según el caso y a jui-
cio del funcionario que las practique, la taquigrafía, el dic-
táfono y cualquier otro medio que tenga por objeto repro-
ducir imágenes o sonidos y el medio empleado se hará
constar en el acta respectiva.

Artículo 41. Corrección y archivo de actuaciones

En las actuaciones y promociones no se emplearán abre-
viaturas, no se rasparán, tacharán, ni borrarán las palabras
equivocadas, sobre las que sólo se pondrá una línea delga-
da que permita su lectura, salvándose con toda precisión,
antes de las firmas, el error cometido. En la misma forma
se salvarán las palabras que se hubieren entrerrenglonado.

Todas las fechas y datos se escribirán precisamente con letra.

Las actuaciones de los tribunales y del Ministerio Público
deberán levantarse por duplicado, ser autorizadas y conser-
varse en sus respectivos archivos. En todo caso, los tribu-
nales sacarán y entregarán al Ministerio Público, para con-
servarse en el archivo mencionado de éste, una copia
certificada de las siguientes constancias: de los autos de
formal prisión, sujeción a proceso o de libertad por falta de
elementos para procesar; de los autos que den entrada y re-
suelvan algún incidente; de las sentencias definitivas, así



como de las que dicte el tribunal de apelación resolviendo
definitivamente algún recurso.

Excepción hecha de lo dispuesto por el artículo 47 de este
Código, en ningún caso se autorizará la salida de un expe-
diente del local del tribunal sin que previamente se notifi-
que de ello al Ministerio Público y a quien corresponda,
conforme a la ley.

Artículo 42. Resguardo

Inmediatamente después de que se hayan asentado las ac-
tuaciones del día o agregado los documentos recibidos, el
secretario foliará y rubricará las hojas respectivas y pondrá
el sello del tribunal en el fondo del cuaderno, de manera
que abrace las dos caras.

El secretario guardará con la seguridad debida, bajo su res-
ponsabilidad hasta en tanto dé cuenta al Juez, los docu-
mentos originales u objetos que se presenten al proceso.

Artículo 43. Continuidad de actuaciones

Las actuaciones se asentarán en los expedientes en forma
continua, sin dejar hojas o espacios en blanco; y cuando
haya que agregar documentos, se hará constar cuáles son
las fojas que les corresponden.

Artículo 44. Promociones y su ratificación

Las promociones que se hagan por escrito deberán ser fir-
madas por su autor, pudiéndose ordenar su ratificación
cuando se estime necesario; pero deberán ser siempre ratifi-
cadas si el que las hace no las firma por cualquier motivo.

Artículo 45. Término para dar cuenta de promociones

Los secretarios deberán dar cuenta, dentro del término de
veinticuatro horas, con las promociones que se hicieren.
Para el efecto, se hará constar en los expedientes el día y
hora en que se presenten las promociones por escrito y se
hagan las verbales.

Cada diligencia se asentará en acta por separado.

Artículo 46. Plazo para resolver promociones, firma y
corrección de actas

A cada promoción recaerá una resolución específica por
separado, que el tribunal fundará y motivará en los térmi-

nos y plazos establecidos por la Ley y de no existir térmi-
nos o plazos dentro de las veinticuatro horas siguientes.

El inculpado, su defensor y en su caso, la persona de su
confianza que, el inculpado puede designar, sin que esto úl-
timo implique exigencia procesal, el ofendido, la víctima,
los peritos y los testigos firmarán al calce del acta en que
consten las diligencias en que tomaron parte y al margen de
cada una de las hojas donde se asiente aquélla. Si no pu-
dieren firmar, imprimirán al calce y al margen, la huella de
alguno de los dedos de la mano, debiéndose indicar en el
acta cuál de ellos fue.

Si no quisieren o no pudieren firmar ni imprimir la huella
digital, se hará constar el motivo.

El Ministerio Público firmará al calce y, si lo estima con-
veniente, también al margen.

Si antes de que se pongan las firmas o huellas los compa-
recientes hicieren alguna modificación o rectificación, se
hará constar inmediatamente, expresándose los motivos
que dijeron tener para hacerla. Si fuere después, pero antes
de retirarse los interesados se asentará la modificación o
rectificación en acta que se levantará inmediatamente des-
pués de la anterior, y que firmarán los que hayan interveni-
do en la diligencia.

Artículo 47. Préstamo de expedientes

Podrán entregarse al Agente del Ministerio Público los ex-
pedientes para que los estudie fuera del local del tribunal,
pero no a las demás partes que intervengan en ellos. Estas
y el ofendido podrán imponerse de los autos de la Secreta-
ría del tribunal, debiéndose tomar las medidas necesarias
para que no los destruyan, alteren o substraigan.

Artículo 48. Reposición de constancias o expedientes

Si se perdiere alguna constancia o el expediente, se repon-
drán a costa del responsable, quien estará obligado a pagar
los daños que se ocasionen por la pérdida, y además el Juez
iniciará el procedimiento respectivo por los delitos que se
cometan.

Cuando no sea posible reponer todas las actuaciones, se
tendrá por probada plenamente la existencia de las que se
inserten o mencionen en el auto de detención, en el de for-
mal prisión o de sujeción a proceso, o en cualquiera otra re-
solución de que haya constancia, siempre que no se hubie-
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se objetado oportunamente la exactitud de la inserción o ci-
ta que de ellas se haga.

La reposición se sustanciará conforme al procedimiento
previsto para los incidentes no especificados. Sin acuerdo
previo, el secretario hará constar desde luego, bajo su res-
ponsabilidad y dentro de las veinticuatro horas siguientes
al conocimiento de la pérdida, la existencia anterior y falta
posterior de la constancia o el expediente.

Los tribunales, para la debida marcha del proceso investi-
garan, la falta de las constancias o expedientes cuya desa-
parición adviertan o se les comunique, valiéndose para ello
de todos los medios que no sean contrarios a derecho.

Artículo 49. Cotejo y autorización de copias o testimo-
nios

Los secretarios de los tribunales cotejarán las copias o tes-
timonios de constancia que se mandaren expedir, y las au-
torizarán con su firma y el sello correspondiente.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41 de este Có-
digo, para sacar copia de algún auto o diligencia se requie-
re resolución del Juez, que solo se dictará en favor de las
personas legitimadas en el procedimiento para obtener di-
chos documentos.

Artículo 50. Autorización de actuaciones

Las actuaciones deberán ser autorizadas inmediatamente
por los funcionarios a quienes corresponda firmar, dar fe o
certificar el acto.

Artículo 51. Corrección disciplinaria

La infracción de las disposiciones contenidas en los artícu-
los 41, 42, 43, 45, 46, 47, 49 y 50 de este Código, se san-
cionará con una corrección disciplinaria, sin perjuicio de
que el Juez inicie el procedimiento respectivo, cuando pu-
diere resultar la existencia de un delito.

Artículo 52. Nulidad de actuaciones

Las actuaciones serán nulas cuando carezcan de alguna de
las formalidades esenciales que prevenga la ley, de manera
que se cause perjuicio a cualquiera de las partes, así como
cuando la ley expresamente determine la nulidad. Esta no
podrá ser invocada por quien dio lugar a ella. La nulidad de
una actuación se reclamará, por la parte que la promueva,

en la actuación subsecuente en que ésta deba intervenir, y
se substanciará conforme al procedimiento previsto para
los incidentes no especificados. Cuando se resuelva la nu-
lidad del acto, serán igualmente nulas las actuaciones pos-
teriores al acto anulado que se deriven precisamente de és-
te. Las resoluciones que resuelvan sobre la nulidad
invocada, serán apelables con efecto devolutivo.

Capítulo III
Intérpretes

Artículo 53. Nombramiento de intérprete o traductor

Cuando el inculpado, el ofendido o el denunciante, los tes-
tigos o los peritos no hablen o no entiendan suficientemen-
te el idioma castellano, se les nombrará uno o más traduc-
tores, quienes deberán traducir fielmente las preguntas y
contestaciones que hayan de transmitir. Cuando lo solicite
cualquiera de las partes, podrá escribirse la declaración en
el idioma del declarante, sin que esto obste para que el tra-
ductor haga la traducción.

Cuando no pudiere ser habilitado un traductor mayor de
edad, podrá nombrarse a un menor que haya cumplido
quince años.

Artículo 54. Recusación de intérprete

Las partes podrán recusar al intérprete motivando la recu-
sación; y el funcionario que practique las diligencias resol-
verá de plano y sin recurso.

Artículo 55. Impedimento

Los testigos no podrán ser intérpretes.

Artículo 56. Declaraciones con intérpretes

Si el inculpado, el ofendido o algún testigo fuere sordo-
mudo, se le nombrará como intérprete a una persona que
pueda comprenderlo, siempre que sea mayor de catorce
años; y en este caso se observará lo dispuesto en los artí-
culos anteriores.

Artículo 57. Interrogatorio con intérpretes

A los sordos y a los mudos que sepan leer y escribir, se les
interrogará por escrito o por medio de intérprete.



Capítulo IV
Despacho de los Asuntos

Artículo 58. Orden y respeto

Los tribunales tienen el deber de mantener el buen orden y
de exigir que se les guarde, tanto a ellos como a las demás
autoridades, el respeto y la consideración debidos, aplican-
do en el acto, por las faltas que se cometan, las correccio-
nes disciplinarias que este Código señala.

Si las referidas conductas llegasen a constituir algún deli-
to, el Tribunal ordenará que un Juez inicie inmediatamente
el procedimiento respectivo.

Artículo 59. Fianzas

Las fianzas que deban otorgarse ante los tribunales se suje-
tarán a las disposiciones especiales de este Código y, en su
defecto, a las del Código Civil respectivo, y a la Ley Fede-
ral de Instituciones de Fianzas.

Artículo 60. Costas

En materia penal no se pagarán costas. El empleado que las
cobrare o recibiere, aunque sea a título de gratificación, se
le iniciará la averiguación judicial correspondiente y en su
caso, será destituido de su cargo o empleo.

Artículo 61. Gastos

Todos los gastos que se originen en las diligencias de ave-
riguación judicial, en las acordadas por los tribunales a so-
licitud del Ministerio Público o en las decretadas por los
tribunales, serán cubiertos por el erario federal.

Los gastos de las diligencias solicitadas por el inculpado o
la defensa serán cubiertos por quienes las promuevan. En
el caso de que estén imposibilitados para ello y de que el
Juez o el Ministerio Público estimen que son indispensa-
bles para el esclarecimiento de los hechos, podrán, cual-
quiera de ellos, hacer suya la petición de esas diligencias y
entonces quedarán también a cargo del Erario Federal.

Artículo 62. Cambio de personal

Cuando cambiare el personal de un tribunal, no se provee-
rá auto alguno haciendo saber el cambio, sino que en el pri-
mero que proveyere el nuevo funcionario se insertará su
nombre completo; y en los tribunales colegiados, se pon-

drán al margen de los autos los nombres y apellidos de los
funcionarios que los firmen.

Cuando no tenga que dictarse resolución alguna anterior a
la sentencia, sí se hará saber el cambio de personal.

Artículo 63. Providencias de aseguramiento

Cuando en las actuaciones esté acreditado el cuerpo del de-
lito de que se trate, el funcionario que conozca del asunto
dictará las providencias necesarias, a solicitud del interesa-
do, para asegurar la reparación del daño y sus derechos o
restituirlos en el goce de éstos, siempre que estén legal-
mente justificados. Si se tratare de cosas, únicamente po-
drán retenerse, esté o no comprobado el cuerpo del delito,
cuando a juicio de quien practique las diligencias, la reten-
ción fuere necesaria para la debida integración de la averi-
guación.

Si la entrega del bien pudiera lesionar derechos de tercero
o del inculpado, la devolución se hará mediante caución
bastante para garantizar el pago de los daños y perjuicios.
La autoridad que conozca fijará la naturaleza y el monto de
la caución, fundando y motivando su determinación, en
vista de las circunstancias del caso.

Artículo 64. Hechos conexos

Cuando durante el proceso se encontrare que el hecho que
se averigua tiene ramificaciones, o que se siguen otros con
los que tuviere conexión, el Juez dará vista de ello al Mi-
nisterio Público y al ofendido o víctima, para que promue-
van lo que corresponda.

Artículo 65. Comunicados al tribunal de apelación

Todo inicio de algún proceso será comunicado al tribunal
de apelación respectivo.

Artículo 66. Solicitud de orientación y sustanciación de
incidentes, recursos y promociones frívolas e improce-
dentes

Los tribunales dictarán los trámites y providencias encami-
nados a que la justicia sea pronta y expedita. Para este fin,
las partes podrán solicitar la orientación del tribunal sobre
puntos del procedimiento que ante éste se desarrolla, como
cómputos, plazos y circunstancias para la promoción y el
desahogo de pruebas, y otras cuestiones que aseguren, con
plena información para los participantes, la debida marcha
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del proceso, sin abordar cuestiones de fondo que la autori-
dad judicial deba resolver en los autos o en la sentencia. La
información la dará el tribunal en audiencia pública con
presencia de las partes.

Los tribunales rechazarán de plano, sin necesidad de sus-
tanciar procedimiento alguno, pero notificando a las partes,
incidentes, recursos o promociones notoriamente frívolas o
improcedentes. Contra la resolución judicial caben los re-
cursos que este Código establece, según el caso de que se
trate, si se comprueba que alguna promoción frívola e im-
procedente, obstruye la impartición de justicia, el Juez ini-
ciará la averiguación judicial que corresponda.

Capítulo V
Correcciones Disciplinarias y Medios de Apremio

Artículo 67. Tipos de correcciones disciplinarias

Son correcciones disciplinarias:

I. Apercibimiento;

II. Multa por el equivalente a entre uno y quince días de
salario mínimo, vigente en el momento y lugar en que
se cometa la falta que amerite corrección. Tratándose de
jornaleros, obreros y trabajadores la multa no deberá ex-
ceder de un día de salario y tratándose de trabajadores
no asalariados el de un día de ingreso;

III. Arresto hasta de treinta y seis horas, y

IV. Suspensión.

La suspensión sólo se podrá aplicar a servidores públicos,
con la duración prevista por la Ley Federal de Responsabi-
lidades Administrativas de los Servidores Públicos o su
equivalente en los Estados.

Artículo 68. Procedimiento para el caso de amenazas
entre las partes

En el caso de que una persona haya amenazado a otra con
causarle un daño que sea constitutivo de delito, el Juez ini-
ciará de inmediato la averiguación judicial correspondiente.

Artículo 69. Amenazas durante la práctica de diligencias

En la forma señalada en el artículo anterior, procederán las
autoridades judiciales cuando en presencia de ellas, y con

motivo u ocasión de la práctica de una diligencia, alguien
amenace a otro con causarle un mal que constituya delito.

Artículo 70. Impugnación contra corrección disciplina-
ria

Contra cualquiera providencia en que se imponga alguna
corrección disciplinaria, se oirá al interesado, si lo solicita,
dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que ten-
ga conocimiento de ella.

En vista de lo que manifieste el interesado, el funcionario
que la hubiere impuesto resolverá desde luego lo que esti-
me procedente.

Artículo 71. Tipos de medios de apremio

El Ministerio Público y los tribunales podrán emplear, pa-
ra hacer cumplir sus determinaciones, los siguientes me-
dios de apremio:

I. Multa por el equivalente a entre diez a cien días de sa-
lario mínimo, vigente en el momento y lugar en que se
realizó la conducta que motivó el medio de apremio.
Tratándose de jornaleros, obreros y trabajadores la mul-
ta no deberá exceder de un día de salario y tratándose de
trabajadores no asalariados el de un día de ingreso;

II. Auxilio de la fuerza pública, y

III. Arresto hasta de treinta y seis horas.

Capítulo VI
Requisitorias y Exhortos

Artículo 72. Reglas generales

Las diligencias de averiguación judicial que deban practi-
carse fuera del lugar en que se esté tramitando alguna ave-
riguación, se encargarán a quien toque desempeñar esas
funciones en el lugar donde deban practicarse, enviándole
la averiguación original o un oficio con las inserciones ne-
cesarias.

Artículo 73. Exhortos a otras jurisdicciones

Cuando tengan que practicarse diligencias fuera del territo-
rio jurisdiccional del tribunal que conozca del asunto, se
encomendará su cumplimiento al de igual categoría del te-
rritorio jurisdiccional donde deban practicarse.



Si las diligencias tuvieren que practicarse fuera del lugar de
la residencia del tribunal, pero dentro de su territorio juris-
diccional, y aquél no pudiere trasladarse, se encargará su
cumplimiento a la autoridad judicial del fuero que corres-
ponda y del lugar donde deban practicarse.

Se empleará la forma de exhorto cuando se dirija a un tri-
bunal igual en categoría, y de requisitoria cuando se dirija
a un inferior.

Al dirigirse los tribunales a funcionarios o autoridades que
no sean judiciales, lo harán por medio de oficio.

Artículo 74. Exhorto con participación de juez del or-
den común

En el caso de un tribunal federal requerido que no pudiere
practicar por sí mismo, en todo o en parte, las diligencias
que se le encarguen, podrá encomendar su ejecución al juez
del orden común del lugar donde deban practicarse, remi-
tiéndole el exhorto original o un oficio, con las inserciones
necesarias.

Artículo 75. Exhorto redireccionado

Cuando un tribunal no pueda dar cumplimiento al exhorto
o requisitoria, por hallarse en otra jurisdicción la persona o
las cosas que sean objeto de la diligencia, lo remitirá al tri-
bunal del lugar en que aquélla o éstas se encuentren, y lo
hará saber al requirente.

El cumplimiento de los exhortos o requisitorias no implica
prórroga ni renuncia de competencia.

Artículo 76. Requisitos y formalidades

Los exhortos y requisitorias contendrán las inserciones ne-
cesarias, según la naturaleza de las diligencias que hayan
de practicarse; llevarán el sello del tribunal, e irán firmados
por el funcionario correspondiente y por el secretario res-
pectivo o por testigos de asistencia.

Los tribunales requeridos tramitarán de inmediato y bajo su
estricta responsabilidad, los exhortos y requisitorias aun
cuando carezcan de alguna formalidad, si la ausencia de és-
ta no afecta su validez o impide el conocimiento de la na-
turaleza y características de la diligencia solicitada, excep-
to órdenes de aprehensión y de cateo, las que deben llenar
todas las formalidades.

Artículo 77. Exhorto urgente

En casos urgentes, notificado quien corresponda conforme
a la ley, podrá resolverse que se haga uso de la vía telegrá-
fica, expresándose con toda claridad las diligencias que
han de practicarse, la parte que las solicitó, el nombre del
inculpado, si fuere posible, el delito de que trata y el fun-
damento de la providencia. Estos exhortos se mandarán
mediante oficio al jefe de la oficina telegráfica de la loca-
lidad, acompañados de una copia, en la cual el empleado
respectivo de dicha oficina extenderá recibo; el oficio será
entregado por conducto del Secretario o del Actuario del
tribunal, quienes se identificarán ante el encargado del ser-
vicio telegráfico, quien deberá agregar esta circunstancia al
texto del telegrama. En la misma fecha en que se entregue
el citado oficio a la oficina telegráfica, el tribunal requi-
rente enviará por correo el exhorto o requisitoria en forma.

Artículo 78. Plazo de cumplimiento

El tribunal que recibiere un exhorto o requisitoria extendido
en debida forma, procederá a cumplimentarlo en un plazo no
mayor de cinco días contados a partir de la fecha de su reci-
bo; si por la naturaleza o circunstancia de la diligencia no
fuere posible su cumplimentación en el plazo indicado, el
tribunal lo resolverá así, determinando o razonando las cau-
sas de ello. Si estimare que no concurren en él todos los re-
quisitos legales, lo devolverá al requirente, fundando su ne-
gativa dentro del mismo plazo establecido en este artículo.

Cuando un tribunal no atienda un exhorto o requisitoria sin
motivo justificado, el que lo haya expedido podrá ocurrir
en queja ante el superior de aquél. Recibida la queja, será
resuelta dentro del término de tres días, con vista de las
constancias del exhorto o requisitoria, de lo que expongan
las autoridades contendientes.

Artículo 79. Incumplimiento de exhorto

Si el tribunal exhortado estimare que no debe cumplimen-
tar el exhorto por interesarse en ello su jurisdicción, resol-
verá dentro de tres días, promoviendo en su caso la com-
petencia respectiva.

Artículo 80. Credibilidad de exhortos y requisitorias

Se dará entera fe y crédito a los exhortos y requisitorias que
libren los tribunales de la Federación, de los Estados y del
Distrito Federal, debiendo cumplimentarse siempre que
llenen las condiciones fijadas por este Código.
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Artículo 81. Demora

Cuando se demore el cumplimiento de un exhorto o requisi-
toria, se recordará su despacho por medio de oficio. Si a pe-
sar de esto continúa la demora, el tribunal requirente lo pon-
drá en conocimiento del superior inmediato del requerido, si
se trata de exhorto. Dicho superior apremiará al moroso,
obligándole a que diligencie el exhorto e iniciará el procedi-
miento penal, si fuere procedente.

Si se tratare de requisitoria y continuare la demora, el tri-
bunal requirente hará uso de los medios de apremio y, si
procediere, iniciará el procedimiento penal respectivo.

Artículo 82. Recurso para la práctica o negativa de ex-
horto

La resolución dictada por el tribunal requerido ordenando
o negando la práctica de las diligencias que se le hayan en-
comendado, admite los recursos que este Código establece
y que se resolverán por el órgano jurisdiccional federal o
local competente en el Circuito en que se ubique el citado
tribunal requerido.

Artículo 83. Exhortos a autoridades extranjeras

Los exhortos dirigidos a los tribunales extranjeros se remi-
tirán, con aprobación de la Suprema Corte de Justicia, por
la vía diplomática al lugar de su destino. Las firmas de las
autoridades que los expidan serán legalizadas por el Presi-
dente o el Secretario General de Acuerdos de aquélla y las
de estos servidores públicos por el Secretario de Relacio-
nes Exteriores o el servidor público que él designe.

Artículo 84. Otras solicitudes al extranjero

Podrá encomendarse la práctica de diligencias en países
extranjeros a los secretarios de legaciones y a los agentes
consulares de la República, por medio de oficio con las in-
serciones necesarias.

Artículo 85. Exhortos de autoridades extranjeras

Los exhortos de los tribunales extranjeros deberán tener,
además de los requisitos que indiquen las legislaciones res-
pectivas y los tratados internacionales, la legalización que
haga el representante autorizado para atender los asuntos
de la República en el lugar donde sean expedidos.

Capítulo VII
Cateos

Artículo 86. Orden de cateo

Cuando en la averiguación judicial se estime necesaria la
práctica de un cateo, la autoridad judicial competente por
sí o a petición del Ministerio Público, del ofendido o de la
víctima, ordenará por escrito dicha diligencia, expresando
su objeto y necesidad, así como la ubicación del lugar a
inspeccionar y persona o personas que han de localizarse o
de aprehenderse, y los objetos que se buscan o han de ase-
gurarse a lo que únicamente debe limitarse la diligencia.

Al concluir el cateo se levantará acta circunstanciada, en
presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lu-
gar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad ju-
dicial que practique la diligencia.

Cuando no se cumplan estos requisitos, la diligencia care-
cerá de todo valor probatorio, sin que sirva de excusa el
consentimiento de los ocupantes del lugar.

Artículo 87. Diligencias de cateos

Las diligencias de cateo se practicarán por el tribunal que
las decrete o por el secretario o actuario del mismo, o por
los funcionarios o agentes de la policía, según se designen
en el mandamiento. Si alguna autoridad hubiere solicitado
el cateo, podrá asistir a la diligencia, el Ministerio Público
estará presente y dará fe de esta diligencia.

Artículo 88. Práctica de cateos

Para decretar la práctica de un cateo, bastará la existencia
de indicios o datos que hagan presumir, fundadamente, que
el inculpado a quien se trate de aprehender se encuentra en
el lugar en que deba efectuarse la diligencia; o que se en-
cuentran en él los objetos materia del delito, el instrumen-
to del mismo, libros, papeles u otros objetos, que puedan
servir para la comprobación del delito o de la responsabili-
dad del inculpado.

Artículo 89. Horarios

Los cateos deberán practicarse entre las seis y las diez y
ocho horas, pero si llegadas las diez y ocho horas no se han
terminado, podrán continuarse hasta su conclusión.



Artículo 90. Casos urgentes

Cuando la urgencia del caso lo requiera, podrán practicar-
se los cateos a cualquier hora, debiendo expresarse esta cir-
cunstancia en el mandamiento judicial.

Artículo 91. Descubrimiento de un hecho delictuoso dis-
tinto

Si al practicarse un cateo resultare casualmente el descu-
brimiento de un delito distinto del que lo haya motivado, se
hará constar en el acta correspondiente, practicándose las
diligencias procedentes.

Artículo 92. Cateos en residencias o despachos oficiales

Para la práctica de un cateo en la residencia o despacho de
cualquiera de los poderes federales, de los Estados, del
Distrito Federal o Municipios, el tribunal recabará la auto-
rización correspondiente.

Artículo 93. Cateo en buques mercantes extranjeros

Cuando tenga que practicarse un cateo en buques mercan-
tes extranjeros, se observarán las disposiciones de las leyes
y reglamentos marítimos.

Artículo 94. Recolección y preservación de instrumen-
tos y objetos

Al practicarse un cateo se recogerán los instrumentos y
objetos del delito, así como los libros, papeles o cuales-
quiera otras cosas que se encuentren, si fueren conducen-
tes al éxito de la investigación o estuvieren relacionados
con el nuevo delito en el caso previsto en el artículo 91 de
este Código.

Se formará un inventario descriptivo y fotográfico de los
objetos que se recojan relacionados con el delito que moti-
ve el cateo y, en su caso, otro por separado con los que se
relacionen con el nuevo delito.

Artículo 95. Acta circunstanciada

Si el inculpado estuviere presente, se le mostrarán los ob-
jetos recogidos para que los reconozca y ponga en ellos su
firma o rúbrica, si fueren susceptibles de ello; y si no su-
piere firmar, sus huellas digitales. En caso contrario, se
unirá a ellos una tira de papel que se sellará en la juntura

de los dos extremos y se invitará al inculpado a que firme
o ponga sus huellas digitales. En ambos casos se hará cons-
tar esta circunstancia, así como si no pudiere firmar o po-
ner sus huellas digitales, o se negare a ello.

Capítulo VIII
Plazos y Términos

Artículo 96. Inicio de los términos

Los plazos son improrrogables y empezarán a correr desde
el día siguiente al de la fecha de la notificación, salvo los
casos que este Código señale expresamente.

No se incluirán en los plazos, los sábados, los domingos ni
los días inhábiles, a no ser que se trate de poner al inculpa-
do a disposición de los tribunales, de tomarle su declara-
ción preparatoria, o de resolver la procedencia de su formal
prisión, sujeción a proceso, o libertad.

Artículo 97. Cómputo de los plazos

Los plazos se contarán por días hábiles, excepto los que se
refieren a los tres casos mencionados en la segunda parte
del artículo anterior y a cualquier otro que por disposición
legal deba computarse por horas, pues éstos se contarán de
momento a momento, a partir de la hora que corresponda
conforme a la ley.

Los términos se fijarán por día y hora, y salvo los actos a
que se refieren el artículo 19 Constitucional y otras dispo-
siciones, se precisarán por el tribunal cuando menos con
cuarenta y ocho horas de anticipación al día y hora en que
se hayan de celebrar las actuaciones a que se refieran.

Capítulo IX
Citaciones

Artículo 98. Obligación de presentarse ante la autori-
dad

Con excepción de los altos funcionarios de la Federación,
de los Estados y Municipios, toda persona está obligada a
presentarse ante los tribunales cuando sea citada, a menos
que no pueda hacerlo porque padezca alguna enfermedad
que se lo impida, o tenga alguna otra imposibilidad física
para presentarse.
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Artículo 99. Forma de las citaciones

Las citaciones podrán hacerse verbalmente, o por cédula, o
por telégrafo, anotándose en cualquiera de esos casos la
constancia respectiva en el expediente.

La cédula se asentará en papel oficial y deberá ser sellada
por el Órgano Jurisdiccional que haga la citación.

Artículo 100. Contenido

La cédula y el telegrama contendrán:

I. La designación legal de la autoridad ante la que deba
presentarse el citado;

II. El nombre, apellido y domicilio del citado si se su-
pieren o, en caso contrario, los datos de que se dispon-
ga para identificarlo;

III. El día, hora y lugar en que debe comparecer;

IV. El medio de apremio que se empleará si no compa-
reciere; y

V. La firma o la transcripción de la firma del funciona-
rio que ordene la citación.

Artículo 101. Citación por cédula

Cuando se haga la citación por cédula, deberá acompañar-
se a ésta un duplicado en el cual firme el interesado o cual-
quiera otra persona que la reciba.

Artículo 102. Citación por telégrafo

Cuando la citación se haga por telégrafo, se enviará por du-
plicado a la oficina que haya de transmitirla, la cual devol-
verá, con su constancia de recibo, uno de los ejemplares
que se agregará al expediente.

Artículo 103. Casos urgentes

En caso de urgencia podrá hacerse la citación por telefone-
ma que transmitirá el funcionario de la policía que practi-
que las diligencias o el secretario o actuario respectivo del
tribunal que corresponda, quienes harán la citación con las
indicaciones a que se refieren las fracciones I y III del artí-
culo 100 de este Código, asentando constancia en el expe-
diente.

Asimismo podrá ordenarse por teléfono a la policía que ha-
ga la citación, cumpliéndose con los requisitos ya señala-
dos.

Artículo 104. Citación por teléfono

También podrá citarse por teléfono a la persona que haya
manifestado expresamente su voluntad para que se le cite
por ese medio, dando el número del teléfono al cual debe
hablársele, sin perjuicio de que si no es hallada en ese lu-
gar o no se considera conveniente hacerlo de esa manera,
se le cite por alguno de los otros medios señalados en este
Capítulo.

Artículo 105. Citación por correo

Cuando no se pueda hacer la citación verbalmente, se hará
por cédula, la cual será entregada por personal del juzgado
o por los auxiliares directamente a la persona citada, quien
deberá firmar el recibo correspondiente en la copia de la
cédula, o bien estampar en ésta sus huellas digitales cuan-
do no sepa firmar; si se negare a hacerlo, el personal comi-
sionado asentará este hecho y el motivo que el citado ex-
presare para su negativa.

Cuando el caso lo permita, podrá enviarse la cédula por co-
rreo, en sobre cerrado y sellado, con acuse de recibo.

Artículo 106. Citación a persona ausente

En el caso de citación por cédula, cuando no se encuentre
a quien va destinada, se entregará en su domicilio o en el
lugar en que trabaje, y en el duplicado, que se agregará al
expediente, se recogerá la firma o huella digital de la per-
sona que la reciba, o su nombre y la razón de por qué no
firmó o no puso su huella.

Si la persona que recibiere la citación manifestare que el
interesado está ausente, dirá dónde se encuentra y desde
cuando se ausentó, así como la fecha en que se espera su
regreso, y todo esto se hará constar para que el funcionario
respectivo dicte las providencias que fueren procedentes.

En los casos a los que se refiere el párrafo precedente de
este artículo, y el artículo anterior, el secretario o actuario
del tribunal o, en su caso, la policía o el auxiliar del Minis-
terio Público, asentará en su razón los datos que hubiere re-
cabado para identificar a la persona a quien hubiese entre-
gado la cédula.



Artículo 107. Citación a militares y servidores públicos

La citación a los militares y empleados oficiales, o particu-
lares en alguna rama del servicio público, se hará por con-
ducto del superior jerárquico respectivo, a menos que el
éxito de la tramitación requiera que no se haga así.

Artículo 108. Citación por medio de la policía o por pe-
riódico

Cuando se ignorare la residencia de la persona que deba ser
citada, se encargará a la policía que averigüe su domicilio
y lo proporcione. Si esta investigación no tuviere éxito y
quien ordene la citación lo estimare conveniente, podrá ha-
cerlo por medio de un periódico de los de mayor circula-
ción.

Se agregará al expediente un ejemplar del periódico en la
parte que contiene la inserción, de modo que se identifique
el periódico, la fecha de publicación y la sección y página
en la que ésta aparece.

Artículo 109. Cuenta de las citaciones

El Secretario o actuario del Órgano Jurisdiccional dará
cuenta, por medio de informe en autos, del resultado de la
entrega de las citas a que se refiere el artículo anterior, pre-
cisamente antes de la hora señalada para la audiencia.

La falta de cumplimiento de esta disposición será sancio-
nada por el tribunal con multa de hasta diez días de salario
mínimo vigente en el lugar de que se trate.

Capítulo X
Audiencias de Derecho

Artículo 110. Publicidad de la audiencia e intervención
de las partes

Las audiencias serán públicas y en ellas el inculpado podrá
defenderse por sí mismo o por su defensor.

El Ministerio Público, la víctima o el ofendido y el Juez,
podrán replicar cuantas veces quisieren, pudiendo la de-
fensa contestar en cada caso.

Si el acusado tuviere varios defensores, no se oirá más que
a uno de ellos cada vez que toque hablar a la defensa.
Cuando intervinieren varios agentes del Ministerio Público

o varias víctimas u ofendidos, sólo se oirá a uno de ellos
cada vez que les corresponda intervenir.

Artículo 111. Celebración de la audiencia

Las audiencias se llevarán a cabo, concurran o no las par-
tes, salvo el Ministerio Público, que bajo su estricta res-
ponsabilidad no podrá dejar de asistir a ellas. En la dili-
gencia de declaración preparatoria comparecerá el
inculpado asistido de su defensor y en su caso, la persona
de su confianza que el inculpado puede designar, sin que
esto último implique exigencia procesal.

En la audiencia final del juicio también será obligatoria la
presencia del defensor quien podrá hacer la defensa oral
del acusado, sin perjuicio del alegato escrito que quiera
presentar.

En el supuesto de que se requieran intérpretes o traducto-
res, no podrán llevarse a cabo las audiencias en que deba
participar el inculpado sin el intérprete o traductor.

Artículo 112. Audiencia de vista

En la audiencia final del juicio también será obligatoria la
presencia del defensor quien podrá hacer la defensa oral
del acusado, sin perjuicio del alegato escrito que quiera
presentar.

En el supuesto de que se requieran intérpretes o traducto-
res,  no podrán llevarse a cabo las audiencias en que deba
participar el inculpado sin el intérprete o traductor. 

Artículo 112. Audiencia de vista

En la audiencia de vista, si el defensor no concurre, el fun-
cionario que las presida, requerirá al inculpado para que
nombre nuevo defensor y si no lo hiciere se le designará
uno de oficio.

Cuando el nuevo defensor no esté en condiciones, de
acuerdo con la naturaleza del negocio, para cumplir desde
luego con su cometido, se diferirá o suspenderá la audien-
cia a juicio del Órgano Jurisdiccional.

Si el faltista fuere defensor de oficio se comunicará la fal-
ta a su superior inmediato se ordenará su presentación o se
le substituirá por otro, sin perjuicio de iniciar el procedi-
miento penal.
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Artículo 113. Correcciones disciplinarias

Durante la audiencia el inculpado podrá comunicarse con
sus defensores, pero no con el público.

Si infringe esta disposición, se le impondrá una corrección
disciplinaria.

Si alguna persona del público se comunica o intenta comu-
nicarse con el inculpado, será retirada de la audiencia y se
le impondrá una corrección disciplinaria, si se estima con-
veniente.

Artículo 114. Uso de la palabra del inculpado

Antes de cerrarse el debate, el juez que presida la audien-
cia preguntará al inculpado si quiere hacer uso de la pala-
bra, concediéndosela en caso afirmativo.

Artículo 115. Alteración del orden por el inculpado

Si el inculpado altera el orden en una audiencia se le aper-
cibirá de que si insiste en su actitud se tendrá por renun-
ciado su derecho de estar presente; si no obstante esto, con-
tinúa, se le mandará retirar del local y proseguirá la
diligencia con su defensor. Todo esto, sin perjuicio de apli-
carle la corrección disciplinaria que el Juez estime perti-
nente.

Artículo 116. Alteración del orden por el defensor

Si es el defensor quien altera el orden, se le apercibirá, y si
continúa en la misma actitud se le expulsará del local, im-
poniéndosele, además, una corrección disciplinaria. Para
que el inculpado no carezca de defensor, se le nombrará
por el juez un defensor de oficio.

Artículo 117. Mando de la policía

En las audiencias la policía estará a cargo del funcionario
que presida.

En los casos en que dicho funcionario se ausentare del lo-
cal, la policía quedará a cargo del Ministerio Público.

Cuando también el Ministerio Público abandonare el local
en que se efectúe la audiencia, la policía quedará enco-
mendada al jefe de la escolta que haya conducido a los in-
culpados.

CAPITULO XI
Resoluciones judiciales

Artículo 118. Definición

Las resoluciones judiciales son: sentencias, si terminan la
instancia resolviendo el asunto en lo principal; y autos, en
cualquier otro caso.

Toda resolución deberá ser fundada y motivada, expresará
la fecha en que se pronuncie y se redactará en forma clara,
precisa y congruente con la promoción o actuación proce-
sal que la origine.

Toda resolución deberá cumplirse o ejecutarse en sus tér-
minos.

Artículo 119. Contenido de las sentencias

Las sentencias contendrán:

I. El lugar en que se pronuncien;

II. La designación del Órgano Jurisdiccional que las dic-
te;

III. Los nombres y apellidos del acusado, su sobrenom-
bre si lo tuviere, el lugar de su nacimiento, nacionalidad,
edad, estado civil, en su caso el grupo étnico indígena al
que pertenece, idioma, residencia o domicilio, y ocupa-
ción, oficio o profesión.

IV. Un extracto breve de los hechos exclusivamente
conducentes a los puntos resolutivos del auto o de la
sentencia en su caso, evitando la reproducción innece-
saria de constancias.

V. Las consideraciones, fundamentaciones y motivacio-
nes legales de la sentencia, y

VI. La condenación o absolución que proceda, y los de-
más puntos resolutivos correspondientes.

Artículo 120. Contenido de los autos

Los autos contendrán una breve exposición del punto de
que se trate y la resolución que corresponda, precedida de
su motivación y fundamentos legales.



Artículo 121. Términos para dictarse

Los autos que contengan resoluciones de mero trámite de-
berán dictarse dentro de cuarenta y ocho horas, contadas
desde aquella en que se haga la promoción; los demás au-
tos, salvo lo que la ley disponga para casos especiales den-
tro de tres días y la sentencia dentro de diez días a partir del
siguiente a la terminación de la Audiencia; pero si el expe-
diente excediere de quinientas fojas, por cada cien de ex-
ceso o fracción se aumentará un día más del plazo señala-
do, sin que nunca sea mayor de treinta días hábiles.

Artículo 122. Funcionarios facultados para dictarlas

Las resoluciones judiciales se dictarán por los respectivos
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, Magistrados o
Jueces del fuero que corresponda, y serán firmadas por
ellos y por el secretario, a falta de éste, por testigos de asis-
tencia.

Artículo 123. Validez de las sentencias

Para la validez de las sentencias y de los autos que no sean
de mero trámite, dictados por un tribunal colegiado se re-
querirá, cuando menos, el voto de la mayoría de sus miem-
bros.

Artículo 124. Voto particular

Cuando alguno de los integrantes de un tribunal colegiado
no estuviere conforme con la resolución de la mayoría, ex-
presará sucintamente las razones de su inconformidad en
voto particular, que se agregará al expediente.

Artículo 125. Definitividad de las resoluciones

Ningún juez o tribunal unitario puede modificar ni variar
sus resoluciones después de formuladas, ni los colegiados
después de haberlos votado. Esto se entiende sin perjuicio
de la aclaración de sentencia que nunca variara su esencia.

Artículo 126. Ejecutoriedad

Las resoluciones judiciales causan estado cuando notifica-
das las partes de las mismas, éstas manifiesten expresa-
mente su conformidad, no interpongan los recursos que
procedan dentro de los plazos señalados por la ley o, tam-
bién, cuando se resuelvan los recursos planteados contra
las mismas.

Ninguna resolución judicial se ejecutará sin que previa-
mente se haya notificado de la misma al Ministerio Públi-
co y a quien corresponda, conforme a la ley.

CAPITULO XII
Notificaciones

Artículo 127. Término

Las notificaciones se harán a más tardar el día siguiente al
en que se dicten las resoluciones que las motiven.

Cuando la resolución entrañe una citación o un término pa-
ra la práctica de una diligencia, se notificará personalmen-
te con cuarenta y ocho horas de anticipación, cuando me-
nos, al día y hora en que se deba celebrar la actuación o
audiencia a que se refiera, debiéndose tomar en cuenta lo
dispuesto en el segundo párrafo del artículo 97 de este Có-
digo, y asistiéndose de traductor si la persona por notifi-
carse no habla o no entiende suficientemente el idioma cas-
tellano.

Artículo 128. Notificaciones personales

Las resoluciones contra las cuales proceda el recurso de
apelación, se notificarán personalmente a las partes por
conducto del secretario o actuario del Juzgado.

Las demás resoluciones -con excepción de los autos que
ordenen aprehensiones, cateos, providencias precautorias,
aseguramientos y otras diligencias análogas respecto de las
cuales el tribunal estime que deba guardarse sigilo para el
éxito de la investigación- se notificarán al detenido o al
procesado personalmente, y a los otros interesados en la
forma señalada en el artículo 131 de este Código.

Artículo 129. Notificaciones que deban guardar sigilo

En los casos a que se refiere la segunda parte del artículo
anterior, las resoluciones que deban guardarse en sigilo, so-
lamente se notificarán al Ministerio Público. En las demás
no será necesaria la notificación personal al inculpado,
cuando éste haya autorizado a algún defensor para que re-
ciba las notificaciones que deban hacérsele.

Artículo 130. Notificaciones a la defensa y a las víctimas
u ofendidos

Cuando el inculpado tenga varios defensores, designará a
uno de ellos para que reciba las notificaciones que corres-
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pondan a la defensa, sin perjuicio de que sean notificados
alguno o algunos de los demás, si lo solicitaren del tribu-
nal, el mismo procedimiento se aplicará en el caso de las
víctimas u ofendidos.

Si no se hace esa designación, bastará notificar a cualquie-
ra de los defensores o sus representantes.

Artículo 131. Notificación por estrados y por boletín ju-
dicial

Los actuarios o secretarios del Órgano Jurisdiccional que
hagan las notificaciones que no sean personales, fijarán
diariamente en la puerta del tribunal una lista de los asun-
tos acordados, expresando únicamente el número del expe-
diente y el nombre del inculpado, y asentarán constancia de
ese hecho en los expedientes respectivos. En los lugares
donde hubiere Boletín Judicial, la lista se publicará en él.

Si alguno de los interesados desea que se le haga notifica-
ción personal, podrá ocurrir a más tardar al día siguiente al
en que se fije la lista o se haga la publicación en el Boletín
Judicial, solicitándola del actuario o secretario del tribunal.
Si no se presentaran los interesados en ese término, la no-
tificación se tendrá por hecha al tercer día de que se fije la
lista en la puerta del Juzgado o de que se hubiere publica-
do en el Boletín Oficial.

Artículo 132. Señalamiento de domicilio para notificar

Las personas que intervengan en un proceso, designarán en
la primera diligencia un domicilio ubicado en el lugar, pa-
ra recibir notificaciones. Si por cualquiera circunstancia no
hacen la designación, cambian de domicilio sin dar aviso al
tribunal o señalan uno falso, la notificación se les hará aún
cuando deba ser personal, en la forma que establece el ar-
tículo anterior.

Artículo 133. Notificación a persona ausente o renuente

Las notificaciones personales se harán en el tribunal o en el
domicilio designado. Si no se encuentra el interesado en el
domicilio, se le dejará con cualquiera de las personas que
allí residan, una cédula que contendrá: nombre del tribunal
que la dicte, causa en la cual se dicta, transcripción, en lo
conducente, de la resolución que se le notifique, día y hora
en que se hace dicha notificación y persona en poder de la
cual se deja, expresándose, además, el motivo por el cual
no se hizo en persona al interesado.

Si el que deba ser notificado se niega a recibir al funciona-
rio encargado de hacer la notificación, o las personas que
residen en el domicilio se rehúsen a recibir la cédula, o no
se encuentra a nadie en el lugar, se fijará la cédula en la
puerta de entrada.

Artículo 134. Responsabilidad por no realizar notifica-
ciones

Si se probare que no se hizo una notificación decretada, o
que se hizo en contravención de lo dispuesto en este Capí-
tulo, el encargado de hacerla será responsable de los daños
y perjuicios que ocasione la falta y se le juzgará con arre-
glo a la ley, si obró con dolo. En caso contrario, se le im-
pondrá alguna corrección disciplinaria.

Artículo 135. Convalidación de la notificación

Si a pesar de no haberse hecho la notificación en la forma
que este Código previene, la persona que debe ser notifica-
da se muestra sabedora de la providencia, se tendrá por he-
cha la notificación.

Artículo 136. Nulidad de notificaciones

Las notificaciones hechas contra lo dispuesto en este Capí-
tulo serán nulas, excepto en el caso del artículo anterior.

CAPITULO XIII
Derechos de la Víctima y del Ofendido 

Artículo 137. Definiciones y derechos

Para todos los efectos legales se considera víctima del de-
lito al titular del bien jurídico protegido; y ofendidos por el
delito a los que por muerte o por incapacidad de la víctima
acrediten ser sus beneficiarios.

En los procedimientos penales, la víctima o el ofendido
por algún delito tendrán derecho a:

I. Ser parte procesal;

II. Presentar denuncias o querellas por hechos probable-
mente constitutivos de delito, en su calidad de víctima u
ofendido y a que se les informe de los derechos que les
otorgan la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y las leyes de la materia;



III. Recibir asesoría jurídica y ser informados por el
Juez y por el Ministerio Público cuando lo soliciten so-
bre el estado y avance de la averiguación judicial o del
proceso;

IV. Estar presentes, por sí o por conducto de las perso-
nas que designen como sus representantes acreditados
en autos, en el desarrollo de todos los actos procesales
en los que el inculpado tenga este derecho;

V. Proporcionar al juzgador y al Ministerio Público, to-
dos los datos o elementos de prueba con que cuenten,
que conduzcan a acreditar el cuerpo del delito y a esta-
blecer la probable o plena responsabilidad del inculpa-
do, según sea el caso.

VI. Poner a disposición del juzgador y del Ministerio
Público, todos los datos y medios de prueba conducen-
tes para establecer la cuantía del daño  causado y los ser-
vidores públicos de referencia tendrán la obligación de
recibirlos.

La omisión o negligencia de la víctima u ofendido, no
libera al Ministerio Público de la obligación de allegar-
se por todos los medios legales, los datos y pruebas ne-
cesarias para ministrarlos oportunamente al órgano ju-
risdiccional.

VII. Que se les proporcionen traductores cuando no ha-
blen o entiendan el idioma castellano, o intérpretes
cuando padezcan alguna discapacidad que les impida
oír o hablar.

VIII. Interponer los recursos que legalmente procedan
por sí o por conducto de la persona que designen como
su representante, en lo relativo a la reparación de daños
y perjuicios, a las medidas precautorias conducentes a
garantizarlos, y cualquier decisión del Ministerio Pú-
blico.

IX. Recibir, previa solicitud, en forma gratuita, copias
simples o certificadas de las constancias que obren den-
tro de la averiguación judicial o del proceso penal.

X. Cuando sean menores de edad, incapaces o adultos
que así lo manifiesten, no estarán obligados a carearse
directamente con el inculpado, cuando se trate de los de-
litos que atenten contra la libertad y el normal desarro-
llo psicosexual. 

XI. Ser informados claramente del significado y tras-
cendencia jurídica del otorgamiento del perdón, vigilan-
do y siendo responsable el Ministerio Público de que el
ofendido, la víctima o en su caso el Fondo para la Re-
paración del Daño dependiente de la Procuraduría Ge-
neral de la República o de la Procuraduría General de
Justicia del Estado correspondiente, hayan recibido sa-
tisfactoriamente la reparación del daño, antes del otor-
gamiento del perdón.

XII. Recibir el monto de la reparación del daño; por sí o
a través de:

a) El cónyuge y los hijos,

b) Los ascendientes; a menos que se pruebe que no
dependían económicamente de la víctima;

c) La persona con quién la víctima vivió como si fue-
ra su cónyuge durante los cinco años que precedieron
inmediatamente a su muerte o con la que tuvo hijos,
siempre que ambos hubieren permanecido libres de
matrimonio;

d) A falta de todos los anteriores, los que acrediten te-
ner mejor derecho de parentesco hasta el cuarto gra-
do por consanguinidad.

En el ejercicio de estos derechos, serán preferidos en el
orden que se indica.

XIII. Presentar quejas en términos de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos, por cualquier violación a los derechos que se
consignan en el presente capítulo.

Artículo 138. Destino de los conceptos no reclamados de
la reparación del daño

La autoridad Judicial o Ministerial competente, pondrá a dis-
posición del Fondo para la Reparación del Daño dependien-
te de la Procuraduría General de la República o de la Procu-
raduría General de Justicia del Estado correspondiente, los
conceptos no cobrados de la reparación del daño, por las víc-
timas u ofendidos de los delitos.

Si los beneficiarios no se apersonaren o no acreditaren es-
tar en los supuestos mencionados, en un plazo similar al
previsto para que opere la prescripción de la sanción co-
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rrespondiente, la reparación del daño deberá destinarse al
Fondo para la Reparación del Daño dependiente de la Pro-
curaduría General de la República o de la Procuraduría Ge-
neral de Justicia del Estado correspondiente, en la forma
prevista por su reglamento.

TITULO TERCERO
Inicio del Procedimiento

CAPITULO I
Averiguación Judicial

Artículo 139. Inmediatez

El juez conjuntamente con el Ministerio Público y sus au-
xiliares, de acuerdo con las órdenes que reciban de aqué-
llos, están obligados a proceder de inmediato a la investi-
gación de los delitos de que tengan noticia.

Artículo 140. Seguimiento

Si el que inicia una investigación no tiene a su cargo la fun-
ción de proseguirla, dará inmediata cuenta al que corres-
ponda legalmente practicarla.

Artículo 141. Denuncia de menores de edad e incapaces

Cuando el ofendido sea menor de edad, pero mayor de die-
ciséis años, podrá denunciar por sí mismo o por quien este
legitimado para ello. Tratándose de menores de esta edad o
de otros incapaces, la denuncia se presentará por quienes
ejerzan la patria potestad o la tutela.

Artículo 142. Obligación de denunciar

Toda persona que tenga conocimiento de la comisión de un
delito, está obligada a denunciarlo ante el juez, y este lo ha-
rá del conocimiento inmediato del Ministerio Público para
que actúe como parte acusadora y para todos los demás
efectos procesales que correspondan.

Artículo 143. Denuncia obligatoria

Toda persona que en ejercicio de funciones públicas tenga
conocimiento de la probable existencia de un delito, está
obligada a informarlo inmediatamente al juez, trasmitién-
dole todos los datos que tuviere, poniendo a su disposición,
desde luego, a los inculpados, si hubieren sido detenidos.

Artículo 144. Medios de denuncia

Las denuncias pueden formularse verbalmente o por escri-
to. Se contraerán, en todo caso, a describir los hechos su-
puestamente delictivos, sin calificarlos jurídicamente, y se
harán en los términos previstos para el ejercicio del dere-
cho de petición. Cuando una denuncia no reúna estos re-
quisitos, el juez prevendrá al denunciante para que la mo-
difique, ajustándose a ellos. Asimismo, se informará al
denunciante, dejando constancia en el acta, acerca de la
trascendencia jurídica del acto que realizan, sobre las penas
en que incurre quien se produce falsamente ante las autori-
dades, y sobre las modalidades del procedimiento según se
trate de delito perseguible de oficio.

En el caso de que la denuncia se presente verbalmente, se
harán constar en acta que levantará el juez que las reciba.
Tanto en este caso como cuando se hagan por escrito, de-
berán contener la firma o huella digital del que las presen-
te y su domicilio.

Cuando el denunciante haga publicar la denuncia, están
obligados a publicar también a su costa y en la misma for-
ma utilizada para esa publicación, el acuerdo que recaiga al
concluir la averiguación judicial, si así lo solicita la perso-
na en contra de la cual se hubiese formulado dicha denun-
cia, y sin perjuicio de las responsabilidades o delitos en que
aquéllos incurran, en su caso, conforme a otras leyes apli-
cables.

Artículo 145. Denuncia escrita

Cuando la denuncia se presente por escrito, el juez que co-
nozca de la averiguación judicial, deberá asegurarse de la
identidad del denunciante, en su caso, de la legitimación de
este último, así como de la autenticidad de los documentos
en que aparezca formulada la denuncia y en los que se apo-
ye ésta.

En todo caso, el servidor público que reciba una denuncia
formulada verbalmente o por escrito, requerirá al denun-
ciante para que se produzcan bajo protesta de decir verdad,
con el apercibimiento de ley.

Artículo 146. Denuncia por personas morales

Se admitirá intervención de apoderado jurídico para la pre-
sentación de denuncias, en el caso de personas morales po-
drán actuar por conducto de apoderado general para pleitos
y cobranzas. Las denuncias formuladas en representación



de personas morales, se admitirán cuando el apoderado
tenga un poder general para pleitos y cobranzas, con cláu-
sula especial para formular denuncias, sin que sean nece-
sarios acuerdo o ratificación del Consejo de Administra-
ción o de la Asamblea de Socios o Accionistas, poder
especial para el caso determinado, ni instrucciones concre-
tas del mandante.

Artículo 147. Denuncia utilizando un documento falso

Cuando en un negocio judicial se arguya de falso un docu-
mento o el tribunal tenga duda fundada sobre su autentici-
dad, se dará vista al Agente del Ministerio Público y si és-
te lo solicita se desglosará de los autos dejando en ellos
copia fotostática, y si no fuere posible ésta, copia certifica-
da. El original del documento, que deberá firmar el titular
del Órgano Jurisdiccional del conocimiento y el secretario,
y el testimonio de las constancias conducentes, se remitirán
al juez competente.

Artículo 148. Ratificación de documento

En los casos del artículo anterior, se requerirá a quien haya
presentado el documento para que diga si insiste en que se
tome en consideración o no; si contestare afirmativamente
y siempre que la falsedad sea de tal naturaleza, a juicio del
Órgano Jurisdiccional, que si llegare a dictarse sentencia
influiría substancialmente en ella, éste ordenará, que se
suspenda el procedimiento civil a partir de la citación para
sentencia, hasta en tanto se declare que no ha lugar a in-
tentarse la acción penal, o si se intenta, hasta que se pro-
nuncie resolución definitiva. Si no se insistiere en que se
tome en consideración el documento, no se suspenderá el
procedimiento civil.

Este artículo se aplicará también en lo conducente cuando
se tache de falso a un testigo.

CAPITULO II
Reglas especiales para la práctica de diligencias 

y levantamiento de actas de 
averiguación judicial

Artículo 149. Inmediatez de las diligencias

Inmediatamente que el Juez y el Ministerio Público o los
funcionarios encargados de practicar en su auxilio diligen-
cias de averiguación judicial tengan conocimiento de la
probable existencia de un delito, dictarán todas las medidas

y providencias necesarias para: proporcionar seguridad y
auxilio a las víctimas; impedir que se pierdan, destruyan o
alteren las huellas o vestigios del hecho delictuoso, los ins-
trumentos o cosas objeto o efectos del mismo; saber qué
personas fueron testigos; evitar que el delito se siga come-
tiendo y, en general impedir que se dificulte la averigua-
ción judicial, procediendo a la detención de los que inter-
vinieron en su comisión en los casos de delito flagrante.

Artículo 150. Deberes de las autoridades competentes

En la averiguación judicial, corresponderá al juez y al
agente del Ministerio Público:

I. Practicar y ordenar la realización de todos los actos
conducentes a la acreditación del cuerpo del delito y la
probable responsabilidad del inculpado, así como la re-
paración del daño y su garantía en su caso;

II. El Ministerio Público solicitará a la autoridad juris-
diccional las medidas precautorias de arraigo, asegura-
miento o embargo que resulten indispensables para la
averiguación judicial, así como las órdenes de cateo que
procedan;

III. Ordenar la detención o retención de los indiciados
cuando así proceda;

IV. Dictar todas las medidas y providencias necesarias
para proporcionar seguridad y auxilio a la víctima y
ofendido por el delito;

V. Solicitar y practicar en forma inmediata las diligen-
cias necesarias para que el juez de su adscripción deter-
mine al momento de decidir la situación jurídica del in-
culpado, o de ser posible antes, el monto de la
reparación del daño y su correspondiente en efectivo o
en póliza a favor de la víctima u ofendido, cuando pro-
ceda, en forma independiente de lo que en su momento
procesal se acuerde, y

VI. Efectuar los demás actos que señalen las leyes.

Artículo 151. Horario de servicio

Las agencias del Ministerio Público, prestarán sus servi-
cios durante las veinticuatro horas del día, en los Juzga-
dos que les correspondan.
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Artículo 152. Prohibiciones de las autoridades compe-
tentes

El juez o el Ministerio Público sólo podrán detener a las
personas, cuando se trate de delito flagrante, conforme a lo
dispuesto por el artículo 16 de la Constitución.

Queda prohibido detener a cualquier persona, sin orden de
aprehensión librada por autoridad judicial competente, ex-
cepto cuando se trate de delito flagrante o de casos urgen-
tes en que no haya en el lugar alguna autoridad judicial,
conforme a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. La viola-
ción de esta disposición hará penalmente responsable al
servidor público que decrete la detención. La persona dete-
nida en contravención a lo previsto en este artículo será
puesta inmediatamente en libertad.

Artículo 153. Contenido de las actas

Cuando el juez conozca de un hecho delictivo, ordenará
que se formule el acta correspondiente, que contendrá: la
hora, fecha y modo en que se tenga conocimiento de los he-
chos; el nombre y el carácter de la persona que dio noticia
de ellos, y su declaración, así como la de los testigos cuyos
dichos sean más importantes y la del inculpado, si se en-
contrase presente, incluyendo el grupo étnico indígena al
que pertenece, en su caso; los nombres y domicilios de los
testigos que no se hayan podido examinar; el resultado de la
observación de las particularidades que se hayan notado a ra-
íz de ocurridos los hechos, en las personas que en ellas in-
tervengan; las medidas y providencias que el juez haya or-
denado para la investigación de los hechos, así como los
demás datos y circunstancias que se estime necesario hacer
constar; de todo ello el juez le dará conocimiento al Minis-
terio Público en forma simultánea para que desahogue de
inmediato las diligencias de averiguación judicial que sean
procedentes, incluyendo en su caso la inspección ocular, en
la que participaran el Juez, el Ministerio Público, y las víc-
timas y ofendidos.

Artículo 154. Audiencia de conciliación

Inmediatamente que el juez tenga conocimiento de la co-
misión de un delito culposo de carácter patrimonial, debe-
rá citar a una audiencia de conciliación dentro de los cinco
días siguientes a la formulación de la denuncia.

En la audiencia mencionada en el párrafo anterior, orienta-
rá su intervención a avenir a las partes. En caso de obtener

la conciliación y la reparación del daño, se hará constar és-
ta y sus términos en el acta, entregará copias certificadas a
las partes sin costo alguno y se archivará como asunto con-
cluido.

En caso contrario, el juez proseguirá con la integración de
la averiguación judicial hasta su conclusión con la partici-
pación del Ministerio Público, sin perjuicio de que en cual-
quier momento anterior a la determinación, las partes se
puedan conciliar.

La inobservancia de esta disposición hará incurrir en res-
ponsabilidad al juez y al Ministerio Público.

Artículo 155. Asistencia de traductores

En la averiguación judicial en contra de personas que no
hablen o no entiendan suficientemente el castellano, se les
nombrará un traductor desde el primer día de su detención,
quien deberá asistirlas en todos los actos procedimentales
sucesivos y en la correcta comunicación que haya de tener
con su defensor.

El juez, verificará que perdure ese canal de comunicación;
y si lo estimare prudente, podrá nombrar el defensor o el
traductor que mejoren dicha comunicación.

Artículo 156. Comparecencia de los participantes de los
hechos

El Ministerio Público que intervenga en una averiguación
judicial, mediante acuerdo del juez competente podrá citar
para que declaren sobre los hechos que se investigan, a las
personas que por cualquier concepto participen en ellos o
aparezcan, o tengan datos sobre los mismos. En el acta se
hará constar quién mencionó a la persona que haya de ci-
tarse, o por qué motivo el funcionario que practique las di-
ligencias estimó conveniente hacer la citación.

Artículo 157. Diligencias de apoyo

Cuando una autoridad auxiliar del Ministerio Público prac-
tique con ese carácter diligencias de apoyo a la averigua-
ción judicial, remitirá a éste, dentro de los tres días de ha-
berlas concluido, el acta o actas levantadas y todo lo que
con ellas se relacione. Si hubiese detenidos, la remisión se
hará sin demora y se observará lo previsto en este Código,
toda la documentación se le hará llegar al Juez y a las par-
tes, integrándose a la averiguación judicial correspondien-
te.



Artículo 158. Terminación del acta de diligencias de
apoyo

Cuando se presentare ante el juez el funcionario o agente
que hubiere iniciado diligencias de apoyo a la averiguación
judicial, el Ministerio Público podrá continuar por sí mis-
mo la investigación, en cuyo caso el primero cerrará el ac-
ta en el estado en que se encuentre, y la entregará a dicho
funcionario, con la cual se dará por recibido de lo que pro-
ceda, como detenidos y objetos que se hayan recogido, y de
todos los demás datos de que tenga noticia, y en su caso se
dará aviso inmediato al juez competente.

Artículo 159. Asistencia de abogado

Toda persona que haya de rendir declaración, tendrá dere-
cho a hacerlo asistido por un abogado nombrado por él.

El abogado podrá impugnar las preguntas que se hagan al
declarante si éstas son inconducentes o contra derecho.
Pero no puede producir ni inducir las respuestas de su
asistido.

Artículo 160. Presentación y derechos del inculpado

Cuando el inculpado fuese detenido o se presentare volun-
tariamente ante el juez competente, se procederá de inme-
diato en la siguiente forma:

I. Se hará constar por quien haya realizado la detención
o ante quien aquél haya comparecido, el día, hora y lu-
gar de la detención o de la comparecencia, así como, en
su caso, el nombre y cargo de quien la haya ordenado y
se asentará o se agregará, en su caso, la información cir-
cunstanciada suscrita por quien la haya realizado o haya
recibido al detenido;

II. Se le hará saber la imputación que existe en su con-
tra y el nombre del denunciante;

III. Se le harán saber los derechos que le otorga la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y,
particularmente en la averiguación judicial, que son los
siguientes:

a) No declarar si así lo desea, o en caso contrario, a
declarar asistido por su defensor;

b) Tener una defensa adecuada por sí, por abogado o
por persona de su confianza, o si no quisiere o no

pudiere designar defensor, se le designará desde lue-
go un defensor de oficio;

c) Que su defensor comparezca en todos los actos de
desahogo de pruebas dentro de la averiguación;

d) Que se le faciliten todos los datos que solicite pa-
ra su defensa y que consten en la averiguación, para
lo cual se permitirá a él y su defensor consultar en la
oficina del juez y en presencia del personal del juz-
gado, el expediente de la averiguación judicial;

e) Que se le reciban los testigos y demás pruebas que
ofrezca y que se tomarán en cuenta para dictar la re-
solución que corresponda, concediéndosele el tiem-
po necesario para ello, siempre que no se traduzca
en entorpecimiento de la averiguación y las personas
cuyos testimonios ofrezca se encuentren en el lugar
donde aquélla se lleva a cabo. Cuando no sea posi-
ble el desahogo de pruebas, ofrecidas por el inculpa-
do o su defensor, el juzgador resolverá sobre la ad-
misión y práctica de las mismas, y

f) Que se le conceda, inmediatamente que lo solici-
te, su libertad provisional bajo caución, conforme a
lo dispuesto por la fracción I del artículo 20 de la
Constitución.

Para efectos de los incisos b) y c) se le permitirá al in-
diciado comunicarse con las personas que él solicite,
utilizando el teléfono o cualquier otro medio de comu-
nicación del que se pueda disponer, o personalmente, si
ellas se hallaren presentes.

De la información al inculpado sobre los derechos antes
mencionados, se dejará constancia en las actuaciones;

IV. Cuando el detenido fuere un indígena o extranjero,
que no hable o no entienda suficientemente el castella-
no, se le designará un traductor que le hará saber los de-
rechos a que se refiere la fracción anterior. Si se tratare
de un extranjero, la detención se comunicará de inme-
diato a la representación diplomática o consular que co-
rresponda, y

V. En todo caso se mantendrán separados a los hombres
y a las mujeres en los lugares de detención o reclusión.
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Artículo 161. Internación en hospitales u otros estable-
cimientos similares

Cuando se determine la internación de alguna persona a un
hospital u otro establecimiento similar, deberá indicarse el
carácter con que sea su ingreso, lo que se comunicará a los
encargados del establecimiento respectivo, quienes bajo su
responsabilidad no autorizarán su salida, a menos de reci-
bir notificación escrita en este sentido de parte de la auto-
ridad que hubiese ordenado la internación; si no se hiciere
esa indicación, se entenderá que sólo ingresa para su cura-
ción.

Artículo 162. Órdenes de necropsia, inhumación o cre-
mación de cadáver y actas de defunción

El juez expedirá por iniciativa propia o a petición del Mi-
nisterio público o las partes, las órdenes para la necropsia,
inhumación o cremación del cadáver y el levantamiento de
las actas de defunción respectivas, cuando apareciere que
la muerte fue posiblemente originada por algún delito.

Si de las mismas diligencias apareciere claramente que la
muerte no tuvo por origen un delito y, por lo mismo, no
procediere continuar con la averiguación judicial, las órde-
nes para el levantamiento del acta de defunción y para la
necropsia, inhumación o cremación del cadáver se darán
por el juez.

Artículo 163. Reserva del expediente

Si de las diligencias practicadas no aparece que se puedan
practicar otras, pero con posterioridad pudieran allegarse
datos para proseguir la averiguación judicial, se reservará
el expediente hasta que aparezcan esos datos, y entretanto
se ordenará a la policía que haga investigaciones tendien-
tes a lograr el esclarecimiento de los hechos.

Artículo 164. Aplicabilidad en la práctica de diligencias

En la práctica de diligencias de averiguación judicial se
aplicarán en lo conducente las disposiciones del Título
Séptimo de este Código.

Artículo 165. Arraigo domiciliario

La autoridad judicial podrá por sí o a petición del Ministe-
rio Público, decretar el arraigo domiciliario o imponer la
prohibición de abandonar una demarcación geográfica,

siempre y cuando exista el riesgo fundado de que se sus-
traiga a la acción de la justicia. Corresponderá al Ministe-
rio Público y a sus auxiliares vigilar que el mandato de la
autoridad judicial sea debidamente cumplido.

El arraigo domiciliario o la prohibición de abandonar una
demarcación geográfica se prolongarán por el tiempo es-
trictamente indispensable, no debiendo exceder de treinta
días naturales, en el caso del arraigo, y de sesenta días na-
turales, en el de la prohibición de abandonar una demarca-
ción geográfica.

Cuando el afectado pida que el arraigo o la prohibición de
abandonar una demarcación geográfica queden sin efecto,
la autoridad judicial decidirá, escuchando al Ministerio Pú-
blico y a la víctima u ofendido, si deben o no mantenerse.

Artículo 166. Denuncia con detenido

Si se presenta la denuncia con detenido, el tribunal radica-
rá de inmediato el asunto, y se entenderá que el inculpado
queda a disposición del juzgador, para los efectos constitu-
cionales y legales correspondientes, desde el momento en
que el juez lo interne en el establecimiento Penal o centro
de salud correspondiente, dejando constancia de que el de-
tenido quedó a disposición de la autoridad judicial y entre-
gará copia de aquélla al encargado del reclusorio o del cen-
tro de salud, quien asentará el día y la hora de la recepción.

En caso de que la detención de una persona exceda los pla-
zos señalados en el artículo 16 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, se presumirá que estuvo
incomunicada, y las declaraciones que haya emitido el in-
diciado no tendrán validez.

Artículo 167. Señalamiento del Ministerio Público so-
bre la libertad provisional bajo caución

El Ministerio Público, o en su caso la víctima o el ofendi-
do, harán ante el juez, expreso señalamiento de los datos
reunidos durante la averiguación judicial que, a su juicio,
puedan ser considerados para los efectos previstos en el ar-
tículo 20 fracción I, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y en los preceptos de este Códi-
go relativos a la libertad provisional bajo caución, tanto en
lo referente a la determinación del tipo penal, como por lo
que respecta a los elementos que deban tomarse en cuenta
para fijar el monto de la garantía.



Artículo 168. Ratificación de la detención

Al recibir el juez diligencias de apoyo a la averiguación ju-
dicial, si hubiere detenidos y la detención fuere justificada,
inmediatamente determinará lo conducente y ratificará su
detención. Si la detención fuere injustificada, ordenará que
los detenidos queden en libertad.

El juez dispondrá la libertad del inculpado, en los supues-
tos y cumpliendo con los requisitos legalmente estableci-
dos, sin perjuicio de solicitar su arraigo en caso necesario,
y fijará la caución suficiente para garantizar que el deteni-
do no se sustraerá a la acción de la justicia, ni al pago de la
reparación del daño que pudiera serle exigido. Tratándose
de delitos cometidos con motivo del tránsito de vehículos,
no se concederá este beneficio al inculpado que hubiese in-
currido en el delito de abandono de personas o se encuen-
tre en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacien-
tes, psicotrópicos o de cualquier otra sustancia que produzca
efectos similares. Cuando el delito merezca pena alternati-
va o no privativa de libertad, se dispondrá la libertad sin
necesidad de caución y sin perjuicio de pedir el arraigo co-
rrespondiente, siempre y cuando la reparación del daño ha-
ya sido garantizada o cubierta.

Cuando el juez deje libre al inculpado, lo prevendrá a fin
de que comparezca cuantas veces sea necesario para la
práctica de diligencias de averiguación judicial, y conclui-
da ésta, el propio juez ordenará su presentación y si no
comparece sin causa justa y comprobada, ordenará su apre-
hensión, mandando hacer efectiva la garantía otorgada.

El Juez podrá hacer efectiva la garantía si el indiciado de-
sobedeciere, sin causa justificada, las órdenes que dictare.

Artículo 169. Requisitos para otorgar la libertad provi-
sional sin caución

El juez concederá al inculpado la libertad sin caución algu-
na, cuando el término medio aritmético de la pena de pri-
sión no exceda de tres años, siempre que:

I. Haya garantizado o reparado el daño;

II. No exista riesgo fundado de que pueda sustraerse a la
acción de la justicia;

III. Tenga domicilio fijo con antelación no menor de un
año, en el lugar de la residencia de la autoridad que co-
nozca del caso;

IV. Tenga un trabajo lícito, y

V. Que el inculpado no haya sido condenado por delito
intencional.

La presente disposición no será aplicable cuando se trate de
los delitos graves señalados en este código.

TITULO CUARTO

CAPITULO ÚNICO
Acción penal

Artículo 170. Peticiones de la parte denunciante

El Ministerio Público, la víctima o el ofendido, conjunta o
separadamente, podrán solicitar al juez:

I. El inicio del procedimiento;

II. La incoación del mismo, las órdenes de comparecen-
cia para preparatoria y las de aprehensión, que sean pro-
cedentes;

III. El aseguramiento precautorio de bienes para los
efectos de la reparación del daño;

IV. La rendición de las pruebas de la existencia de los
delitos y de la responsabilidad de los inculpados;

V. La aplicación de las sanciones respectivas, y

VI. En general, hacer todas las promociones que sean
conducentes a la tramitación regular de los procesos.

Artículo 171. Petición de conclusión

El Ministerio Público o el inculpado pedirán que se archi-
ve como asunto concluido: 

I. Cuando la conducta o los hechos de que conozca no
sean constitutivos de delito, conforme a la descripción
típica contenida en la Ley Penal;

II. Cuando se acredite plenamente que el inculpado no
tuvo participación en la conducta o en los hechos puni-
bles, y sólo por lo que respecta a aquél;
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III. Cuando, aún pudiendo ser delictivos la conducta o
los hechos de que se trate, resulte imposible la prueba de
su existencia por obstáculo material insuperable;

IV. Cuando la responsabilidad penal se halla extinguida
legalmente, en los términos del Código Penal, y

V. Cuando de las diligencias practicadas se desprenda
plenamente que el inculpado actuó en circunstancias
que excluyen la responsabilidad penal.

Artículo 172. Sobreseimiento

El Ministerio Público promoverá ante el juez el sobresei-
miento y la libertad absoluta del inculpado, cuando duran-
te el proceso aparezca que la conducta o los hechos no son
constitutivos de delito, conforme a la descripción típica
contenida en la ley penal; que el inculpado no tuvo partici-
pación en el delito que se persigue; que la pretensión puni-
tiva está legalmente extinguida, o que existe en favor del
inculpado una causa excluyente de responsabilidad.

También el juez sobreseerá los procedimientos concernien-
tes a delitos culposos de lesiones de las comprendidas en
los artículo 350 del Código Penal, si se cubre o garantiza la
reparación del daño causado a la víctima u ofendido y el in-
culpado no haya abandonado a aquéllas ni haya actuado
hallándose en estado de ebriedad o bajo el efecto de estu-
pefacientes o psicotrópicos. Lo anterior no se concederá
cuando se trate de culpa que se califique de grave confor-
me a la parte conducente del artículo 242 de este Código.

Artículo 173. Efectos del sobreseimiento

Las resoluciones que dicte el juez en los casos a que se re-
fieren los dos artículos anteriores, producirán el efecto de
sobreseer definitivamente el procedimiento correspondien-
te respecto de los hechos que los motivaron.

Artículo 174. Procedimiento para el sobreseimiento

En los casos del artículo anterior, se estará al procedimien-
to previsto en los artículos 194 y 195 del presente Código.

TITULO QUINTO
Instrucción

CAPITULO I
Reglas generales de la instrucción

Artículo 175. Radicación

Tratándose de remisión sin detenido, el Órgano Jurisdic-
cional ante el cual se inicie la averiguación judicial radica-
rá el asunto abriendo expediente en el que resolverá lo que
legalmente corresponda y practicará sin demora alguna to-
das las diligencias que promuevan las partes, y que no ha-
yan sido desahogadas.

El juez ordenará o negará la aprehensión, reaprehensión,
comparecencia o cateo solicitados por el Ministerio Públi-
co, la víctima o el ofendido, dentro de los diez días conta-
dos a partir del día en que se haya acordado la radicación.

Tratándose de los delitos que el artículo 242 de este Códi-
go señala como graves, la radicación se hará de inmediato
y el juez ordenará o negará la aprehensión o cateo solicita-
dos por el Ministerio Público, la víctima o el ofendido,
dentro de las veinticuatro horas contadas a partir del mo-
mento en que se haya acordado la radicación.

Si dentro del plazo antes indicado el juez no dicta auto de
radicación o no resuelve sobre los pedimentos de aprehen-
sión, reaprehensión, comparecencia o cateo, el Ministerio
Público, la víctima o el ofendido, podrán ocurrir en queja
ante el Tribunal que corresponda.

Si el juez niega la aprehensión, reaprehensión, compare-
cencia o cateo, por considerar que no están reunidos los re-
quisitos de los artículos 16 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 244 de este Código, se re-
gresará el expediente a la etapa de averiguación judicial pa-
ra el trámite correspondiente.

Artículo 176. Aviso de auxilio en la práctica de diligen-
cias 

Siempre que un Órgano Jurisdiccional del orden común
inicie diligencias en auxilio de la justicia federal, deberá
dar aviso inmediato al federal competente y éste, a su vez,
lo hará saber al Agente del Ministerio Público de su ads-
cripción, a la víctima o al ofendido.



Artículo 177. Instrucciones a los auxiliares

El Órgano Jurisdiccional, con vista del aviso a que se re-
fiere el artículo anterior, podrá dar a la autoridad que prac-
tique las diligencias, las instrucciones que juzgue necesa-
rias; trasladarse al lugar para practicarlas personalmente; o
bien pedir su envío desde luego o en su oportunidad, según
lo estime conveniente.

De no existir instrucciones expedidas por el tribunal fede-
ral, en tratándose de consignaciones con detenidos, el juez
del orden común, dará la participación que conforme a es-
ta ley corresponda al Ministerio Público Federal, a la vícti-
ma o el ofendido, si en el lugar del juicio hay Agente de es-
ta autoridad, tomará la declaración preparatoria al
inculpado, proveerá lo que legalmente proceda, resolverá
lo conducente respecto a la libertad caucional y su  situa-
ción jurídica. Cumplidas estas diligencias, el juez del orden
común remitirá de inmediato, por conducto del Ministerio
Público Federal, el expediente y el detenido al tribunal fe-
deral competente, a efecto de que éste continúe el proceso.

Artículo 178. Diligencias realizadas por los auxiliares

Las diligencias de policía y las practicadas por los tribuna-
les del orden común que pasen al conocimiento de los fe-
derales, no se repetirán por éstos para que tengan validez.

La nulidad y los recursos planteados contra las resolucio-
nes de los Órganos Jurisdiccionales  del fuero común a que
se refiere este artículo, cuando actúen en los términos de la
fracción VI del artículo 1° de la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación, serán resueltos conforme a lo es-
tablecido en este Código, por el tribunal federal que co-
rresponda.

Artículo 179. Circunstancias particulares del inculpado

Durante la instrucción, el Órgano Jurisdiccional que co-
nozca del proceso deberá  tomar en cuenta las circunstan-
cias peculiares del inculpado, allegándose datos para cono-
cer su edad, educación e ilustración; sus costumbres y
conductas anteriores; los motivos que lo impulsaron a de-
linquir; sus condiciones económicas y las especiales en que
se encontraba en el momento de la comisión del delito; la
pertenencia del inculpado, en su caso, a un grupo étnico in-
dígena y las prácticas y características que como miembro
de dicho grupo pueda tener; los demás antecedentes perso-
nales que puedan comprobarse; así como sus vínculos de

parentesco, amistad o nacidos de otras relaciones sociales,
la calidad de las personas ofendidas y las circunstancias de
tiempo, lugar, modo y ocasión, que en su conjunto de-
muestren la gravedad del ilícito y el grado de culpabilidad
del  agente.

El tribunal deberá tomar conocimiento directo del sujeto,
de la víctima y de las circunstancias del hecho en la medi-
da requerida para cada caso, teniendo amplias facultades
para allegarse los datos a que se refiere este artículo.

La misma obligación señalada en los párrafos precedentes
tiene el Ministerio Público durante la averiguación judicial
y en el curso de la instrucción, para el efecto de hacer, fun-
dadamente, los señalamientos y peticiones que correspon-
dan en el momento de formular sus conclusiones.

Artículo 180. Duración

La instrucción deberá terminarse en el menor tiempo posi-
ble. Cuando exista auto de formal prisión y el delito tenga
señalada una pena máxima que exceda de cuatro años de
prisión, se terminará dentro de seis meses; si la pena máxi-
ma es de cuatro años de prisión o menor, o se hubiere dic-
tado auto de sujeción a proceso, la instrucción deberá ter-
minarse dentro de dos meses.

Las autoridades que sean requeridas de alguna prueba o in-
formación, tendrán la obligación de substanciarlas en un
plazo no mayor de cinco días hábiles, en caso de negativa,
ésta deberá de ser fundada y motivada, la omisión de estas
obligaciones implicarán responsabilidad punible.

Los plazos a que se refiere este artículo se contarán a par-
tir de la fecha del auto de formal prisión o del de sujeción
a proceso, en su caso. Dentro del mes anterior a que con-
cluya cualquiera de los plazos antes señalados, el juez dic-
tará auto que señale esta circunstancia, así como la relación
de pruebas, diligencias y recursos que aparezcan pendien-
tes de desahogo. En el mismo auto, el juez ordenará se gi-
re oficio al tribunal que corresponda, solicitándole resuel-
va los recursos antes de que se cierre la instrucción, y dará
vista a las partes para que, dentro de los diez días siguientes,
manifiesten lo que a su derecho convenga, indicándoles que
de no hacerlo resolverá lo que a su interés convenga.

Cuando el juez omita dictar el auto al que se refiere el pá-
rrafo anterior, cualquiera de las partes podrá recurrir en la
forma prevista por este Código para la queja.
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Artículo 181. Perdón

El perdón que otorgue el denunciante surtirá sus efectos en
los términos que previene el Código Penal, siempre y cuan-
do se haya garantizado o cubierto la reparación del daño.

Artículo 182. Embargo precautorio

El Ministerio Público, la víctima o el ofendido o sus legíti-
mos representantes, podrán solicitar al juez, y éste dispon-
drá, con audiencia del inculpado, salvo que éste se haya
sustraído a la acción de la justicia, el embargo precautorio
de los bienes en que pueda hacerse efectiva la reparación
del daño. Tomando en cuenta la probable cuantía de ésta,
según los datos que arrojen las constancias procesales, se
negará el embargo o se levantará el efectuado, cuando el in-
culpado u otra persona en su nombre otorguen caución bas-
tante, a juicio del órgano jurisdiccional, para asegurar la sa-
tisfacción de la responsabilidad de la reparación del daño. 

Para los efectos de este artículo, se resolverá y diligencia-
rá el embargo, notificando de inmediato al inculpado sobre
la medida precautoria dictada, para desahogar la audiencia
prevista en el párrafo anterior.

Se entiende que el inculpado se encuentra sustraído a la ac-
ción de la justicia a partir del momento en que se dicta en
su contra orden de aprehensión, reaprehensión o compare-
cencia, y hasta en tanto se ejecuta ésta.

Artículo 183. Acciones civiles

Cuando en un asunto penal sea necesario comprobar un de-
recho civil, se hará esto por cualquier medio de prueba en
el curso del procedimiento. La resolución dictada en el pro-
cedimiento penal no servirá de base para el ejercicio de las
acciones civiles que del derecho expresado puedan origi-
narse.

CAPITULO II
Procedimiento sumario

Artículo 184. Requisitos

Se seguirá procedimiento sumario cuando se trate de deli-
to flagrante, exista confesión rendida ante el Juez o se tra-
te de delito no grave. 

Los procesos ante los jueces de paz en materia penal o su
homólogo siempre serán sumarios.

Reunidos los requisitos a los que se refiere el artículo ante-
rior, el juez, declarará abierto el procedimiento sumario al
dictar la formal prisión o la sujeción a proceso, haciéndolo
saber a las partes. En el mismo auto se ordenará poner el
proceso a la vista de éstas, para el ofrecimiento de pruebas. 

Artículo 185. Término para ofrecer pruebas

Abierto el procedimiento sumario, las partes dispondrán de
tres días comunes contados desde el siguiente a la notifica-
ción del auto de formal prisión o el de sujeción a proceso,
para ofrecer pruebas, que se desahogarán en la audiencia
principal. 

Si al desahogar las pruebas aparecen de éstas nuevos ele-
mentos probatorios, el juez podrá señalar otro plazo de tres
días para aportar pruebas que se desahogarán dentro de los
cinco días siguientes para el esclarecimiento de la verdad.

Para asegurar el desahogo de las pruebas propuestas, los
jueces harán uso de los medios de apremio y de las medi-
das que consideren oportunas, pudiendo disponer la pre-
sentación de personas por medio de la fuerza pública.

El inculpado o su defensor podrán renunciar a los plazos
señalados anteriormente, cuando lo consideren necesario
para ejercer el derecho de defensa.

La audiencia se realizará dentro de los cinco días siguien-
tes al auto que resuelva sobre la admisión y desahogo de
las pruebas, y el Juez acordará la fecha y hora de la au-
diencia principal, en el supuesto, de que no exista solicitud
de ampliación del término probatorio. 

Terminada la recepción de pruebas, las partes deberán for-
mular verbalmente sus conclusiones, cuyos puntos esen-
ciales se harán constar en el acta relativa.

Artículo 186. Sentencia

El juez podrá dictar sentencia en la misma audiencia a que
se refiere el artículo anterior o disponer de un término de
tres días para ello.

La audiencia se desarrollará en un solo día ininterrumpida-
mente salvo que sea necesario suspenderla para permitir el
desahogo de pruebas o por otras causas que lo ameriten, a
criterio del juez.



El inculpado podrá optar por el procedimiento ordinario
dentro de los tres días siguientes al que se le notifique la
instauración del juicio sumario.

CAPITULO III
Procedimiento ordinario

Artículo 187. Procedencia

Se seguirá el procedimiento ordinario en todos los casos no
comprendidos en el Capítulo II denominado Procedimien-
to sumario de este Código.

Artículo 188. Término para ofrecer pruebas

En el auto de formal prisión se ordenará poner el proceso a
la vista de las partes para que propongan, dentro de quince
días contados desde el siguiente a la notificación de dicho
auto, las pruebas que estimen pertinentes, las que desaho-
garán en los quince días posteriores, plazo dentro del cual
se practicarán, igualmente, todas aquellas que el Juez esti-
me necesarias para el esclarecimiento de la verdad y en su
caso, para la imposición de la pena.

Si al desahogar las pruebas aparecen de las mismas nuevos
elementos probatorios, el juez podrá señalar otro plazo de
tres días para aportar pruebas que se desahogarán dentro de
los cinco días siguientes para el esclarecimiento de la ver-
dad.

Para asegurar el desahogo de las pruebas propuestas, los
jueces harán uso de los medios de apremio y de las medi-
das que consideren oportunas, pudiendo disponer la pre-
sentación de personas por medio de la fuerza pública en los
términos del artículo 71 de este Código.

Cuando el Juez o Tribunal considere agotada la instrucción
lo determinará así mediante resolución que notificará per-
sonalmente a las partes. Según las circunstancias que apre-
cie el Juez en la instancia podrá, de oficio, ordenar el de-
sahogo de las pruebas que a su juicio considere necesarias
para mejor proveer, o bien ampliar el plazo de su desahogo
hasta por cinco días más. Al día siguiente de haber transcu-
rrido los plazos establecidos en este artículo, el Tribunal, de
oficio, y previa la certificación que haga el secretario, dicta-
rá auto en que se determinen los cómputos de dichos plazos.

El inculpado o su defensor podrán renunciar a los plazos
señalados anteriormente, cuando así lo consideren necesa-
rio para ejercer el derecho de defensa.

Artículo 189. Conclusiones

Transcurridos o renunciados los plazos a que se refiere el
artículo anterior, o si no se hubiere promovido prueba, el
juez declarará cerrada la instrucción y mandará poner la
causa a la vista del Ministerio Público, de las víctimas u
ofendidos y de la defensa, durante cinco días, para la for-
mulación de conclusiones. Si el expediente excediera de
doscientas fojas, por cada cien de exceso o fracción, se au-
mentará un día al plazo señalado, sin que nunca sea mayor
de treinta días hábiles.

Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior sin
que el Ministerio Público haya presentado conclusiones, el
juez deberá informar mediante notificación personal al Pro-
curador General de la República, los de los Estados y del
Distrito Federal, acerca de esta omisión, para que dicha au-
toridad formule u ordene la formulación de las conclusiones
pertinentes, en un plazo de diez días hábiles, contados desde
la fecha en que se le haya notificado la omisión, sin perjui-
cio de que se apliquen las sanciones que correspondan; pe-
ro, si el expediente excediere de doscientas fojas, por cada
cien de exceso o fracción se aumentará un día en el plazo
señalado, sin que nunca sea mayor de treinta días hábiles.

Si transcurren los plazos a que alude el párrafo anterior, sin
que se formulen las conclusiones, el juez dictará sentencia
con base en las pruebas aportadas y desahogadas. 

Artículo 190. Contenido de las conclusiones de la de-
fensa

El Ministerio Público, las víctimas u ofendidos al formular
sus conclusiones harán una breve exposición sucinta y me-
tódica de los hechos conducentes, evitando transcripciones
innecesarias, realizando proposiciones concretas de los he-
chos punibles que se atribuyan al acusado, citando los ele-
mentos de prueba relativos a la comprobación del delito y
los conducentes a establecer la responsabilidad penal, soli-
citando la aplicación de las sanciones correspondientes, in-
cluyendo la reparación del daño con cita de las leyes, eje-
cutorias o doctrinas aplicables.

Artículo 191. Acusación por diverso delito

El Ministerio Público, las víctimas u ofendidos podrán for-
mular la acusación por delito diverso al determinado en el
auto de formal prisión o de sujeción a proceso, de conside-
rar que lo constituyen los mismos hechos que fueron obje-
to de la averiguación.
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Artículo 192. Sanción a defensores por no formular
conclusiones

La exposición de las conclusiones de la defensa no se suje-
tará a regla alguna. Si aquella no formula conclusiones en
el plazo que establece el artículo 189 de este Código, se
tendrán por formuladas las de inculpabilidad y se impondrá
al o a los defensores una multa hasta de cien veces el sala-
rio mínimo vigente en el Distrito Federal o un arresto has-
ta de treinta y seis horas.

Artículo 193. Modificación de las conclusiones del Mi-
nisterio Público

Las conclusiones definitivas del Ministerio Público sólo
pueden modificarse por causas supervenientes y en benefi-
cio del acusado. La defensa puede libremente retirar y mo-
dificar sus conclusiones en cualquier tiempo, hasta antes de
que se declare visto el proceso.

Artículo 194. Conclusiones no acusatorias del Ministe-
rio Público

Si las conclusiones del Ministerio Público fueren de no
acusación, el juez o tribunal las enviará con el proceso al
Procurador General de la República, los de los Estados y
del Distrito Federal, para los efectos a que se refiere el ar-
tículo 195.

Se tendrán por conclusiones no acusatorias aquellas en las
que no se concretice la pretensión punitiva, o bien, ejerci-
tándose ésta, se omita acusar:

a) Por algún delito expresado en el auto de formal pri-
sión; o

b) A persona respecto de quien se abrió el proceso.

Artículo 195. Plazo para la ratificación de las conclu-
siones no acusatorias del Ministerio Público

Para los efectos del artículo anterior, el Procurador Gene-
ral de la República, los de los Estados y del Distrito Fede-
ral o Subprocurador que corresponda, oirán el parecer de
los agentes del Ministerio Público auxiliares que deban
emitirlo y dentro de los diez días siguientes al de la fecha
en que se haya dado vista del proceso, resolverán si son de
confirmarse o modificarse las conclusiones. Si el expe-
diente excediera de doscientas fojas, por cada cien de ex-

ceso o fracción, se aumentará un día al plazo señalado, sin
que nunca sea mayor de veinte días hábiles.

Si transcurridos los plazos a que se refiere el párrafo ante-
rior no se recibe respuesta de los funcionarios menciona-
dos, se entenderá que las conclusiones han sido confirma-
das.

Artículo 196. Confirmación de conclusiones por diver-
so delito

Cuando hayan sido confirmadas las conclusiones formula-
das por diverso delito, se oirá a la defensa sobre la nueva
clasificación; la que en su caso, podrá aportar pruebas, en
los términos del artículo 201.

Artículo 197. Pedimento de no acusación

Si el pedimento del Procurador General de la República,
los de los Estados y del Distrito Federal, fuere de no acu-
sación, el Juez, con vista en las conclusiones de las vícti-
mas u ofendidos dictará la sentencia con plenitud de juris-
dicción. 

Artículo 198. Auto de sobreseimiento

En su caso, el auto de sobreseimiento producirá los mismos
efectos que una sentencia absolutoria.

Artículo 199. Vista de conclusiones exhibidas

Exhibidas las conclusiones de la defensa, o en el caso de
que se le tengan por formuladas las de inculpabilidad, con-
forme al artículo 192, el Juez fijará día y hora para la cele-
bración de la vista, que se llevará a cabo dentro de los cin-
co días siguientes.

Artículo 200. Asistencia del Juez, del Ministerio Públi-
co y del defensor a las audiencias

El Juez y las partes deberán estar presentes en la audiencia.
En caso de que el Ministerio Público o el defensor no con-
curran, se citará para nueva audiencia dentro de tres días.
Si la ausencia fuere injustificada, se aplicara una correc-
ción disciplinaria al defensor particular y se informará al
Procurador General de la República, los de los Estados y
del Distrito Federal, y al Jefe de la Defensoría de Oficio, en
su caso, para que impongan la corrección que proceda a sus
respectivos subalternos y puedan nombrar sustituto que
asista a la nuevamente citada.



Artículo 201. Declaración de vista del proceso

Después de recibir las pruebas que legalmente puedan pre-
sentarse, de la lectura de las constancias que las partes se-
ñalen y de oír los alegatos de las mismas, el juez declarará
visto el proceso, con lo que termina la diligencia.

Artículo 202. Sentencia

La sentencia se pronunciará dentro de los quince días si-
guientes a la vista. Si el expediente excediera de doscien-
tas fojas, por cada cien de exceso o fracción, se aumentará
un día más al plazo señalado, sin que nunca sea mayor de
treinta días hábiles.

Artículo 203. Apelación de sentencia

La sentencia condenatoria será apelable en ambos efectos.

CAPITULO IV
Declaración preparatoria del inculpado 

y nombramiento de defensor

Artículo 204. Lugar de la declaración

La declaración preparatoria se recibirá en local al que ten-
ga acceso el público, sin que puedan estar presentes los tes-
tigos que deban ser examinados con relación a los hechos
que se averigüen.

Artículo 205. Inicio y derechos del inculpado

La declaración preparatoria comenzará por las generales
del inculpado, en las que se incluirán también los apodos
que tuviere, el grupo étnico indígena al que pertenezca, en
su caso, y si habla y entiende suficientemente el idioma
castellano y sus demás circunstancias personales. Acto se-
guido se le hará saber el derecho que tiene para defenderse
por sí o por persona de su confianza, advirtiéndole que si
no lo hiciere, el juez le nombrará un defensor de oficio.

El juez al tomarle su declaración al inculpado lo protestará
para que se conduzca con verdad y lo advertirá de las pe-
nas en que incurren los falsos declarantes.

Si el inculpado no hubiere solicitado su libertad provisio-
nal bajo caución, se le hará nuevamente conocedor de ese
derecho en los términos del artículo 20 fracción I de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

A continuación se le hará saber en qué consiste la denuncia
así como los nombres de sus acusadores y de los testigos
que declaren en su contra, se le preguntará si es su volun-
tad declarar y en caso de que así lo desee se le examinará
sobre los hechos consignados. Si el inculpado decidiere no
declarar, el juez respetará su voluntad dejando constancia
de ello en el expediente.

Igualmente se le harán saber todas las siguientes garantías
que le otorga el artículo 20 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos: que se le recibirán todos
los testigos y las pruebas que ofrezca, en los términos le-
gales, ayudándole para obtener la comparecencia de las
personas que solicite, siempre y cuando estén domiciliadas
en el lugar del juicio; así como que será sentenciado antes
de dos meses, si se tratare de delitos cuya pena máxima no
exceda de cuatro años de prisión, o antes de seis meses si
la pena máxima excediere de ese tiempo; y que le serán fa-
cilitados todos los datos que solicite para su defensa y que
consten en el proceso.

Acto seguido el juez le interrogará sobre su participación
en los hechos imputados, y practicará careos entre el incul-
pado y los testigos que hayan declarado en su contra y es-
tuvieren en el lugar del juicio, para que aquél y su defensor
puedan hacerles todas las preguntas conducentes a su de-
fensa, mismo derecho que también corresponde al Ministe-
rio Público, a la víctima y al ofendido o denunciante.

Artículo 206. Formas de rendición

La declaración preparatoria se rendirá en forma oral o es-
crita, por el inculpado, quien podrá ser asesorado por su de-
fensor. El inculpado podrá dictar sus declaraciones, pero si
no lo hiciere, el juzgador que practique la diligencia las re-
dactará con la mayor exactitud posible. Si fueran varios los
inculpados por los mismos hechos, se les tomará declara-
ción por separado, en una sola audiencia. Cuando haya di-
versos inculpados que deban rendir declaración, el juez
adoptará las medidas precautorias a efecto de que no se co-
muniquen entre sí.

Artículo 207. Interrogatorio

Tanto la defensa como el denunciante, la víctima u ofendi-
do y el Agente del Ministerio Público, quien deberá estar
presente en la diligencia, podrán interrogar al inculpado.
Las preguntas que se hagan a éste deberán referirse a he-
chos propios, se formularán en términos precisos y cada
una abarcará un solo hecho, salvo cuando se trate de he-
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chos complejos en que por la íntima relación que exista en-
tre ellos, no pueda afirmarse o negarse uno sin afirmar o
negar el otro. El juez podrá disponer que los interrogatorios
se hagan por su conducto cuando lo estime necesario, y
desechará las preguntas que a su juicio sean capciosas, in-
conducentes o que no tengan relación con los hechos que
se investigan, pero la pregunta y la resolución judicial que
la deseche se asentarán en el expediente, cuando así lo so-
licite quien la hubiese formulado. Esta resolución sólo se-
rá revocable.

Artículo 208. Orden de comparecencia

En los casos a que se refiere el segundo párrafo del artícu-
lo 168 del presente Código, y en todos aquellos en que el
delito no dé lugar a detención, a pedimento del Ministerio
Público, de la víctima o del ofendido se librará orden de
comparecencia en contra del inculpado para que rinda su
declaración preparatoria, siempre que existan datos que
acrediten el cuerpo del delito y la probable responsabilidad
del inculpado.

Artículo 209. Comparecencia del inculpado con suspen-
sión definitiva en amparo

Si contra una orden de aprehensión no ejecutada o de com-
parecencia para preparatoria, se concede la suspensión de-
finitiva por haber pedido amparo el inculpado, el Órgano
Jurisdiccional que libró dicha orden procederá desde luego
a solicitar del que concedió la suspensión que lo haga com-
parecer a su presencia dentro de tres días, para que rinda su
declaración preparatoria y para los demás efectos del pro-
cedimiento.

Artículo 210. Designación de defensor de oficio

La designación de defensor de oficio en los lugares donde
no resida tribunal federal y en que, por tanto, los jueces lo-
cales tengan que auxiliar a éste, se hará entre los defenso-
res de oficio del orden común.

Lo mismo se hará cuando no hubiere defensor de oficio fe-
deral en el lugar en que resida el tribunal federal que co-
nozca del asunto.

Artículo 211. Prohibición para ser defensor y nombra-
miento de representante común de defensores

No pueden ser defensores los que se hallen presos ni los
que estén procesados. Tampoco podrán serlo los que hayan

sido condenados por alguno de los delitos cometidos por
abogados, patronos y litigantes señalados en el Código Pe-
nal, ni los ausentes que, por el lugar en que se encuentren,
no puedan acudir ante el Órgano Jurisdiccional dentro de
las veinticuatro horas en que debe hacerse saber su nom-
bramiento a todo defensor.

Fuera de los casos excluidos en el párrafo anterior, el in-
culpado puede designar a personas de su confianza para
que lo defiendan, pero en caso de que la designación no re-
caiga sobre quien tenga cédula profesional de licenciado en
Derecho o autorización de pasante, conforme a la Ley que
reglamente el ejercicio de las profesiones, el Órgano Juris-
diccional dispondrá que intervenga, además del designado,
un defensor de oficio que oriente a aquél y directamente al
propio inculpado en todo lo que concierne a su adecuada
defensa.

Si el inculpado designare a varios defensores, éstos debe-
rán nombrar en el mismo acto a un representante común, y
si no lo hicieren, en su lugar lo determinará el juez.

CAPITULO V
Autos de formal prisión, de sujeción a proceso y de 

libertad por falta de elementos para procesar

Artículo 212. Término y requisitos del auto de formal
prisión

Dentro de las setenta y dos horas siguientes al momento en
que el inculpado quede a disposición del juez, se dictará el
auto de formal prisión cuando de lo actuado aparezcan
acreditados los siguientes requisitos:

I. Que se haya tomado declaración preparatoria del in-
culpado, en la forma y con los requisitos que establece
el capítulo anterior, o bien que conste en el expediente
que aquél se rehusó a declarar;

II. Que esté comprobado el cuerpo del delito que tenga
señalado sanción privativa de libertad;

III. Que en relación a la fracción anterior esté demostra-
da la probable responsabilidad del inculpado, y

IV. Que no esté plenamente comprobada a favor del in-
culpado alguna circunstancia eximente de responsabili-
dad, o que extinga la acción penal.



El plazo a que se refiere el párrafo primero de este artícu-
lo, podrá prorrogarse por única vez, hasta por setenta y dos
horas, cuando lo solicite el inculpado, por si o por su de-
fensor, al rendir su declaración preparatoria, o dentro de las
tres horas siguientes, siempre que dicha prórroga sea con la
finalidad de aportar y desahogar pruebas para que el juez
resuelva su situación jurídica. 

El Ministerio Público, las víctimas u ofendidos, en ese pla-
zo podrán hacer las promociones correspondientes al inte-
rés que representan.

La prórroga del plazo se deberá notificar a la autoridad res-
ponsable del establecimiento en donde, en su caso, se en-
cuentre internado el indiciado, para los efectos a que se re-
fiere el segundo párrafo del artículo 19 constitucional.

Adicionalmente, el auto de formal prisión deberá expresar
el delito que se le impute al indiciado, así como el lugar,
tiempo y circunstancias de ejecución.

Artículo 213. Auto de sujeción a proceso

Cuando el delito cuya existencia se haya comprobado no
merezca pena corporal, o esté sancionado con pena alter-
nativa, se dictará auto con todos los requisitos del de for-
mal prisión, sujetando a proceso a la persona contra quien
aparezcan datos suficientes para presumir su responsabili-
dad, para el solo efecto de señalar el delito por el cual se ha
de seguir el proceso.

Artículo 214. Contenido de los autos

Los autos a que se refieren los dos artículos anteriores se
dictarán por el delito que realmente aparezca comprobado,
tomando en cuenta sólo los hechos y considerando la des-
cripción típica legal y la presunta responsabilidad corres-
pondiente, aun cuando con ello se modifique la clasifica-
ción hecha en promociones o resoluciones anteriores.
Dichos autos serán inmediatamente notificados, en forma
personal, a las partes.

Artículo 215. Notificación del auto de formal prisión

El auto de formal prisión se notificará a la autoridad res-
ponsable del establecimiento donde se encuentre detenido
el inculpado. Si este funcionario no recibe copia autoriza-
da de la mencionada resolución dentro de los plazos que
señala el artículo 212 de este Código, en su caso, a partir

del acto en que se puso al inculpado a disposición de su
juez, dará a conocer por escrito esta situación al citado juez
y al Ministerio Público en el momento mismo de concluir
el plazo, y si no obstante esto no recibe la copia autorizada
del auto de formal prisión dentro de las tres horas siguien-
tes, pondrá en libertad al inculpado. De todo ello se dejará
constancia en el expediente del proceso.

Artículo 216. Identificación del procesado

Dictado el auto de formal prisión o el de sujeción a proce-
so se identificará al procesado por el sistema adoptado ad-
ministrativamente. En todo caso se comunicarán a las ofi-
cinas de identificación las resoluciones que pongan fin al
proceso y que hayan causado ejecutoria, para que se hagan
las anotaciones correspondientes.

Las constancias de fichas nominales y los documentos en
que conste la identificación de individuos indiciados o in-
culpados con motivo de cualquier averiguación judicial o
proceso penal, sólo se proporcionarán por las oficinas res-
pectivas cuando lo requiera una autoridad competente, fun-
dando y motivando su requerimiento, o cuando se solicite
por ser necesarias para ejercitar un derecho o cumplir un
deber legalmente previstos.

Artículo 217. Revocación de la libertad provisional

El auto de formal prisión no revoca la libertad provisional
concedida, excepto cuando así se determine expresamente
en el propio auto.

Artículo 218. Auto de libertad por falta de elementos

Si dentro del término legal no se reúnen los requisitos ne-
cesarios para dictar el auto de formal prisión o el de suje-
ción a proceso, se dictará auto de libertad por falta de ele-
mentos para procesar, o de no sujeción a proceso, según
corresponda, sin perjuicio de que por medios posteriores de
prueba se actúe nuevamente en contra del inculpado; en es-
tos casos no procederá el sobreseimiento hasta en tanto
prescriba la acción penal del delito o delitos de que se tra-
te.

También en estos casos, el Ministerio Público, la víctima o
el ofendido podrán promover pruebas, hasta reunir los re-
quisitos necesarios, con base en los cuales, en su caso, so-
licitará nuevamente al juez dicte orden de aprehensión o de
comparecencia, según corresponda.
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Siempre que un Tribunal del orden común inicie diligen-
cias en auxilio de la justicia federal, deberá dar aviso in-
mediato al federal competente y éste a su vez, lo hará saber
al Agente del Ministerio Público de su adscripción, así co-
mo a la víctima o el ofendido.

TITULO SEXTO
Disposiciones comunes a la averiguación 

judicial y a la Instrucción

CAPITULO I
Comprobación del cuerpo del delito 

y de la probable responsabilidad del inculpado

Artículo 219. Definiciones

El Juez con el auxilio del Ministerio Público y de la vícti-
ma y el ofendido, acreditará el cuerpo del delito de que se
trate y la probable responsabilidad del inculpado, como ba-
se del procedimiento. El Ministerio Público al momento de
formular conclusiones acusatorias, deberá acreditar el
cuerpo del delito y la responsabilidad plena del inculpado,
al igual que las víctimas u ofendidos. 

Por cuerpo del delito se entiende el conjunto de los ele-
mentos objetivos o externos que constituyen la materiali-
dad del hecho que la ley señale como delito, así como los
normativos, en el caso de que la descripción típica lo re-
quiera.

La probable responsabilidad del indiciado se tendrá por
acreditada cuando, de los medios probatorios existentes, se
deduzca su participación en el delito, la comisión dolosa o
culposa del mismo y no exista acreditada a favor del indi-
ciado alguna causa de licitud o alguna excluyente de cul-
pabilidad.

El cuerpo del delito de que se trate y la probable responsa-
bilidad se acreditarán por cualquier medio probatorio que
señale la ley.

Artículo 220. Asistencia de peritos médicos

Cuando se trate de lesiones externas éstas serán objeto de
inspección con asistencia de peritos médicos, describién-
dolas pormenorizadamente y se recabará dictamen de
aquellos peritos, que las describa y las clasifique en orden
a su naturaleza, gravedad, consecuencias y cualquier otra
circunstancia atendible para ese fin.

Artículo 221. Inspecciones

En el caso de lesiones internas, envenenamiento u otra en-
fermedad proveniente del delito, además de cualesquiera
de otras diligencias que resulten procedentes, se practicará
inspección haciéndose constar las manifestaciones exterio-
res que presentare la víctima y se recabará el dictamen pe-
ricial en que se expresarán los síntomas que presente, si
existen esas lesiones y si han sido producidas por una cau-
sa externa. En caso de no existir manifestaciones exterio-
res, se hará constar esta circunstancia, agregándose  el dic-
tamen pericial.

Artículo 222. Inspección de cadáver

Si se tratare de homicidio, además de otras diligencias que
sean procedentes, se practicará la inspección del cadáver,
describiéndosele minuciosamente y se recabará el dicta-
men de los peritos médicos, quienes practicarán la autopsia
y expresarán con minuciosidad el estado que guarde el ca-
dáver y las causas que originaron la muerte. Si hubiere si-
do sepultado, se procederá a exhumarlo.

Solamente podrá dejarse de practicar la necropsia, inhuma-
ción y cremación, cuando el tribunal bajo su más estricta
responsabilidad estime que no es necesaria.

Artículo 223. Declaración de fallecimiento

Cuando el cadáver no se encuentre, o por otro motivo no se
haga la autopsia, bastará que los peritos, en vista de los da-
tos que obren en el expediente declaren que la muerte fue
resultado de las lesiones inferidas.

Artículo 224. Reconocimiento de peritos médicos

En los casos de aborto o de infanticidio, además de las di-
ligencias mencionadas en los artículos 222 y 223 de este
Código, así como de cualesquiera otras que resulten perti-
nentes, en el primero, también reconocerán los peritos mé-
dicos a la madre, describirán las lesiones que presente y
dictaminarán sobre la causa del aborto. En uno y otro caso
expresarán la edad de la víctima, si nació viable y todo
aquello que pueda servir para fijar la naturaleza del delito.

Artículo 225. Inspecciones en robo de fluido

Tratándose del delito a que se refiere la fracción II del ar-
tículo 385 del Código Penal, cuando, sin previo contrato
con una empresa de energía eléctrica, de gas, o de cual-



quier fluido, se encuentre conectada a una instalación par-
ticular a las tuberías o líneas de la empresa respectiva, o a
cualquier tubería o líneas particulares conectadas a las tu-
berías o líneas de dicha empresa, en la inspección que se
practique, con asistencia de peritos en la materia, se harán
constar estas circunstancias y se recabará el dictamen peri-
cial que las describa y además precise la naturaleza del
fluido de que se trate y cuantifique, en lo posible, la canti-
dad de fluido que haya sido consumido mediante la cone-
xión de que se trate.

Artículo 226. Acreditamiento de propiedad federal

Para la comprobación de los delitos relacionados con la in-
dustria petrolera nacional y con el servicio público de ener-
gía eléctrica, se presumirá la propiedad federal, salvo prue-
ba en contrario.

Para el acreditamiento de la propiedad federal, no se exigi-
rá la presentación de factura o escritura pública o la ins-
cripción en el registro público.

Artículo 227. Inspección en delito de ataques a las vías
de comunicación

Cuando tratándose de delito de ataques a las vías de comu-
nicación, no fuere posible practicar inspección porque pa-
ra evitar perjuicios al servicio público haya sido necesario
repararlas inmediatamente, se practicará inspección de las
huellas u otros signos que constituyan posibles indicios de
la existencia del hecho incriminado y de la antigüedad y
extensión de la reparación, además de recabarse facturas u
otros documentos relativos a ella y cualesquiera otras prue-
bas a las que se pueda tener acceso.

Artículo 228. Otros medios de prueba

Para la comprobación del cuerpo del delito y de la proba-
ble responsabilidad del inculpado, los Órganos Jurisdiccio-
nales y el Ministerio Público gozarán de la acción más am-
plia para emplear los medios de investigación que estimen
conducentes según su criterio, aunque no sean de los que
menciona la ley, siempre que estos medios no sean contra-
rios a derecho.

Los requerimientos que formule la autoridad judicial o el
Ministerio Público de información o documentos relativos
al sistema financiero, se harán por conducto de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores, de la Comisión Na-

cional de Seguros y Fianzas, así como de la Comisión Na-
cional del Sistema de Ahorro para el Retiro, en sus respec-
tivas competencias. Los requerimientos de información o
documentos de naturaleza fiscal, por conducto de la unidad
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que deter-
mine el titular de dicha Secretaría.

La información y documentos así obtenidos sólo podrán
ser utilizados en la investigación y para efectos del proce-
so penal, debiéndose guardar la más estricta confidenciali-
dad. Al servidor público que quebrante la reserva de las ac-
tuaciones o proporcione copia de ellas o de los documentos
que obran en la averiguación judicial, se le sujetará al pro-
cedimiento de responsabilidad administrativa y penal, se-
gún corresponda.

CAPITULO II
Huellas del delito.- Aseguramiento 

de los Instrumentos y objetos del mismo

Artículo 229. Aseguramiento

Los instrumentos, objetos o productos del delito, así como
los bienes en que existan huellas o pudieran tener relación
con éste, serán asegurados a fin de que no se alteren, des-
truyan o desaparezcan. La administración de los bienes
asegurados se realizará de conformidad con la ley de la ma-
teria.

Las autoridades que actúen en auxilio del juez y del Minis-
terio Público, pondrán inmediatamente a disposición del
juez los bienes a que se refiere el párrafo anterior.

El juez, al momento de recibir los bienes, resolverá sobre
su aseguramiento.

Cuando se trate de plantíos de marihuana, papaver somni-
ferum o adormidera, u otros estupefacientes, el Juez orde-
nará y el Ministerio Público, la Policía o las autoridades
que actúen en su auxilio, procederán a realizar en su caso,
la destrucción de aquéllos, formulando un acta en la que se
haga constar: el área del cultivo, cantidad o volumen del
estupefaciente, debiéndose recabar muestras del mismo
para que obren en la averiguación judicial que al efecto se
inicie.

Cuando se aseguren estupefacientes o psicotrópicos, el
juez acordará y vigilará su destrucción a través del Minis-
terio Público, si esta medida es procedente, previa la ins-
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pección de las sustancias, en la que se determinará la natu-
raleza, el peso y las demás características de éstas. Se con-
servará una muestra representativa suficiente para la elabo-
ración de los dictámenes periciales que hayan de
producirse en la averiguación judicial o en el proceso pe-
nal, según el caso.

De todos los bienes asegurados, se hará un inventario, en el
cual se les describirá de tal manera que en cualquier tiem-
po puedan ser identificadas; el Juez ordenará el asegura-
miento inmediato de los bienes y los pondrá a disposición
del Sistema de Administración de Bienes Asegurados. En
el caso de los Estados, serán inventariados y quedarán a
disposición de la autoridad que corresponda. 

Los bienes inventariados, conforme al artículo anterior, de-
berán guardarse en lugar o recipiente adecuado, según su
naturaleza, debiéndose tomar las precauciones necesarias
para asegurar su conservación e identidad.

Siempre que sea necesario tener a la vista alguno de los
bienes a que se refieren los artículos anteriores, se comen-
zará la diligencia haciendo constar si se encuentra en el
mismo estado en que estaba al ser asegurados. Si se consi-
dera que ha sufrido alteración voluntaria o accidental, se
expresarán los signos o señales que la hagan presumir.

Se enajenarán en subasta pública los objetos o valores que
se encuentren a disposición de las autoridades judiciales o
del Ministerio Público que no hayan sido reclamados o re-
cogidos por quienes tengan derecho a ello, en un lapso no
mayor de seis meses, a partir de que queden a disposición
de la autoridad. El producto de la venta se entregará a quien
tenga derecho a recibirlo. Si notificado legalmente no se
presenta a recogerlo dentro de los tres meses siguientes a la
fecha de la notificación, el producto de la venta se destina-
rá al Fondo para la Reparación del Daño dependiente de la
Procuraduría General de la República o de la Procuraduría
General de Justicia del Estado correspondiente.

Artículo 230. Constancia de estado

Siempre que sea necesario tener a la vista alguno o algunos
de los bienes o instrumentos a que se refieren los artículos
anteriores, se comenzará la diligencia haciendo constar si
se encuentran en el mismo estado en que estaban al ser ase-
gurados. Si se considera que han sufrido alteración volun-
taria o accidental, se expresarán los signos o señales que la
hagan presumir.

Artículo 231. Identificación de cadáveres

Los cadáveres deberán ser siempre identificados por cual-
quier medio legal de prueba, y si esto no fuere posible den-
tro de las doce horas siguientes a la en que fueren recogi-
dos, se expondrán al público en el local destinado al efecto
por un plazo de veinticuatro horas a no ser que, según dic-
tamen médico, tal exposición ponga en peligro la salubri-
dad general. Cuando por cualquier circunstancia el rostro
de los cadáveres se encuentre desfigurado y se haga difícil
identificarlo, se hará su reconstitución, siempre que sea po-
sible.

Si a pesar de haberse tomado las providencias que señala
este artículo no se logra la identificación del cadáver, se to-
marán fotografías del mismo agregándose un ejemplar a la
averiguación judicial; se pondrán otras en los lugares pú-
blicos, juntamente con todos los datos que puedan servir
para que sea reconocido; y se exhortará a todos los que ha-
yan conocido al occiso para que se presenten ante la auto-
ridad exhortante a declarar sobre la identidad de aquél.

Los vestidos se describirán minuciosamente en el expe-
diente y se conservarán en depósito seguro para que pue-
dan ser presentados a los testigos de identidad.

Artículo 232. Reclamo de cadáveres

Los cadáveres, previa una minuciosa inspección y descrip-
ción hecha por el funcionario de policía que practique las
primeras diligencias y por un perito médico, podrán ser en-
tregados por el Juez a quienes los reclamen, debiendo ma-
nifestar éstos el lugar en que los cadáveres quedarán depo-
sitados a disposición de la autoridad competente y
conducirlos al lugar destinado a la práctica de la autopsia,
cuando proceda.

Si hubiere temor de que el cadáver pueda ser ocultado o de
que sufra alteraciones, no será entregado en tanto no se
practique la autopsia o se resuelva que ésta no es necesaria.

Artículo 233. Envenenamiento e intoxicaciones

En los casos de envenenamiento se recogerán cuidadosa-
mente las vasijas y demás objetos que haya usado la vícti-
ma u ofendido, los restos de los alimentos, bebidas y me-
dicinas que hubiere tomado, las deyecciones y vómitos que
hubiere tenido, todo lo cual será depositado con las pre-
cauciones necesarias para evitar su alteración, y se descri-
birán todos los síntomas que presente el individuo intoxi-



cado. A la brevedad posible serán llamados los peritos pa-
ra que reconozcan a la víctima u ofendido, hagan el análi-
sis de las substancias recogidas y emitan su opinión sobre
las cualidades tóxicas que tengan éstas y si han podido cau-
sar la intoxicación de que se trate.

Artículo 234. Descripción,  depósito y custodia de docu-
mentos

Si el delito fuere de falsificación de documento, además de
la minuciosa descripción que se haga de éste, se deposita-
rá en lugar seguro haciendo que firmen sobre aquél, si fue-
re posible, las personas que depongan respecto de su false-
dad, y en caso contrario, se hará constar el motivo. Al
expediente se agregará una copia certificada del documen-
to argüido de falso y otra fotostática del mismo, si fuere ne-
cesario y posible.

Capítulo III
Atención médica a los lesionados

Artículo 235. Hospitales públicos

La atención médica de quienes hayan sufrido lesiones pro-
venientes de delito, se hará en los hospitales públicos.

Cuando por la urgencia del caso o la gravedad de la lesión
se requiera la intervención médica inmediata y no fuese po-
sible recurrir a un hospital que preste servicios al público
en general, se recurrirá, para la atención que corresponda,
a
los establecimientos de salud de organismos de la Admi-
nistración Pública más cercanos al lugar en que se encuen-
tre el lesionado.

Si el lesionado no debe estar privado de libertad, la autori-
dad que conozca del caso podrá permitir, si lo juzga con-
veniente, que sea atendido en lugar distinto bajo responsi-
va de médico con título legalmente reconocido y previa la
clasificación legal de las lesiones. Este permiso se conce-
derá sin perjuicio de que la autoridad se cerciore del esta-
do del lesionado cuando lo estime oportuno.

Siempre que se deba explorar físicamente a personas del
sexo femenino, la atención correspondiente deberá ser pro-
porcionada, a petición de la interesada, por médicos muje-
res, salvo que no las haya en el momento y sitio en que de-
ba efectuarse la exploración, en cuyo supuesto la propia
interesada podrá proponer quien la atienda.

Artículo 236. Obligaciones de los lesionados

En el caso de la segunda parte del artículo anterior, el le-
sionado tiene la obligación de participar a la autoridad que
conozca del asunto en qué lugar va a ser atendido y cual-
quier cambio de éste o de su domicilio. La falta de aviso
del cambio ameritará su ingreso al hospital o que se le im-
ponga una corrección disciplinaria.

Artículo 237. Contenido de las responsivas médicas

La responsiva impone al médico las obligaciones siguien-
tes:

I. Atender debidamente al lesionado;

II. Dar aviso a la autoridad correspondiente de cualquier
accidente o complicación que sobrevenga, expresando
si es consecuencia inmediata o necesaria de la lesión o
si proviene de otra causa;

III. Comunicar inmediatamente a la misma autoridad
todo cambio de domicilio del lesionado o del lugar don-
de sea atendido; y

IV. Extender certificado de sanidad o de defunción, en
su caso, y los demás que le solicite la autoridad.

El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones seña-
ladas en este artículo ameritará la imposición de una co-
rrección disciplinaria, cuando no sea delictuoso.

Artículo 238. Certificados de médicos particulares

Los certificados de defunción o de sanidad expedidos por
médicos particulares, estarán sujetos a la revisión de los
médicos oficiales, quienes rendirán el dictamen definitivo.

Artículo 239. Casos urgentes de lesionados

Cuando un lesionado necesite pronta atención, cualquier
médico que se halle presente donde aquél se encuentre, de-
be atenderlo y aun trasladarlo del lugar de los hechos al si-
tio apropiado para su atención, sin esperar la intervención
de la autoridad, debiendo comunicar a ésta, inmediatamen-
te después de brindarle los primeros auxilios, los siguien-
tes datos: nombre del lesionado; lugar preciso en que fue
encontrado y circunstancias en que se hallaba; naturaleza
de las lesiones que presente y causas probables que las ori-
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ginaron; curaciones que se le hubieren hecho, y lugar pre-
ciso en que queda a disposición de la autoridad.

Capítulo IV
Aseguramiento del Inculpado

Artículo 240. Casos de flagrancia

Se entiende que existe flagrancia cuando:

I. El inculpado es detenido en el momento de estar co-
metiendo el delito;

II. Inmediatamente después de ejecutado el delito, el in-
culpado es perseguido materialmente, o 

III. El inculpado es señalado como responsable por la
víctima, algún testigo presencial de los hechos o quien
hubiere participado con él en la comisión del delito, o se
encuentre en su poder el objeto, instrumento o producto
del delito, o bien aparezcan huellas o indicios que hagan
presumir fundadamente su participación en el delito;
siempre y cuando se trate de un delito grave, así califi-
cado por la ley, no haya transcurrido un plazo de cua-
renta y ocho horas desde el momento de la comisión de
los hechos delictivos, se haya iniciado la averiguación
judicial respectiva y no se hubiera interrumpido la per-
secución del delito.

En esos casos, el juez decretará la retención del indiciado,
si están satisfechos los requisitos de procedibilidad y el de-
lito merece pena privativa de libertad, o bien ordenará la li-
bertad del detenido, cuando la sanción sea no privativa de
la libertad o alternativa.

La violación a lo dispuesto en el párrafo anterior hará pe-
nalmente responsable a quien decrete la indebida retención
y la persona detenida deberá ser puesta de inmediato en li-
bertad.

De decretar la retención, el juez con el auxilio del Ministe-
rio Público y de las víctimas y ofendidos iniciará desde lue-
go la averiguación judicial correspondiente, si aún no lo ha
hecho.

Artículo 241. Casos urgentes de detención

En casos urgentes, el juez o a petición del Ministerio Pú-
blico, de la víctima o del ofendido, podrá ordenar por es-

crito la detención de una persona, fundando y expresando
los indicios que acrediten:

a) Que el indiciado haya intervenido en la comisión de
alguno de los delitos señalados como graves en el artí-
culo siguiente; y

b) Que exista riesgo fundado de que el indiciado pueda
sustraerse a la acción de la justicia.

Artículo 242. Catálogo de delitos graves

Se califican como delitos graves, para todos los efectos le-
gales, por afectar de manera importante valores fundamen-
tales de la sociedad, los previstos en los ordenamientos le-
gales siguientes:

I. Del Código Penal, los delitos siguientes:

1. Homicidio por culpa grave previsto en el artículo
77, párrafo tercero;

2. Traición a la patria, previsto en los artículos 141,
142, 143 y 144;

3. Espionaje; previsto en los artículos 145 y 146; 

4. Terrorismo, previsto en los artículos 157, 158 y
159; y terrorismo internacional, previsto en los artí-
culos 170, 171 y 172;

5. Sabotaje, previsto en el artículo 160, párrafo pri-
mero;

6. Los previstos en los artículos 162, párrafo segun-
do, y 165;

7. Piratería, prevista en los artículos 167 y 168;

8. Genocidio, previsto en el artículo 174;

9. Evasión de presos, previsto en los artículos 175 y
177;

10. Ataques a las vías de comunicación, previsto en
los artículos 194 y 197;

11. Uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsito
aéreo, previsto en el artículo 198, párrafo tercero;



12. Contra la salud, previsto en los artículos 207,
208, párrafo primero, 211, 212, párrafo primero, y
213 parte primera del párrafo tercero;

13. Corrupción de personas menores de dieciocho
años de edad o de persona que no tienen capacidad
para comprender el significado del hecho o de per-
sonas que no tienen capacidad para resistirlo, pre-
visto en el artículo 217; pornografía de personas me-
nores de dieciocho años de edad o de persona que no
tienen capacidad para comprender el significado del
hecho o de personas que no tienen capacidad para
resistirlo, previsto en el artículo 219; turismo sexual
en contra de personas menores de dieciocho años de
edad o de persona que no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o de personas
que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en
los artículos 221 y  222; lenocinio de personas me-
nores de dieciocho años de edad o de persona que no
tienen capacidad para comprender el significado del
hecho o de personas que no tienen capacidad para
resistirlo, previsto en el artículo 223; 

14. Los previstos en el artículo 224;

15. Desaparición forzada de personas previsto en el
artículo 243, en relación con el 244, 245 y 246; 

16. Falsificación y alteración de moneda 274, 276 y
277;

17. Falsificación y utilización indebida de títulos al
portador, documentos de crédito público y docu-
mentos relativos al crédito; previstos en los artículos
279, 280 y 281;

18. Contra el consumo y riqueza nacionales; previs-
tos en los artículos 298, 299 y 300;

19. Violación; previsto en los artículos 304, 306 y
307;

20. Asalto en carreteras o caminos, previsto en los
artículos 320 párrafo segundo y 321;

21. Lesiones, previsto en los artículos 325, 326 y
327, cuando se cometa en cualquiera de las circuns-
tancias previstas en los artículos 343 y 344;

22. Homicidio, previsto en el artículo 334 en rela-
ción con los artículos 337, 341, 343, 344, 349 y 352;

23. Secuestro, previsto en el artículo 378, salvo lo
establecido en los dos párrafos últimos, el Equipara-
ble al Secuestro, previsto en el artículo 382; y tráfi-
co de menores, previsto en el artículo 380;

24. Robo calificado, previsto en el 384 cuando se
realice en cualquiera de las circunstancias señaladas
en los artículos 393 y 402, fracciones VII, VIII, IX,
X, XI, XIII, XV, XVI y XVII;

25. Robo calificado, previsto en el artículo 384 en
relación con el 391, cuando se realice en cualquiera
de las circunstancias señaladas en el artículo 404;

26. Comercialización de objetos robados, previsto
en el artículo 387;

27. Sustracción o aprovechamiento indebido de hi-
drocarburos o sus derivados, previsto en el artículo
388 párrafo segundo;

28. Robo, previsto en el artículo 392, párrafo último;

29. Robo de vehículo, previsto en el artículo 398;

30. Los previstos en el artículo 399;

31. Extorsión, previsto en el artículo 426;

32. Operaciones con recursos de procedencia ilícita,
previsto en el artículo 440;

33. Contra el ambiente, en su comisión dolosa pre-
visto en los artículos 456 párrafos primero y tercero,
455 párrafo último, 456 párrafo último, y 458 frac-
ción II, cuando el volumen del derribo, de la extrac-
ción o de la tala, exceda de dos metros cúbicos de
madera, o se trate de la conducta prevista en el pá-
rrafo último del artículo 459 y 460, fracción III y pá-
rrafo último;

34. En materia de derechos de autor, previsto en el
artículo 468.

II. De la Ley Federal contra la Delincuencia Organiza-
da, los previstos en el artículo 2o.
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III. De la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos,
los delitos siguientes:

1. Introducción clandestina de armas de fuego que
no están reservadas al uso exclusivo del Ejército,
Armada o Fuerza Aérea, previsto en el artículo 84
Bis, párrafo primero.

Cuando se cometa un delito utilizando alguna arma
de fuego, el juez aplicará la pena máxima del delito
que corresponda de acuerdo a lo previsto por el Có-
digo Penal.

IV. De la Ley Federal para prevenir y sancionar la Tor-
tura, el delito de tortura, previsto en los artículos 3o. y
5o.

V. De la Ley General de Población, el delito de tráfico
de indocumentados, previsto en el artículo 138.

VI. Del Código Fiscal de la Federación, los delitos si-
guientes:

1. Contrabando y su equiparable, previstos en los ar-
tículos 102 y 105 fracciones I a la IV, cuando les co-
rrespondan las sanciones previstas en las fracciones
II o III, segundo párrafo del artículo 104; y

2. Defraudación fiscal y su equiparable, previstos en
los artículos 108 y 109, cuando el monto de lo de-
fraudado se ubique en los rangos a que se refieren
las fracciones II o III del artículo 108, exclusiva-
mente cuando sean calificados.

VII. De la Ley de la Propiedad Industrial, los delitos
previstos en el artículo 223, fracciones II y III.

VIII. De la Ley de Instituciones de Crédito, los previs-
tos en los artículos 111; 112, en el supuesto del cuarto
párrafo, excepto la fracción V, y 113 Bis, en el supuesto
del cuarto párrafo del artículo 112;

IX. De la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito, los previstos en los artículos 98,
en el supuesto del cuarto párrafo, excepto las fracciones
IV y V, y 101;

X. De la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, los
previstos en los artículos 112 Bis; 112 Bis 2, en el su-
puesto del cuarto párrafo; 112 Bis 3, fracciones I y IV,

en el supuesto del cuarto párrafo; 112 Bis 4, fracción I,
en el supuesto del cuarto párrafo del artículo 112 Bis 3,
y 112 Bis 6, fracciones II, IV y VII, en el supuesto del
cuarto párrafo;

XI. De la Ley General de Instituciones y Sociedades
Mutualistas de Seguros, los previstos en los artículos
141, fracción I; 145, en el supuesto del cuarto párrafo,
excepto las fracciones II, IV y V; 146 fracciones II, IV
y VII, en el supuesto del cuarto párrafo, y 147, fracción
II inciso b), en el supuesto del cuarto párrafo del Artí-
culo 146;

XII. De la Ley del Mercado de Valores, los previstos en
los artículos 52, y 52 Bis cuando el monto de la dispo-
sición de los fondos o de los valores, títulos de crédito o
documentos a que se refiere el artículo 3o. de dicha ley,
exceda de trescientos cincuenta mil días de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal;

XIII. De la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Reti-
ro, los previstos en los artículos 103, y 104 cuando el
monto de la disposición de los fondos, valores o docu-
mentos que manejen de los trabajadores con motivo de
su objeto, exceda de trescientos cincuenta mil días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal;

XIV. De la Ley de Concursos Mercantiles, los previstos
en los artículos 271 y 274; y 

XV. De la Ley General de Títulos y Operaciones de Cré-
dito, los previstos en los artículos 432, 433 y 434.

La tentativa punible de los ilícitos penales mencionados en
las fracciones anteriores, también se califica como delito
grave.

Artículo 243. Plazos de retención

En los casos de delito flagrante y en casos urgentes, ningún
indiciado podrá ser retenido por el juez por más de setenta
y dos horas, quien transcurrido dicho plazo, deberá ordenar
su libertad o ejercitar la acción penal correspondiente. Es-
te plazo podrá duplicarse de acuerdo al artículo 212 de es-
te código.

Artículo 244. Libramiento de órdenes

Cuando estén reunidos los requisitos del artículo 16 Cons-
titucional, el Órgano Jurisdiccional librará orden de apre-



hensión, reaprehensión o comparecencia, según el caso,
contra el inculpado, a pedimento del Ministerio Público, de
la víctima o del ofendido.

La resolución respectiva contendrá una relación sucinta de
los hechos que la motiven, sus fundamentos legales y la
clasificación provisional que se haga de los hechos delic-
tuosos, y se transcribirá inmediatamente al Ministerio Pú-
blico para que éste ordene a la policía su ejecución.

Artículo 245. Localización y aprehensión de personas

Cuando se trate de la aprehensión de alguna persona cuyo
paradero se ignore, el tribunal que dicte la orden la comu-
nicará al Agente del Ministerio Público, a fin de que la Po-
licía o los auxiliares de ésta, localicen y aprehendan a di-
cha persona.

Artículo 246. Puesta a disposición

Siempre que se lleve a cabo una aprehensión en virtud de
orden judicial, quien la hubiere ejecutado deberá poner al
aprehendido, sin demora alguna, a disposición del Órgano
Jurisdiccional respectivo, informando a éste acerca de la
fecha, hora y lugar en que se efectuó, y dando a conocer al
aprehendido el derecho que tiene para designar defensor.

Se entenderá que el inculpado queda a disposición del juz-
gador, para los efectos constitucionales y legales corres-
pondientes, desde el momento en que la policía, en cum-
plimiento de la orden respectiva, lo ponga a disposición de
aquél en el establecimiento penal o en un centro de salud.
El encargado del centro preventivo o del centro de salud
asentará en el documento relativo a la orden de aprehen-
sión ejecutada, que le presente la policía, el día y hora del
recibo del detenido.

Las personas que se encuentren internadas en centros de al-
ta seguridad, podrán ser trasladadas a otro centro, hospital,
oficina o cualquier lugar, notificándolo al juzgado y al Mi-
nisterio Público, al defensor y a la víctima o el ofendido.

Artículo 247. Prisiones especiales

Los miembros de la policía o de las Fuerzas Armadas Me-
xicanas, que estuvieren detenidos o sujetos a prisión pre-
ventiva deberán cumplir ésta en las prisiones especiales, si
existieren, o en su defecto en las comunes. Lo anterior no
será aplicable para los miembros de las Fuerzas Armadas
Mexicanas que se encuentren en dicha situación por estár-

seles siguiendo un proceso penal por la comisión de un de-
lito en contra de la salud, en cualquiera de sus modalida-
des.

No podrán considerarse prisiones especiales los cuarteles u
oficinas.

Artículo 248. Orden de aprehensión con recurso de ape-
lación pendiente

Para dictarse orden de aprehensión no será obstáculo la cir-
cunstancia de que esté pendiente un recurso de apelación
interpuesto contra resolución anterior que la hubiere ne-
gado.

Artículo 249. Cancelación o reclasificación de conducta
o hecho

Si por datos posteriores el juez, a petición del Ministerio
Público, de la víctima o del ofendido, estimare que ya no
es procedente una orden de aprehensión, o que debe recla-
sificarse la conducta o hecho por los cuales se hubiese ejer-
citado la acción penal, y la orden no se hubiera ejecutado
aún, ordenará su cancelación o hará la reclasificación, en
su caso. Este acuerdo deberá constar en el expediente. La
cancelación no impide que continúe la averiguación judi-
cial, y que posteriormente vuelva a librarse orden de apre-
hensión, si procede, salvo que por la naturaleza del hecho
en el que la cancelación se funde, deba sobreseerse el pro-
ceso. En los casos a los que se refiere este artículo, el juez
resolverá de plano.

Artículo 250. Providencias para el caso de manejo de
fondos públicos

Cuando se ejecute una orden de aprehensión dictada contra
persona que maneje fondos públicos, se tomarán las provi-
dencias necesarias para que no se interrumpa el servicio y
se haga entrega de los fondos, valores y documentos que
tenga en su poder el inculpado, dictándose entre tanto las
medidas preventivas que se juzgue oportunas para evitar
que se sustraiga a la acción de la justicia.

Artículo 251. Comunicación de detención de empleado
o servidor público o miembro de las Fuerzas Armadas

Al ser aprehendido un empleado o servidor público o un
miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas, se comuni-
cará la detención sin demora al superior jerárquico respec-
tivo. También será notificado dicho superior jerárquico
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cuando el empleado o servidor público o el miembro de las
Fuerzas Armadas Mexicanas, se le decrete formal prisión y
cuando se le dicte sentencia definitiva, ya sea condenatoria
o absolutoria en cualquiera de sus formas, remitiéndole el
juzgador copia certificada de la misma.

Artículo 252. Aprehensión de persona que preste un
servicio público

Cuando deba aprehenderse a un empleado oficial o a un
particular que en ese momento esté trabajando en un servi-
cio público, se procurará que éste no se interrumpa, to-
mándose las providencias necesarias a fin de que el incul-
pado no se fugue entre tanto se obtiene su relevo.

Artículo 253. Aprehensión de funcionarios federales o
locales

Para la aprehensión de funcionarios federales o locales se
procederá de acuerdo con lo que dispongan la Ley Federal
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos y las leyes orgánicas y reglamentarias respectivas,
sin perjuicio de adoptar las medidas conducentes para evi-
tar que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia.
Si aquél intenta hacerlo, lo evitará la autoridad encargada
de su vigilancia y solicitará inmediatamente instrucciones
a quien esté conociendo del asunto o deba expedir la auto-
rización, ajustándose a las órdenes que de estos órganos re-
ciba.

Artículo 254. Arraigo del imputado

Cuando por la naturaleza del delito o de la pena aplicable
el imputado no deba ser internado en prisión preventiva y
existan elementos para suponer que podrá sustraerse a la
acción de la justicia, el juez a petición fundada y motivada
del Ministerio Público, podrá disponer, con audiencia del
imputado, el arraigo de éste con las características y por el
tiempo que el juzgador señale, sin que en ningún caso pue-
da exceder del máximo señalado en el artículo 165 de este
código o bien tratándose de la averiguación judicial o bien
en el proceso por el término constitucional en que éste de-
ba resolverse.

Titulo Séptimo
Prueba

Capítulo I
Medios de Prueba

Artículo 255. Libertad de prueba

Se admitirá como prueba en los términos de la fracción V
del apartado A del artículo 20 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, todo aquello que se ofrez-
ca como tal, siempre que pueda ser conducente, y no vaya
contra el derecho, a juicio del juez o tribunal. Cuando la
autoridad judicial lo estime necesario, podrá por algún otro
medio de prueba, establecer su autenticidad.

El juez, el Ministerio Público, la víctima u ofendido y el in-
culpado, vigilarán que ninguna prueba desahogada se repi-
ta durante el procedimiento penal.

Capítulo II
Confesión

Artículo 256. Definición

La confesión es la declaración voluntaria hecha por perso-
na no menor de dieciocho años, en pleno uso de sus facul-
tades mentales, rendida ante el juez o tribunal de la causa,
sobre hechos propios constitutivos del tipo delictivo mate-
ria de la imputación, emitida con las formalidades señala-
das por el artículo 20 de la Constitución Política de los  Es-
tados Unidos Mexicanos, se admitirá en cualquier estado
del procedimiento, hasta antes de dictar sentencia irrevoca-
ble.

Capítulo III
Inspección

Artículo 257. Lugar y hora

Es materia de la inspección todo aquello que pueda ser di-
rectamente apreciado por la autoridad que conozca del
asunto. La inspección debe ser practicada invariablemente,
bajo pena de nulidad, con la asistencia del Ministerio Pú-
blico y del juez, cuando éste lo considere necesario. Para su
desahogo se fijará día, hora y lugar, y se citará oportuna-
mente a quienes hayan de concurrir, los que podrán hacer
al funcionario que la practique las observaciones que esti-
men convenientes, que se asentarán en el expediente si así
lo solicitan quien las hubiese formulado o alguna de las



partes. Si el Ministerio Público o el juez lo consideran ne-
cesario, se harán acompañar de testigos y asistir de peritos
que dictaminarán según su competencia técnica.

Cuando por la complejidad de la inspección haya necesi-
dad de preparar el desahogo de ésta, el juez y el Ministerio
Público podrán ordenar que alguno de sus auxiliares reali-
ce los trámites conducentes a precisar la materia de la dili-
gencia y a desarrollar ésta en forma pronta y expedita, con-
forme a las normas aplicables.

Artículo 258. Medios para su práctica

Para la descripción de lo inspeccionado se emplearán, se-
gún el caso, dibujos, planos topográficos, fotografías ordi-
narias o métricas, moldeados, o cualquier otro medio para
reproducir las cosas, haciéndose constar en el acta cuál o
cuáles de aquéllos, en qué forma y con qué objeto se em-
plearon.

Se hará la descripción por escrito de todo lo que no hubiere
sido posible efectuar por los medios anteriores, procurándo-
se fijar con claridad los caracteres, señales o vestigios que el
delito dejare, el instrumento o medio que probablemente se
haya empleado y la forma en que se hubiere usado.

Artículo 259. Examen de personas

Al practicarse una inspección podrá examinarse a las perso-
nas presentes, que puedan proporcionar algún dato útil a la
averiguación judicial o al proceso penal, según el caso, a cu-
yo efecto se les podrá prevenir que no abandonen el lugar.

Artículo 260. Acompañamiento de peritos

El juez o el Ministerio Público, dentro de la averiguación
judicial o del proceso penal, al practicar una inspección
podrán hacerse acompañar por los peritos que estimen ne-
cesarios.

Artículo 261. Reconocimiento del lesionado al sanar

En caso de lesiones, al sanar el lesionado se deberá hacer
la inspección y la descripción de las consecuencias apre-
ciables que hubieren dejado.

Artículo 262. Reconocimiento de peritos médicos

Tratándose de los delitos de homicidio, aborto, lesiones y
sexuales, el juez o el Ministerio Público, en sus respectivos

casos, ordenarán la práctica de la inspección en el cuerpo
de los ofendidos, previamente al reconocimiento de los pe-
ritos médicos.

Además de las personas a que se refiere este artículo, úni-
camente se permitirá asistir a la diligencia a aquéllas que
designe la reconocida cuando quiera que la acompañen.

Artículo 263. Reconstrucción de hechos

La inspección podrá tener el carácter de reconstrucción de
hechos y su objeto será apreciar las declaraciones que se
hayan rendido y los dictámenes periciales que se hayan for-
mulado. Se podrá llevar a cabo, siempre que la naturaleza
del delito y las pruebas rendidas así lo exijan, a juicio del
Órgano Jurisdiccional.

Artículo 264. Lugar y hora para la reconstrucción de
hechos

La reconstrucción deberá practicarse precisamente a la ho-
ra y en el lugar donde se cometió el delito, cuando estas
circunstancias tengan influencia en la determinación de los
hechos que se reconstruyan; en caso contrario podrá efec-
tuarse en cualquiera hora y lugar.

Artículo 265. Impedimento para la reconstrucción de
hechos

No se practicará la reconstrucción sin que hayan sido exa-
minadas las personas que hubieren intervenido en los he-
chos o que los hayan presenciado y deban tomar parte en
ella. En el caso a que se refiere la primera parte del artícu-
lo anterior, es necesario, además, que se haya llevado a ca-
bo la simple inspección ocular del lugar.

Artículo 266. Precisión para la reconstrucción de he-
chos

Cuando alguna de las partes solicite la reconstrucción, de-
berá precisar cuáles son los hechos y circunstancias que de-
sea esclarecer.

Artículo 267. Participantes en la reconstrucción de he-
chos

En la reconstrucción estarán presentes, si fuere posible, to-
dos los que hayan declarado haber participado en los he-
chos o haberlos presenciado. Cuando no asistiere alguno de
los primeros podrá comisionarse a otra persona para que
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ocupe su lugar, salvo que esa falta de asistencia haga inútil
la práctica de la diligencia, en cuyo caso se suspenderá.
Asimismo se citará a los peritos que sea necesario.

La descripción se hará en la forma que establece el artícu-
lo 258 de este código.

Artículo 268. Versiones distintas de los hechos

Cuando hubiere versiones distintas acerca de la forma en
que ocurrieron los hechos, se practicarán, si fueren condu-
centes al esclarecimiento de los mismos, las reconstruccio-
nes relativas a cada una de aquéllas; y en caso de que se
haga necesaria la intervención de peritos, éstos dictamina-
rán sobre cuál de las versiones puede acercarse más a la
verdad.

Capítulo IV
Pericia e Interpretación

Artículo 269. Intervención de peritos

Siempre que para el examen de personas, hechos u objetos,
se requieran conocimientos especiales se procederá con in-
tervención de peritos.

Artículo 270. Diversidad cultural

Cuando el inculpado pertenezca a un grupo étnico indíge-
na, se procurará allegarse dictámenes periciales, a fin de
que el juzgador profundice en el conocimiento de su per-
sonalidad y capte su diferencia cultural respecto a la cultu-
ra media nacional.

Artículo 271. Número de peritos

Los peritos que dictaminen serán dos o más; pero bastará
uno cuando solamente éste pueda ser habido, o cuando el
caso sea urgente.

Artículo 272. Nombramiento de peritos

Con independencia de las diligencias de pericia desahoga-
das en la averiguación judicial, la defensa, el Ministerio
Público, la víctima o el ofendido, tendrán derecho a nom-
brar hasta dos peritos en el proceso, para dictaminar sobre
cada punto que amerite intervención pericial. El Órgano
Jurisdiccional hará saber a los peritos su nombramiento y
les ministrará todos los datos que fueren necesarios para
que emitan su opinión.

Artículo 273. Título oficial

Los peritos deberán tener título oficial en la ciencia o arte
a que se refiere el punto sobre el cual deba dictaminarse, si
la profesión o artes están legalmente reglamentadas; en ca-
so contrario, se nombrarán peritos prácticos. Cuando el in-
culpado pertenezca a un grupo étnico indígena, podrán ser
peritos prácticos, personas que pertenezcan a dicho grupo
étnico indígena.

Artículo 274. Peritos prácticos

También podrán ser nombrados peritos prácticos cuando
no hubiere titulados en el lugar en que se siga la instruc-
ción; pero en este caso se librará exhorto o requisitoria al
tribunal del lugar en que los haya, para que en vista del dic-
tamen de los prácticos emitan su opinión.

Artículo 275. Designación

La designación de peritos hecha por el Órgano Jurisdiccio-
nal o por el Ministerio Público deberá recaer en las perso-
nas que desempeñen ese empleo por nombramiento oficial
y a sueldo fijo, o bien en personas que presten sus servicios
en dependencias del Gobierno Federal, en Universidades
del país, o que pertenezcan a Asociaciones de Profesionis-
tas reconocidas en la República.

Artículo 276. Honorarios

Si no hubiere peritos de los que menciona el artículo ante-
rior y el Órgano Jurisdiccional o el Ministerio Público lo
estiman conveniente, podrán nombrar otros. En estos casos
los honorarios se cubrirán según lo que se acostumbre pa-
gar en los establecimientos particulares del ramo de que se
trate a los empleados permanentes de los mismos, teniendo
en cuenta el tiempo que los peritos debieron ocupar en el
desempeño de su comisión.

Artículo 277. Protesta

Los peritos que acepten el cargo, con excepción de los ofi-
ciales titulares, tiene obligación de protestar su fiel desem-
peño ante el funcionario que practique las diligencias.

En casos urgentes, la protesta la rendirán al producir o ra-
tificar su dictamen.
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Artículo 278. Fijación del término

El funcionario que practique las diligencias fijará a los pe-
ritos el tiempo en que deban cumplir su cometido. Si trans-
currido ese tiempo no rinden su dictamen o si legalmente
citados y aceptado el cargo, no concurren a desempeñarlo,
se hará uso de alguno de los medios de apremio.

Si a pesar de haber sido apremiado el perito no cumple con
las obligaciones impuestas en el párrafo anterior, se dará
vista al Ministerio Público.

Artículo 279. Nombramiento de médicos como peritos

Cuando se trate de una lesión proveniente de delito y el le-
sionado se encontrare en algún hospital público, los médi-
cos de éste se tendrán por nombrados como peritos, sin
perjuicio de que el funcionario que practique las diligen-
cias nombre además otros, si lo creyere conveniente, para
que dictaminen y hagan la clasificación legal.

Artículo 280. Práctica de autopsia

La autopsia de los cadáveres de personas que hayan falle-
cido en un hospital público, la practicarán los médicos de
éste; sin perjuicio de la facultad que concede la parte final
del artículo anterior.

Artículo 281. Peritos médicos legistas oficiales

Fuera de los casos previstos en los dos artículos anteriores
el reconocimiento o la autopsia se practicará por los peri-
tos médicos legistas oficiales si los hubiere y, además, si se
estima conveniente, por los que designe el funcionario que
conozca del asunto.

Artículo 282. Asistencia a las actividades del perito

Cuando el funcionario que practique las diligencias lo juz-
gue conveniente, asistirá al reconocimiento u operaciones
que efectúen los peritos.

Artículo 283. Preguntas al perito

El funcionario que practique las diligencias y las partes,
podrán hacer a los peritos las preguntas que resulten perti-
nentes sobre la materia objeto de la pericia; les dará por es-
crito o de palabra, pero sin sugestión alguna, los datos que
tuviere y hará constar estos hechos en el acta respectiva.

Artículo 284. Práctica del peritaje

Los peritos practicarán todas las operaciones y experimen-
tos que su ciencia o arte les sugiera y expresarán los hechos
y circunstancias que sirvan de fundamento a su opinión.

Artículo 285. Dictamen y ratificación

Los peritos emitirán su dictamen por escrito y lo ratificarán
en diligencia especial. Los peritos oficiales no necesitarán
ratificar sus dictámenes, sino cuando el funcionario que
practique las diligencias lo estime necesario. En esta dili-
gencia el juez y las partes podrán formular preguntas a los
peritos.

Artículo 286. Diferencia de opiniones

Cuando las opiniones de los peritos discordaren, el funcio-
nario que practique las diligencias los citará a junta en la
que se discutirán los puntos de diferencia, haciéndose
constar en el acta el resultado de la discusión. Si los peri-
tos no se pusieren de acuerdo se nombrará un perito terce-
ro en discordia.

Artículo 287. Peritaje sobre objetos o sustancias escasos

Cuando el peritaje recaiga sobre objetos que se consuman
al ser analizados, no se permitirá que se verifique el primer
análisis sino cuando más sobre la mitad de la sustancia, a
no ser que su cantidad sea tan escasa, que los peritos no
puedan emitir su opinión sin consumirla por completo, lo
cual se hará constar en el acta respectiva.

Artículo 288. Asistencia de peritos a las diligencias

Cuando el funcionario que practique las diligencias lo crea
conveniente, podrá ordenar que asistan peritos a ellas.

Artículo 289. Reglas para el cotejo

Cuando se niegue o ponga en duda la autenticidad de un
documento podrá pedirse y decretarse el cotejo de letras o
firmas, que se practicará conforme a las siguientes reglas:

I. El cotejo se hará por peritos, pudiendo asistir a la dili-
gencia respectiva el funcionario que haya sido designado
y en ese caso se levantará el acta correspondiente; y

II. El cotejo se hará con documentos indubitables, o con
los que las partes de común acuerdo reconozcan como
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tales; con aquellos cuya letra o firma haya sido recono-
cida judicialmente, y con el escrito impugnado en la
parte en que reconozca la letra como suya aquel a quien
perjudique.

El juez podrá ordenar que se repita el cotejo por otros pe-
ritos.

Capítulo V
Testigos

Artículo 290. Examen a testigos presentes

El Órgano Jurisdiccional no podrá dejar de examinar du-
rante el procedimiento a los testigos presentes cuya decla-
ración soliciten las partes y puedan ser localizados.

Artículo 291. Examen a testigos ausentes

También mandará examinar, según corresponda, a los tes-
tigos ausentes, sin que esto estorbe la marcha de la instruc-
ción ni la facultad del Órgano Jurisdiccional para darla por
terminada cuando haya reunido los elementos bastantes.

Artículo 292. Deber de declarar

Toda persona que sea testigo está obligada a declarar res-
pecto a los hechos investigados. Las preguntas que formu-
len las partes deberán guardar relación con los hechos.

El juez o tribunal desechará únicamente las preguntas que
sean objetadas por impertinentes o inconducentes para los
fines del proceso. El acuerdo de desechamiento será revo-
cable. En todo caso el testigo dará razón de su dicho. Si el
testigo no comparece a la primera citación, sin causa justi-
ficada, el juez ordenará que sea presentado a declarar.

Artículo 293. Personas que no tienen la obligación de
declarar

No se obligará a declarar al tutor, curador, pupilo o cónyu-
ge del inculpado ni a sus parientes por consanguinidad o
afinidad en la línea recta ascendente o descendente sin li-
mitación de grados y en la colateral hasta el cuarto inclusi-
ve, ni a los que estén ligados con el inculpado por amor,
respeto, cariño o estrecha amistad; pero si estas personas
tuvieren voluntad de declarar se hará constar esta circuns-
tancia y se recibirá su declaración.

Igualmente, no estarán obligados a declarar sobre la infor-
mación que reciban, conozcan o tengan en su poder:

I. Los abogados, consultores técnicos y los notarios,
respecto de los asuntos en los cuales hubieran interveni-
do y tengan información que deban reservarse para el
ejercicio de su profesión;

II. Los ministros de cualquier culto, con motivo de las
confesiones que hubieran recibido en ejercicio del mi-
nisterio que presten;

III. Los periodistas, respecto de los nombres o las gra-
baciones, registros telefónicos, apuntes, archivos docu-
mentales y digitales y todo aquello que de manera di-
recta o indirecta pudiera llevar a la identificación de las
personas que, con motivo del ejercicio de su actividad,
les proporcionen como información de carácter reserva-
da, en la cual sustenten cualquier publicación o comuni-
cado;

IV. Las personas o servidores públicos que desempeñen
cualquier otro empleo, cargo oficio o profesión, en vir-
tud del cual la ley les reconozca el deber de guardar re-
serva o secreto profesional, y

V. Los médicos cirujanos o especialistas y psicólogos
clínicos, respecto de la información concerniente a la
salud de sus pacientes, que conozcan con motivo de su
ejercicio profesional.

En caso de que alguna o algunas de las personas compren-
didas en las fracciones anteriores manifiesten su deseo de
declarar y cuenten con el consentimiento expreso de quien
les confió el secreto, información o confesión, se hará
constar dicha circunstancia y se recibirá su declaración o
testimonio.

La reserva de información que, por disposición de la pro-
pia ley, deben guardar los servidores públicos, se hará del
conocimiento de la autoridad que requiera la declaración o
testimonio y, en todo caso, se estará a lo dispuesto en la ley
que rija las facultades del servidor público correspondiente.

Al servidor público que viole lo dispuesto en este artículo,
se le aplicarán las penas a que se refiere el artículo 242 del
Código Penal, pero si el delito es cometido contra la admi-
nistración de justicia, se le aplicarán las penas a que se re-
fiere el artículo 264 del mismo ordenamiento.
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Artículo 294. Imposibilidad para declarar

Si el testigo se hallare en el lugar de la residencia del fun-
cionario que practica las diligencias pero tuviere imposibi-
lidad física para presentarse ante él, dicho funcionario po-
drá trasladarse al lugar donde se encuentre el testigo para
tomarle su declaración.

Artículo 295. Declaración por oficio

Cuando haya que examinar a los altos funcionarios de la
Federación o de los Estados, quien practique las diligencias
se trasladará al domicilio u oficina de dichas personas para
tomarles su declaración o, si lo estima conveniente, solici-
tará de aquéllos que la rindan por medio de oficio, sin per-
juicio de que el interesado, si se le requiere y lo desea,
comparezca personalmente.

Artículo 296. Forma de examinar a los testigos

Los testigos deben ser examinados separadamente y sólo
las partes podrán asistir a la diligencia, salvo en los casos
siguientes:

I. Cuando el testigo sea ciego.

II. Cuando sea sordo o mudo.

III. Cuando ignore el idioma castellano.

En el caso de la fracción I el funcionario que practique las
diligencias designará a otra persona para que acompañe al
testigo, la que firmará la declaración después de que éste la
haya ratificado; en los casos de las fracciones II y III se
procederá conforme a lo anteriormente dispuesto en este
código. 

Artículo 297. Protesta y exhorto de conducirse con ver-
dad

Antes de que los testigos comiencen a declarar se les ins-
truirá de las penas que el Código Penal establece para los
que se producen con falsedad, o se niegan a declarar.

Esto podrá hacerse hallándose reunidos todos los testigos.

A los menores de dieciocho años en vez de hacérseles sa-
ber las penas en que incurren los que se producen con fal-
sedad, se les exhortará para que se conduzcan con verdad.

Artículo 298. Generales

Después de tomarle la protesta de decir verdad, se pregun-
tará al testigo su nombre, apellido, edad, lugar de origen,
habitación, estado civil, profesión u ocupación; si se halla
ligado con el inculpado o el ofendido por vínculos de pa-
rentesco, amistad o cualesquiera otros y si tiene algún mo-
tivo de odio o rencor contra alguno de ellos.

Artículo 299. Declaración de los testigos

Los testigos declararán de viva voz, sin que les sea permi-
tido leer las respuestas que tengan escritas; pero podrán
consultar algunas notas o documentos que lleven consigo,
cuando sea pertinente según la naturaleza del asunto y a
juicio de quien practique las diligencias.

El Ministerio Público, el inculpado, el defensor, la víctima
u ofendidos, tendrán derecho de interrogar al testigo; el
juez o el tribunal tendrán la facultad de desechar las pre-
guntas que a su juicio o por objeción de parte sean señala-
das como impertinentes o inconducentes y, además, podrá
interrogar al testigo sobre los puntos que estime conve-
nientes.

Artículo 300. Redacción de la declaración

Las declaraciones se redactarán con claridad y usando has-
ta donde sea posible las mismas palabras empleadas por el
testigo. Si quisiere dictar o escribir su declaración se le per-
mitirá hacerlo.

Artículo 301. Reconocimiento de objetos en depósito

Si la declaración se refiere a algún objeto puesto en depó-
sito, después de interrogar al testigo sobre las señales que
caractericen dicho objeto, se le pondrá a la vista para que
lo reconozca y firme sobre él, si fuere posible.

Artículo 302. Declaración sobre lugares específicos

Si la declaración es relativa a un hecho que hubiere dejado
vestigios en algún lugar, el testigo podrá ser conducido a él
para que haga las explicaciones convenientes.

Artículo 303. Falta de veracidad

Siempre que se examine a una persona cuya declaración
sea sospechosa de falta de veracidad, se hará constar esto
en el acta.
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En el momento de la diligencia, el Ministerio Público, la
víctima o el ofendido, el inculpado o su defensor podrán
manifestar los motivos que tuvieren para suponer falta de
veracidad en el declarante, e inclusive ofrecer pruebas al
respecto, que se agregarán al expediente.

Artículo 304. Ratificación de la declaración

Concluida la diligencia se leerá al testigo su declaración o
la leerá él mismo, si quisiere, para que la ratifique o la en-
miende, y después de esto será firmada por el testigo y su
acompañante si lo hubiere.

Artículo 305. Falsedad en la declaración

Si de lo actuado apareciere que algún testigo se ha produ-
cido con falsedad, se mandarán compulsar las constancias
conducentes para la investigación de ese delito y se dará
vista al juez sin que esto sea motivo para que se suspenda
el procedimiento; si en el momento de rendir su declara-
ción el testigo, apareciere que es manifiesta la comisión del
delito de falsedad, el juez iniciará la averiguación judicial
correspondiente.

Artículo 306. Arraigo del testigo

Cuando tuviere que ausentarse del lugar en que se practi-
quen las diligencias alguna persona que pueda declarar
acerca del delito, de sus circunstancias o de la persona del
inculpado, el tribunal, a solicitud de cualquiera de las par-
tes, procederá a examinarla desde luego si fuere posible; en
caso contrario, podrá arraigar al testigo por el tiempo que
sea estrictamente indispensable para que rinda su declara-
ción. Si resultare que la solicitud fue infundada y por lo
mismo indebido el arraigo, el testigo podrá exigir al que lo
solicitó que lo indemnice de los daños y perjuicios que le
haya causado.

Artículo 307. Providencias para evitar la comunicación
entre testigos

El funcionario que practique las diligencias podrá dictar las
providencias necesarias para que los testigos no se comu-
niquen entre sí, ni por medio de otra persona, antes de que
rindan su declaración.

Capítulo VI
Confrontación

Artículo 308. Referencias de personas

Toda persona que tuviere que referirse a otra, lo hará de un
modo claro y preciso mencionando, si le fuere posible, ape-
llidos, ocupación, domicilio, señas particulares y demás
circunstancias que supiere y puedan servir para identificar-
la.

Artículo 309. Reconocimiento de personas

Cuando el que declare no pueda dar noticia exacta de la
persona a quien se refiera, pero exprese que podrá recono-
cerla si se le presentare, el Órgano Jurisdiccional procede-
rá a la confrontación.

Lo mismo se hará cuando el que declare asegure conocer a
una persona y haya motivos para sospechar que no la co-
noce.

Artículo 310. Realización

Al practicar la confrontación se cuidará de

I. Que la persona que sea objeto de ella no se disfrace,
ni se desfigure, ni borre las huellas o señales que puedan
servir al que tiene que designarla;

II. Que aquélla se presente acompañada de otros indivi-
duos vestidos con ropas semejantes y aún con las mis-
mas señas que las del confrontado, si fuere posible, y

III. Que los individuos que acompañen a la persona que
va a confrontarse sean de clase análoga, atendidas su
educación, modales y circunstancias especiales.

Artículo 311. Solicitud de las partes

Si alguna de las partes solicita que se observen mayores
precauciones que las prevenidas en el artículo anterior, el
Órgano Jurisdiccional podrá acordarlas si las estima con-
venientes.

Artículo 312. Colocación

El que deba ser confrontado puede elegir el sitio en que
quiera colocarse con relación a los que lo acompañen y pe-
dir que se excluya del grupo a cualquiera persona que le
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parezca sospechosa. El tribunal podrá limitar prudente-
mente el uso de este derecho cuando lo crea malicioso.

Artículo 313. Forma de proceder

En la diligencia de confrontación se procederá colocando en
una fila a la persona que deba ser confrontada y a las que ha-
yan de acompañarla; y se interrogará al declarante sobre:

I. Si persiste en su declaración anterior;

II. Si conocía con anterioridad a la persona a quien atri-
buye el hecho o si la conoció en el momento de ejecu-
tarlo; y

III. Si después de la ejecución del hecho la ha visto, en
qué lugar, por qué motivo y con qué objeto.

Acto seguido, se le llevará frente a las personas que formen
el grupo; se le permitirá mirarlas detenidamente y se le pre-
vendrá, de ser el caso, que señale a la persona de que se tra-
te, manifestando las diferencias o semejanzas que tuviere
entre el estado actual y el que tenía en la época a la que se
refirió en su declaración.

Artículo 314. Reconocimiento por separado

Cuando sean varios los declarantes o las personas confron-
tadas, se verificarán tantos actos separados cuantas sean las
confrontaciones que deban hacerse. 

Capítulo VII
Careos

Artículo 315. Celebración

Con excepción de los mencionados en la fracción IV del
apartado B del artículo 20 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, que sólo se celebrarán si el
procesado o su defensor lo solicita, los careos se practica-
rán cuando exista contradicción sustancial en las declara-
ciones de dos personas, pudiendo repetirse cuando el Ór-
gano Jurisdiccional lo estime oportuno o cuando surjan
nuevos puntos de contradicción.

Artículo 316. Participantes

El careo solamente se practicará entre dos personas y no
concurrirán a la diligencia sino las que deban ser careadas,
las partes, y los intérpretes si fueren necesarios.

Artículo 317. Aspectos a tratar

Los careos, salvo los exceptuados en el artículo 315 de es-
te código, se practicarán dando lectura a las declaraciones
que se reputen contradictorias, señalando a los careados los
puntos sobre los que deban debatir, a fin de que se pueda
aclarar la verdad.

Artículo 318. Careo supletorio

Cuando el juez lo considere procedente o a petición funda-
da de las partes o del Ministerio Público, se practicará ca-
reo supletorio, leyéndose al presente la declaración del otro
y haciéndole notar las contradicciones que hubiere entre
aquélla y lo declarado por él.

Capítulo VIII
Documentos

Artículo 319. Definición

Son documentos públicos y privados aquellos que señala
con tal carácter el Código Federal de Procedimientos Civi-
les.

Son documentos oficiales los expedidos por las autorida-
des en ejercicio de sus atribuciones.

También se considerarán documentos las fotografías, pin-
turas, grabados, dibujos, marcas, contraseñas, grabaciones
de la palabra y, en general, cualquier cosa dotada de poder
representativo.

Artículo 320. Resguardo

Los documentos que deban obrar en las actuaciones, se
agregarán a éstas, si su naturaleza lo permitiere; en caso
contrario, se guardarán en el lugar que específicamente de-
signe al efecto el órgano jurisdiccional.

Artículo 321. Admisión

Los documentos podrán presentarse en cualquier estado
del procedimiento, hasta antes del cierre de instrucción y
no se admitirán con posterioridad.

Los redactados en idioma extranjero se presentarán acom-
pañados de su traducción al castellano, hecha por intérpre-
te oficial, y a falta de éste por el perito que el órgano juris-
diccional designe para el efecto.
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Artículo 322. Expedición de testimonios y copias certi-
ficadas

El órgano jurisdiccional, ordenará a los responsables de los
archivos y registros que sean públicos, la expedición de los
testimonios y copias certificadas que sean necesarias para
la prueba de los hechos materia del procedimiento.

Siempre que alguna de las partes pidiere copias o testimo-
nios de parte de los documentos que obren en archivos pú-
blicos, la otra tendrá derecho a que se adicionen con lo que
crea conveniente de los mismos documentos.

Los documentos privados no objetados se tendrán por re-
conocidos. Los objetados deberán ser reconocidos o acre-
ditada su autenticidad por quien los presente. La objeción
de los documentos públicos debe demostrarse por quien la
formule.

Artículo 323. Devolución

Los documentos presentados podrán ser devueltos a las
partes que los presentaron, dejándose en autos copia fotos-
tática de ellos si son privados y copia autorizada si son pú-
blicos.

En ningún caso se devolverán a las partes los documentos
que sean instrumento, objeto o efecto de delito, o resulten
indispensables para el éxito de la averiguación.

Artículo 324. Compulsa

Cuando el juez tenga conocimiento de la investigación de al-
gún delito ordenará que se compulse algún asiento o docu-
mento existentes en libros, cuadernos o archivos pertene-
cientes a instituciones de servicio público descentralizado o
de crédito o a comerciantes individuales o colectivos, o a
cualquier otro particular, el que pida la compulsa o la acuer-
de, deberá mencionar la constancia que vaya a obrar como
prueba al ordenar la exhibición de aquellos para tal objeto.

En caso de resistencia por parte del obligado a la exhibi-
ción, se le oirá, así como a los solicitantes de ella y se re-
solverá de inmediato lo que proceda.

Artículo 325. Informes

Los titulares de las oficinas públicas, federales, estatales y
municipales, así como las instituciones a que se refiere el
artículo anterior, están obligadas a rendir los informes que

les pidan el órgano jurisdiccional y el Ministerio Público,
sin más excepciones que las señaladas en las leyes federa-
les o locales que normen su funcionamiento.

Los informes deberán ser rendidos dentro del término de
cinco días en los términos del segundo párrafo del artículo
180 de este código.

Capítulo IX
Valoración Jurídica de la Prueba

Artículo 326. Valor

Las pruebas serán valoradas, en su conjunto, por los tribu-
nales, siempre que se hayan practicado con los requisitos
señalados en este código.

Artículo 327. Razonamiento

El órgano jurisdiccional razonará en sus resoluciones lógi-
ca y jurídicamente la prueba, tomando en cuenta tanto los
hechos a cuyo conocimiento haya llegado por los medios
enumerados en este título, como los desconocidos que ha-
ya inferido, inductiva o deductivamente, de aquellos.

Artículo 328. Comprobación

Sólo se condenará al acusado cuando se compruebe la exis-
tencia del cuerpo del delito y su responsabilidad. En caso
de duda debe absolverse.

Artículo 329. Calificación

La autoridad judicial calificará el valor de la confesión, to-
mando en cuenta los requisitos previstos en el artículo 337
de este código y razonando su determinación, según lo dis-
puesto en el artículo 340 de este código.

Artículo 330. Prueba plena

Los documentos públicos harán prueba plena, salvo el de-
recho de las partes para redargüirlos de falsedad y para pe-
dir su cotejo con los protocolos o con los originales exis-
tentes en los archivos.

Artículo 331. Documentos públicos

Son documentos públicos los que señale como tales el Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles o cualquiera otra
ley federal.
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Artículo 332. Documentos públicos del extranjero

Los documentos públicos procedentes del extranjero, se re-
putarán auténticos, cuando:

I. Sean legalizados por el representante autorizado para
atender los asuntos de la república, en el país donde se-
an expedidos. La legalización de firmas del represen-
tante se hará por el funcionario autorizado de la Secre-
taría de Relaciones Exteriores;

II. Haya sido certificada su autenticidad, por cualquier
medio previsto en tratados internacionales de los que
México y el Estado del que procedan sean parte; o

III. Cuando sean presentados por vía diplomática.

Artículo 333. Legalización

Cuando no haya representante mexicano en el lugar donde
se expidan los documentos públicos y, por tanto, los lega-
lice el representante de una nación amiga, la firma de este
representante deberá ser legalizada por el ministro o cónsul
de esa nación que resida en la capital de la República, y la
de éste, por el funcionario autorizado de la Secretaría de
Relaciones Exteriores.

Artículo 334. Inspección y cateo

La inspección, así como el resultado de los cateos, harán
prueba plena siempre que se practiquen con los requisitos
legales.

Artículo 335. Indicios

Todos los demás medios de prueba o de investigación y la
confesión constituyen meros indicios.

Artículo 336. Apreciación

Los tribunales, según la naturaleza de los hechos y el enla-
ce lógico y natural, más o menos necesario que exista en-
tre la verdad conocida y la que se busca, apreciarán en con-
ciencia el valor de los indicios hasta poder considerarlos
como prueba plena.

Artículo  337. Requisitos de la confesión

La confesión ante el juez, deberá reunir los siguientes re-
quisitos:

I. Que sea hecha por persona no menor de dieciocho
años, en su contra, con pleno conocimiento, y sin coac-
ción, ni violencia física o moral;

II. Que sea hecha ante el Órgano Jurisdiccional de la
causa con la asistencia de su defensor o persona de su
confianza, y que el inculpado esté debidamente infor-
mado del procedimiento y del proceso;

III. Que sea de hecho propio; y

IV. Que no existan datos que, a juicio del juez o tribu-
nal, la hagan inverosímil.

No podrá consignarse a ninguna persona si existe como
única prueba la confesión.

Las diligencias practicadas por agentes de la Policía Fede-
ral o local, tendrán valor de testimonios que deberán com-
plementarse con otras diligencias de prueba que practique
el juez. 

Artículo 338. Apreciación de los dictámenes periciales

Los Órganos Jurisdiccionales apreciarán los dictámenes
periciales, aun los de los peritos científicos, según las cir-
cunstancias del caso.

Artículo 339. Apreciación de las declaraciones

Para apreciar la declaración de un testigo, el Órgano Juris-
diccional tendrá en consideración lo siguiente:

I. Que por su edad, capacidad e instrucción, tenga el cri-
terio necesario para juzgar del acto;

II. Que por su probidad, la independencia de su posición
y antecedentes personales, tenga completa imparciali-
dad;

III. Que el hecho de que se trate sea susceptible de co-
nocerse por medio de los sentidos, y que el testigo lo
conozca por sí mismo y no por inducciones ni referen-
cias de otro;

IV. Que la declaración sea clara y precisa, sin dudas ni
reticencias, ya sobre la sustancia del hecho, ya sobre sus
circunstancias esenciales, y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 7 de septiembre de 2010483



V. Que el testigo no haya sido obligado por fuerza o
miedo, ni impulsado por engaño, error o soborno. El
apremio judicial no se reputará fuerza.

Artículo 340. Exposición

Los Órganos Jurisdiccionales, en sus resoluciones, expon-
drán los razonamientos que hayan tenido en cuenta para
valorar jurídicamente la prueba.

Título Octavo
Conclusiones

Capítulo Único

Artículo 341. Término

El órgano jurisdiccional, una vez que declare cerrada la
instrucción, y siempre que no exista medio de impugnación
alguno pendiente de resolución, mandará poner la causa a
la vista del procesado y de su defensor, de la víctima o del
ofendido y del Ministerio Público, por diez días, para que
formulen conclusiones por escrito. Si el expediente exce-
diere de doscientas fojas, por cada cien de exceso o frac-
ción, se aumentará un día al plazo señalado, sin que nunca
sea mayor de treinta días hábiles.

Si transcurren los plazos a que alude el párrafo anterior, sin
que se formulen las conclusiones, el juez dictará sentencia
con base en las pruebas admitidas y desahogadas. 

Artículo 342. Del Ministerio Público, de la víctima o del
ofendido

En su caso, las conclusiones del Ministerio Público, de la
víctima o del ofendido deberán fijar en proposiciones con-
cretas, los hechos punibles que atribuya al acusado, solici-
tar la aplicación de las sanciones correspondientes, inclu-
yendo la reparación del daño que deberá estar determinada
y garantizada desde el inicio del procedimiento, y citar las
leyes y la jurisprudencia aplicables al caso. Estas proposi-
ciones deberán contener los elementos constitutivos del de-
lito y los conducentes a establecer la responsabilidad, así
como las circunstancias que deban tomarse en cuenta para
individualizar la pena o medida. Para este último fin, el Mi-
nisterio Público, la víctima o el ofendido, considerarán las
reglas que el Código Penal señala acerca de la individuali-
zación de las penas o medidas.

Titulo Noveno
Sobreseimiento

Capítulo Único

Artículo 343. Procedencia

El sobreseimiento procederá en los casos siguientes:

I. Cuando aparezca que la responsabilidad penal está ex-
tinguida.

II. Cuando no se hubiere dictado auto de formal prisión
o de sujeción a proceso y aparezca que el hecho que mo-
tiva la averiguación judicial no es delictuoso, o cuando
estando agotada ésta se compruebe que no existió el he-
cho delictuoso que la motivó.

III. Cuando, habiéndose decretado la libertad por desva-
necimiento de datos, esté agotada la averiguación judi-
cial y no existan elementos posteriores para dictar nue-
va orden de aprehensión, o se esté en el caso previsto
por la parte final del artículo 429 de este código y cuan-
do esté plenamente comprobado que en favor del incul-
pado existe alguna causa eximente de responsabilidad.

IV. Cuando existan pruebas que acrediten fehaciente-
mente la inocencia del acusado; y

V. En cualquier otro caso que la ley señale.

En los casos de sobreseimiento siempre será el juez el
que decida si procede o no.

En segunda instancia el sobreseimiento procederá, sólo en
el caso de la fracción III de este artículo, o cuando alguna
de las partes lo promueva exhibiendo pruebas supervenien-
tes que acrediten la inocencia del encausado.

Artículo 344. Archivo

El procedimiento cesará y el expediente se mandará archi-
var en los casos de la fracción II del artículo anterior, o
cuando esté plenamente comprobado que los únicos pre-
suntos responsables se hallan en alguna de las circunstan-
cias a que se refieren las fracciones I y III del mismo; pero
si alguno no se encontrare en tales condiciones, el procedi-
miento continuará por lo que a él se refiere, siempre que no
deba suspenderse en los términos del capítulo III de la sec-
ción segunda del título décimo segundo de este código.
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Cuando se siga el procedimiento por dos o más delitos y
por lo que toca a alguno exista causa de sobreseimiento, és-
te se decretará por lo que al mismo se refiere y continuará
el procedimiento en cuanto a los demás delitos, siempre
que no deba suspenderse.

Artículo 345. Formas de decretarse

El sobreseimiento puede decretarse de oficio o a petición
de parte, en los casos de las fracciones I y II del artículo
343 de este código y en la última forma en los demás.

Artículo 346. Resolución

El sobreseimiento se resolverá de plano. Si fuere a petición
de parte, se tramitará por separado y en forma de incidente
no especificado.

Artículo 347. Afectación

El inculpado a cuyo favor se haya decretado el sobresei-
miento será puesto en absoluta libertad respecto al delito
por el que se decretó.

Artículo 348. Auto

El auto de sobreseimiento que haya causado estado, surtirá
los efectos de una sentencia absolutoria con valor de cosa
juzgada.

Titulo Décimo
Conclusiones y Sentencia

Capítulo I
De la sentencia

Artículo 349. Término para la audiencia de vista

El mismo día en que el inculpado o su defensor presenten
sus conclusiones, o en el momento en que se haga la de-
claración a que se refiere el artículo 341 de este código, se
citará a la audiencia de vista que deberá efectuarse dentro
de los cinco días siguientes. La citación para esa audiencia
produce los efectos de citación para sentencia.

Artículo 350. Plazo para dictarla

Cuando se esté en los casos a que se refiere el artículo 184
de este código, la audiencia principiará presentando el Mi-
nisterio Público y las víctimas u ofendidos sus conclusio-

nes y contestándolas a continuación la defensa. Se dictará
la sentencia en la misma audiencia o dentro de los cinco
días siguientes a ésta.

Capítulo II
Aclaración de sentencia

Artículo 351. Procedencia

La aclaración procede únicamente tratándose de sentencias
definitivas, y sólo una vez puede pedirse.

Artículo 352. Término

La aclaración se pedirá ante el tribunal que haya dictado la
sentencia, dentro del término de tres días contados desde la
notificación y expresando claramente la contradicción, am-
bigüedad, obscuridad o deficiencia de que, en concepto del
promovente, adolezca la sentencia.

Artículo 353. Vista a las partes

De la solicitud respectiva se dará vista a las otras partes por
tres días, para que expongan lo que estimen procedente.

Artículo 354. Resolución

El Órgano Jurisdiccional resolverá dentro de tres días si es
de aclararse la sentencia y en qué sentido, o si es improce-
dente la aclaración.

Artículo 355. Auto de aclaración

Cuando el Órgano Jurisdiccional que dictó la sentencia es-
time que debe aclararse algún error de ella, dictará auto ex-
presando las razones que crea existan para hacer la aclara-
ción. Dará a conocer esa opinión a las partes para que éstas,
dentro de tres días, expongan lo que estimen conveniente y
en seguida procederá en la forma que dispone el artículo
anterior.

Artículo 356. Inalterabilidad

En ningún caso se alterará, a pretexto de aclaración, el fon-
do de la sentencia.

Artículo 357. Integración de la resolución

La resolución en que se aclare una sentencia se reputará
parte integrante de ella.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 7 de septiembre de 2010485



Artículo 358. Improcedencia de recurso

Contra la resolución que se dicte otorgando o negando la
aclaración, no procede recurso alguno.

Artículo 359. Interrupción del término

La aclaración propuesta interrumpe el término señalado
para la apelación.

Capítulo III
Sentencia irrevocable

Artículo 360. Irrecurribles

Son irrevocables y causan ejecutoria:

I. Las sentencias pronunciadas en primera instancia
cuando se hayan consentido expresamente o cuando,
concluido el término que la ley señala para interponer
algún recurso, no se haya interpuesto; 

II. Las sentencias contra las cuales no dé la ley recurso
alguno; y

III. Las sentencias que, habiendo sido impugnadas, ha-
ya desistimiento del recurso o se declare desierto el
mismo.

Titulo Decimo Primero
Recursos

Capítulo I
Revocación

Artículo 361. Procedencia

Solamente los autos contra los cuales no se conceda por es-
te código el recurso de apelación, serán revocables por el
Órgano Jurisdiccional que los dictó.

También lo serán las resoluciones que se dicten en segun-
da instancia antes de la sentencia.

Artículo 362. Plazos

El plazo para interponer el recurso de revocación y ofrecer
pruebas será de cinco días, contados a partir de que surta
efectos la notificación de la resolución que se impugna.

El órgano jurisdiccional resolverá el recurso oyendo a las
partes en una audiencia que se efectuará dentro de las cua-
renta y ocho horas siguientes a la notificación que se haga
a la parte que no interpuso el recurso, acerca de la admisión
de éste. En la audiencia se desahogarán las pruebas ofreci-
das, se escuchará a las partes y se dictará resolución, con-
tra la que no procede recurso alguno. Si no es posible que
en esa audiencia concluya el desahogo de pruebas, el juez
podrá convocar, por una sola vez, a otra audiencia, dentro
de los siguientes cinco días.

Capítulo II
Apelación

Artículo 363. Objeto

El recurso de apelación tiene por objeto examinar si en la
resolución recurrida no se aplicó la ley correspondiente o
se aplicó ésta inexactamente, si se violaron los principios
reguladores de la valoración de la prueba, si se alteraron
los hechos o no se fundó o motivó correctamente.

Artículo 364. Suplencia

La segunda instancia solamente se abrirá a petición de par-
te legítima, para resolver sobre los agravios que estime el
apelante le cause la resolución recurrida. Los agravios de-
berán expresarse al interponerse el recurso o en la vista del
asunto. El tribunal de apelación suplirá la deficiencia de los
agravios cuando el recurrente sea el procesado o, siéndolo
el defensor, se advierta que por torpeza no los hizo valer
debidamente.

Las apelaciones interpuestas contra resoluciones anteriores
a la sentencia de primera instancia, deben ser resueltas por
el tribunal de apelación antes de que se emita dicha sen-
tencia.

Artículo 365. Facultad de recurrir

Tienen derecho de apelar el Ministerio Público, el inculpa-
do y su defensor, así como la víctima, el ofendido o sus le-
gítimos representantes.

Artículo 366. Efectos

Son apelables en ambos efectos solamente las sentencias
definitivas en que se imponga alguna sanción.
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Artículo 367. Procedencia

Son apelables en el efecto devolutivo:

I. Las sentencias definitivas que absuelven al acusado,
excepto las que se pronuncien en relación con delitos
punibles con no más de seis meses de prisión o con pe-
na no privativa de libertad, en los términos del primer
párrafo del artículo 184 de este código;

II. Los autos en que se decrete el sobreseimiento en el
caso de la fracción I del artículo 343 de este código y
aquéllos en que se niegue el sobreseimiento.

III. Los autos en que se niegue o conceda la suspensión
del procedimiento judicial; los que concedan o nieguen
la acumulación de autos; los que decreten o nieguen la
separación de autos; los que concedan o nieguen la re-
cusación;

IV. Los autos que ratifiquen la constitucionalidad de una
detención a que se refiere el párrafo sexto del artículo 16
Constitucional;

V. Los autos de formal prisión; los de sujeción a proce-
so; los de falta de elementos para procesar; y aquéllos
que resuelvan situaciones concernientes a la prueba.

VI. Los autos en que se conceda o niegue la libertad
provisional bajo caución; los que concedan o nieguen la
libertad por desvanecimiento de datos, y los que resuel-
ven algún incidente no especificado;

VII. Los autos en que se niegue la orden de aprehensión
o se niegue la citación para preparatoria. Estos autos só-
lo son apelables por el Ministerio Público, las víctimas
y los ofendidos.

VIII. Los autos que nieguen el cateo, las medidas pre-
cautorias de carácter patrimonial, el arraigo del indicia-
do o la prohibición de abandonar una demarcación geo-
gráfica;

IX. Los autos en que un tribunal se niegue a declarar su
incompetencia por declinatoria, o a librar el oficio inhi-
bitorio a que se refiere el artículo 439 de este código, y 

X. Las demás resoluciones que señala la Ley.

Artículo 368. Plazos

La apelación podrá interponerse en el acto de la notifica-
ción o por escrito o comparecencia dentro de los cinco días
siguientes si se tratare de sentencia, o de tres días si se in-
terpusiere contra un auto.

Artículo 369. Omisión de notificación

Al notificarse al acusado la sentencia definitiva de primera
instancia, se le hará saber el término que la ley concede pa-
ra interponer el recurso de apelación; lo que se hará cons-
tar en el proceso.

La omisión de este requisito por parte del secretario o ac-
tuario que haya incurrido en ella, será castigada disciplina-
riamente por el tribunal que conozca del recurso, en térmi-
nos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
o la correspondiente del Estado o del Distrito Federal.

Artículo 370. Admisión

Interpuesto el recurso dentro del término legal, el tribunal
que dictó la resolución apelada lo admitirá o lo desechará
de plano, según que sea o no procedente conforme a las
disposiciones anteriores.

Contra el auto que admita la apelación no procede recurso
alguno.

Artículo 371. Prevención

Si el apelante fuere el acusado, al admitirse el recurso se le
prevendrá que nombre defensor que lo patrocine en la se-
gunda instancia.

Artículo 372. Remisión del proceso

Admitida la apelación en ambos efectos, se remitirá origi-
nal del proceso al Tribunal de apelación respectivo. Si fue-
ren varios los acusados y la apelación solamente se refiere
a alguno o algunos de ellos, el tribunal que dictó la senten-
cia apelada ordenará se expidan los testimonios al Órgano
Administrativo Desconcentrado Prevención y Readapta-
ción Social o su equivalente en los Estados o en el Distrito
Federal.

Si se trata de sentencia absolutoria, podrá remitirse original
del proceso, a no ser que hubieren uno o más inculpados
que no hubiesen apelado.
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Cuando la apelación se admite en el efecto devolutivo, sal-
vo el caso del párrafo anterior, se remitirá el duplicado au-
torizado de constancias o testimonio de lo que las partes
designen y de lo que el tribunal estime conveniente.

El duplicado o testimonio debe remitirse dentro de cinco
días y si no se cumple con esta prevención, el tribunal de
apelación, a pedimento del apelante, impondrá al inferior
una multa de cinco a quince veces el salario mínimo, si per-
siste en su incumplimiento se le dará vista al superior de la
Institución local o federal.

En el caso al que se refiere el párrafo anterior, el juez re-
mitirá al tribunal de apelación, junto con el testimonio, un
informe indicando el estado que guarda el proceso al mo-
mento en que dictó el auto recurrido, para los efectos de la
última parte del artículo 364 de este código.

Artículo 373. Plazo de vista

Recibido el proceso, el duplicado autorizado de constan-
cias o el testimonio, en su caso, el tribunal lo pondrá a la
vista de las partes por el plazo de tres días; y si dentro de
ellos no promovieren prueba se señalará día para la vista,
que se efectuará dentro de los treinta siguientes a la con-
clusión del primer plazo, si se tratare de sentencias defini-
tivas, y dentro de cinco días si se tratare de autos.

Para ello serán citados el Ministerio Público, la víctima o
el ofendido, el inculpado si estuviere en el lugar y el de-
fensor nombrado. Si no se hubiere nombrado a éste para la
instancia, el tribunal nombrará al defensor.

Artículo 374. Impugnación

Dentro de los tres días a que se refiere el artículo anterior,
las partes podrán impugnar la admisión del recurso o el
efecto o efectos en que haya sido admitido, y el tribunal da-
rá vista de la promoción a las otras partes por tres días, y
resolverá lo que fuere procedente dentro de los tres días si-
guientes.

Si se declarare mal admitida la apelación, se devolverá el
proceso al tribunal de su origen, si lo hubiere remitido.

Artículo 375. Devolución

Si las partes no impugnan el recurso conforme al artículo
anterior, se podrá declarar de oficio, después de la celebra-
ción de la vista, que fue mal admitida la apelación, y sin

revisarse la resolución apelada, se devolverá el expediente,
en su caso, al tribunal de su origen.

Artículo 376. Pruebas

Si dentro del plazo para promover prueba a que se refiere
el artículo 373 de este código, alguna de las partes la pro-
mueve, expresará el objeto y naturaleza de la prueba. Den-
tro de tres días de hecha la promoción, el tribunal decidirá,
sin más trámite, si es de admitirse o no.

Cuando se admita la prueba, se rendirá dentro del plazo de
cinco días. Desahogada, denegada o pasado el plazo que se
concedió para rendirla, nuevamente se citará para la vista
de la causa dentro de los plazos que señala el artículo 373
de este código.

Artículo 377. Desahogo de prueba fuera de jurisdicción

Si la prueba hubiere de rendirse en lugar distinto al en que
se encuentre el tribunal de apelación, éste concederá el tér-
mino que crea prudente según las circunstancias del caso,
el cual no será mayor de diez días.

Artículo 378. Prueba testimonial

Sólo se admitirá la prueba testimonial en segunda instan-
cia, cuando los hechos a que se refiera no hayan sido ma-
teria del examen de testigos en primera instancia.

Artículo 379. Prueba superviniente

Siempre que se haya interpuesto el recurso de apelación en
contra de una sentencia definitiva, el tribunal tiene facultad
para admitir las pruebas supervinientes para justificar la
procedencia de la condena condicional y para resolver so-
bre ella al fallarse el asunto, aun cuando no haya sido mo-
tivo de agravio el no haberse concedido ese beneficio en la
primera instancia.

Tratándose de apelaciones respecto de los autos de formal
prisión, sujeción a proceso o libertad por falta de elemen-
tos para procesar, el tribunal podrá ordenar el desahogo de
las pruebas supervinientes, si las partes las promueven.

Artículo 380. Documental pública

Los instrumentos públicos son admisibles mientras no se
declare vista la causa.
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Artículo 381. Anotaciones

Las partes podrán tomar en la Secretaría del tribunal los
apuntes que necesiten para alegar.

Artículo 382. Audiencia

El día señalado para la vista comenzará la audiencia ha-
ciendo el secretario del tribunal una relación del asunto; en
seguida hará uso de la palabra el apelante y a continuación
las otras partes, en el orden que indique quien presida la au-
diencia. Si fueren dos o más los apelantes, usarán de la pa-
labra en el orden que designe el mismo funcionario que
presida.

Artículo 383. Declaración de vista

Declarado visto el asunto, quedará cerrado el debate y el
tribunal de apelación pronunciará el fallo que corresponda,
a más tardar, dentro de ocho días, confirmando, revocando
o modificando la resolución apelada.

Artículo 384. Diligencias posteriores a la vista

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si después
de celebrada la vista el tribunal de apelación creyere nece-
saria la práctica de alguna diligencia para ilustrar su crite-
rio, podrá decretarla para mejor proveer, y la practicará
dentro de los diez días siguientes con arreglo a las disposi-
ciones relativas de este código. Practicada que fuere, falla-
rá el asunto dentro de los cinco días siguientes.

Artículo 385. Apelación del procesado o su defensor

Si solamente hubiere apelado el procesado o su defensor,
no se podrá aumentar la sanción impuesta en la sentencia
recurrida.

Si se tratare de auto de formal prisión o de sujeción a pro-
ceso, o de orden de aprehensión o de citación para prepa-
ratoria, podrá cambiarse la clasificación del delito y dictar-
se por el que aparezca probado.

Artículo 386. Reposición

La reposición del procedimiento se decretará a petición de
parte, debiendo expresarse los agravios en que se apoye la
petición. No se podrán alegar aquellos con los que la parte
agraviada se hubiere conformado expresamente, ni los que

cause alguna resolución contra la que no se hubiere inten-
tado el recurso que la ley conceda o, si no hay recurso, si
no se protesta contra dichos agravios al tenerse conoci-
miento de ellos en la instancia en que se causaron.

Artículo 387. Vicios en el procedimiento

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si el tribu-
nal de apelación encuentra que hubo violación manifiesta
del procedimiento que haya dejado sin defensa al procesa-
do, y que sólo por torpeza o negligencia de su defensor no
fue combatida debidamente, podrá suplir la deficiencia del
agravio y ordenar que se reponga dicho procedimiento.

Artículo 388. Causas para la reposición

Habrá lugar a la reposición del proceso por alguna de las
causas siguientes:

I. Por no haberse hecho saber al procesado durante la
instrucción ni al celebrarse el juicio, el motivo del pro-
cedimiento, o el nombre de las personas que le imputen
la comisión del delito.

II. Por no habérsele permitido nombrar defensor o no
nombrársele el de oficio en los términos que señala la
ley; por no habérsele facilitado la manera de hacer saber
al defensor su nombramiento, y por habérsele impedido
comunicarse con él o que dicho defensor lo asistiere en
alguna de las diligencias del proceso.

III. Por haberse omitido la designación del traductor al
inculpado que no hable o entienda suficientemente el
idioma castellano, en los términos que señale la ley.

IV. Por no habérsele ministrado los datos que necesitare
para su defensa y que constaren en el proceso.

V. Por no habérsele careado con algún testigo que hu-
biere depuesto en su contra, si el testigo rindió su decla-
ración en el mismo lugar donde se sigue el proceso, es-
tando allí también el procesado.

VI. Por no haber sido citada alguna de las partes para las
diligencias que tuviere derecho a presenciar;

VII. Por no haberse recibido a alguna de las partes, in-
justificadamente, las pruebas que hubiere ofrecido, con
arreglo a la ley;
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VIII. Por haberse celebrado el juicio sin asistencia del
funcionario que deba fallar, de su secretario o testigos
de asistencia y del Ministerio Público;

IX. Por existir omisiones graves de la defensa en perjui-
cio del sentenciado; se reputan como omisiones graves
de la defensa:

a) No haber asesorado al inculpado sobre la natura-
leza y las consecuencias jurídicas de los hechos im-
putados en el proceso;

b) No haber asistido a las diligencias que se practi-
caren con intervención del inculpado durante la ave-
riguación judicial y durante el proceso;

c) No haber ofrecido y aportado las pruebas necesa-
rias para la defensa del inculpado;

X. Por habérsele condenado por hechos distintos de los
que fueron considerados en las conclusiones del Minis-
terio Público.

XI. Por haberse negado a alguna de las partes los recur-
sos procedentes, o por haberse resuelto la revocación en
forma contraria a derecho, y

XII. Por haberse tenido en cuenta una diligencia que,
conforme a la ley, fuese nula.

Artículo 389. Notificación del fallo

Notificado el fallo a las partes, se remitirá desde luego la
ejecutoria al tribunal de primera instancia, devolviéndole el
expediente, en su caso.

Artículo 390. Corrección disciplinaria al inferior

Siempre que el tribunal de apelación encuentre que se re-
tardó indebidamente el despacho del asunto o que se violó
la ley durante el procedimiento judicial, si esas violaciones
no ameritan que sea repuesto el procedimiento ni que se re-
voque o modifique la resolución de que se trate, llamará la
atención al inferior y podrá imponerle una corrección dis-
ciplinaria, o consignarlo al juez que corresponda si la vio-
lación constituye delito.

Artículo 391. Corrección disciplinaria al defensor

Cuando el tribunal de apelación notare que el defensor fal-
tó a sus deberes: por no haber interpuesto los recursos que
procedían; por haber abandonado los interpuestos, cuando
de las constancias de autos apareciere que debían prospe-
rar; por no haber alegado circunstancias probadas en el
proceso y que habrían favorecido notablemente al inculpa-
do, o por haber alegado hechos no probados en autos, po-
drá imponerle una corrección disciplinaria o consignarlo al
juez si procediere. Si el defensor fuere de oficio, el tribunal
deberá, además, dar cuenta al superior de aquél, llamándo-
le la atención sobre la negligencia o ineptitud de dicho de-
fensor e iniciando averiguación judicial, en su caso.

Capítulo III
Denegada apelación

Artículo 392. Procedencia

El recurso de denegada apelación procede cuando ésta se
haya negado, o cuando se conceda sólo en el efecto devo-
lutivo siendo procedente en ambos, aun cuando el motivo
de la denegación sea que no se considera como parte al que
intente el recurso.

Artículo 393. Término

El recurso se interpondrá verbalmente o por escrito, dentro
de los tres días siguientes al en que se notifique la resolu-
ción que niegue la apelación.

Artículo 394. Substanciación

Interpuesto el recurso, el tribunal, sin más substanciación,
mandará expedir dentro de tres días, certificado en el que
brevemente expondrá la naturaleza y estado de las actua-
ciones, el punto sobre que recayó el auto apelado e inserta-
rá éste a la letra, así como el que lo haya declarado inape-
lable.

Artículo 395. Responsabilidades

Cuando el tribunal de primera instancia no cumpliere con
lo prevenido en el artículo anterior, el interesado podrá
ocurrir por escrito ante el de apelación, el cual mandará
que el inferior remita el certificado dentro de veinticuatro
horas, sin perjuicio de la responsabilidad a que hubiere lu-
gar.
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Artículo 396. Plazos

Recibido por el promovente el certificado, deberá presen-
tarlo ante el tribunal de apelación dentro del término de tres
días contados desde que se le entregue, si el tribunal reside
en el mismo lugar. Si reside en otro, el de primera instan-
cia señalará además de los tres días, el término que sea ne-
cesario, atendidas las distancias y los medios de comunica-
ción, sin que el término total pueda exceder de treinta días.

Artículo 397. Citación

El tribunal de apelación, sin más trámite, citará para sen-
tencia y pronunciará ésta dentro de los cinco días siguien-
tes a la notificación.

Artículo 398. Resolución

Si la apelación se declara admisible, o se varía el grado, se
pedirá el testimonio o el expediente, en su caso, al tribunal
de primera instancia para substanciar la segunda.

Capítulo IV
Queja

Artículo 399. Casos

Se ocurrirá en queja al inmediato Superior para corregir las
conductas omisivas de los Jueces que no emitan las resolu-
ciones independientemente de cualquier otro medio de im-
pugnación previsto, en los casos siguientes:

I. Detención del acusado sin auto de formal prisión o
fuera del término constitucional, debiéndose dar vista al
juez para que se inicie la averiguación judicial corres-
pondiente;

II. Dictar auto de formal prisión o de libertad por falta
de elementos para procesar, indebidamente;

III. Violación a los artículos 8, 17, 18 y 20 de la Consti-
tución General de la República, cometida durante el
proceso, debiéndose dar vista al juez para que se inicie
la averiguación judicial correspondiente;

IV. En contra de las sentencias interlocutorias o defini-
tivas, y

V. En los demás casos en que la ley no conceda recurso
especial.

Artículo 400. Aplicabilidad

Son aplicables al recurso de queja, las siguientes disposi-
ciones:

I. El recurso es procedente si se interpone ante el supe-
rior, dentro de tres días a partir de aquél en que se co-
noció el acto que se reclama;

II. Al interponerse el recurso deberá expresarse el hecho
que constituye la violación, las leyes que se consideren
violadas y el concepto de violación;

III. Si el recurrente no cumple con los requisitos que es-
tablece la fracción anterior, se desechará de plano el re-
curso, salvo que el recurrente sea la víctima o el ofendi-
do, caso en el cual el Superior al que corresponda
resolver la queja, deberá suplir la deficiencia de los
agravios o la falta de ellos;

IV. No cabe recurso contra el auto que admita o deseche
la queja;

V. Admitido el recurso, en el mismo auto se ordenará al
juez responsable remita informe con justificación,
acompañando testimonio de las constancias que las par-
tes hayan señalado y de las que el juez estime condu-
centes;

VI. El informe deberá rendirse dentro del término de
tres días;

VII. Recibido el informe, se pondrá el expediente for-
mado con motivo de la queja a la vista del recurrente, de
la víctima o del ofendido y del Ministerio Público por el
término de tres días para que aleguen lo que a su dere-
cho convenga;

VIII. Vencido el término de tres días a que se refiere la
fracción anterior, el Superior dictará, dentro de los si-
guientes tres días la resolución procedente que decida el
recurso;

IX. Si el caso lo amerita, a juicio del Superior y bajo su
responsabilidad, podrá decretarse la suspensión del acto
recurrido, excepto en el caso de formal prisión, y

X. La resolución que resuelve el recurso de queja es ina-
pelable.
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Título Decimosegundo
Incidentes

Sección Primera
Incidentes de libertad

Capítulo I
Libertad provisional bajo caución

Artículo 401. Derechos

Desde el momento en que quede a disposición del órgano
jurisdiccional, todo inculpado tendrá derecho durante la
averiguación judicial o el proceso penal a ser puesto en li-
bertad provisional, inmediatamente que lo solicite, si se reú-
nen los siguientes requisitos:

I. Que garantice o haya cubierto el monto estimado de
la reparación del daño.

Tratándose de delitos que afecten la vida o la integridad
corporal, el monto de la reparación no podrá ser menor
del que resulte aplicándose las disposiciones estableci-
das en este Código;

II. Que garantice las sanciones pecuniarias fijándose al
efecto el término medio aritmético de la pena que co-
rresponda al delito;

III. Que caucione el cumplimiento de las obligaciones a
su cargo, que la ley establece en razón del proceso, y

IV. Que no se trate de alguno de los delitos señalados
como graves en el artículo 242 de este Código.

La garantía a que se refiere la fracción I deberá ser siempre
mediante depósito en efectivo, y las señaladas en las frac-
ciones II y III podrán consistir en depósito en efectivo,
fianza, prenda, hipoteca o fideicomiso formalmente consti-
tuido.

Artículo 402. Negativa de la libertad provisional

En caso de delitos no graves, a solicitud del Ministerio Pú-
blico, el juez podrá negar la libertad provisional del incul-
pado, en los casos siguientes:

I. Cuando el inculpado haya sido condenado con ante-
rioridad, por algún delito calificado como grave por la
ley, o

II. Cuando el Ministerio Público, la víctima o el ofendi-
do aporten elementos al Juez para establecer que la li-
bertad del inculpado representa por su conducta prece-
dente o por las circunstancias y características del delito
cometido, un riesgo para la víctima o el ofendido o pa-
ra la sociedad.

Artículo 403. Procedencia

Por conducta precedente o circunstancias y características
del delito cometido, según corresponda, se entenderán,
cuando:

I. El inculpado sea delincuente habitual o reincidente
por delitos dolosos, en términos de lo dispuesto por el
Código Penal;

II. El inculpado esté sujeto a otro u otros procesos pe-
nales anteriores, en los cuales se le haya dictado auto de
formal prisión por el mismo género de delitos;

III. El inculpado se haya sustraído a la acción de la jus-
ticia y esté sujeto a un procedimiento penal por delito
doloso por el cual haya sido extraditado;

IV. El inculpado se haya sustraído con anterioridad a la
acción de la justicia impidiendo con ello la continuidad
del proceso penal correspondiente;

V. El Ministerio Público, la víctima o el ofendido, apor-
ten cualquier otro elemento probatorio de que el incul-
pado se sustraerá a la acción de la justicia, si la libertad
provisional le es otorgada;

VI. Exista el riesgo fundado de que el inculpado come-
ta un delito doloso contra la víctima u ofendido, alguno
de los testigos que depongan en su contra, servidores
públicos que intervengan en el procedimiento, o algún
tercero, si la libertad provisional le es otorgada;

VII. Se trate de delito cometido con violencia, en aso-
ciación delictuosa o pandilla, o

VIII. El inculpado haya cometido el delito armado, en
estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes o
sustancias psicotrópicas.
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Artículo 404. Revocación

El juez podrá en todo caso revocar la libertad provisional
concedida al inculpado cuando aparezca durante el proce-
so, cualesquiera de las causas previstas en el artículo ante-
rior y así lo solicite el Ministerio Público, la víctima o el
ofendido.

Artículo 405. Garantía

A petición del procesado o su defensor, la caución que ga-
rantice el cumplimiento de las obligaciones que la ley esta-
blece a cargo del primero en razón del proceso, se reducirá
en la proporción que el juez estime justa y equitativa,
siempre y cuando no sea menor que el monto fijado para la
reparación del daño, por cualquiera de las circunstancias
siguientes:

I. El tiempo que el procesado lleve privado de su liber-
tad;

II. La disminución acreditada de las consecuencias o
efectos del delito;

III. La imposibilidad económica demostrada para otor-
gar la caución señalada inicialmente, aun con pagos par-
ciales;

IV. El buen comportamiento observado en el centro de
reclusión de acuerdo con el informe que rinda el Conse-
jo Técnico Interdisciplinario, y

V. Otras que racionalmente conduzcan a crear seguridad
de que no procurará sustraerse a la acción de la justicia.

La petición de reducción se resolverá de plano.

Artículo 406. Negativa de libertad caucional

Si se negare la libertad bajo caución podrá solicitarse de
nuevo y concederse por causas supervenientes.

Artículo 407. Caución

El monto de la caución que garantice la libertad del incul-
pado será fijada por el órgano jurisdiccional, tomando en
consideración:

I. Los antecedentes del inculpado;

II. La gravedad y circunstancias del delito imputado;

III. El mayor o menor interés que pueda tener el incul-
pado en sustraerse a la acción de la justicia;

IV. Las condiciones económicas del inculpado;

V. La naturaleza de la garantía que se fije, y

VI. En su caso, la satisfacción previa de la garantía del
monto estimado de la reparación del daño y de las san-
ciones pecuniarias que puedan imponérsele.

Artículo 408. Depósito de la caución

La caución en efectivo que hagan el inculpado o terceras
personas, las recibirá el órgano jurisdiccional, tomándose
razón de ella en autos y se mandará depositar en el lugar
que determine el gobierno estatal, el del Distrito Federal o
los Consejos de la Judicatura según sea el caso.

Cuando el inculpado no tenga recursos económicos sufi-
cientes para efectuar de una sola exhibición el depósito en
efectivo, el juez podrá autorizarlo para que lo efectúe en
parcialidades, de conformidad con las siguientes reglas:

I. Que el inculpado tenga cuando menos un año de resi-
dir en forma efectiva en el lugar en que se siga el pro-
ceso, y demuestre estar desempeñando empleo, profe-
sión u ocupación lícitos que le provean medios de
subsistencia;

II. Que el inculpado tenga fiador personal que, a juicio
del juez, sea solvente e idóneo y dicho fiador proteste
hacerse cargo de las exhibiciones no efectuadas por el
inculpado;

III. El monto de la primera exhibición no podrá ser in-
ferior al quince por ciento del monto total de la caución
fijada, y deberá efectuarse antes de que se obtenga la li-
bertad provisional; y

IV. El inculpado deberá obligarse a efectuar las exhibi-
ciones por los montos y en los plazos que le fije el juez.

Artículo 409. Hipoteca en garantía

Cuando la garantía consista en hipoteca, el inmueble no de-
berá reportar gravamen alguno y su valor fiscal o catastral
sea cuando menos de tres veces el monto de la suma fijada
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como caución, debiendo estar al corriente en el pago de sus
contribuciones.

Artículo 410. Fianza

Cuando la fianza exceda de veinticinco días de salario mí-
nimo general vigente para el Distrito Federal, se regirá por
lo dispuesto en el Código Civil, con la salvedad de que, tra-
tándose de instituciones de crédito, no será necesario que
éstas tengan bienes inscritos en el Registro Público de la
Propiedad. El aviso al registro será dado por el órgano ju-
risdiccional.

Artículo 411. Fiador

Los bienes inmuebles de los fiadores deben tener cuando
menos un valor tres veces mayor que el monto de la cau-
ción señalada.

Artículo 412. Constancia de la fianza

Las fianzas de que habla este capítulo se harán constar en
la misma pieza de autos o se agregarán a éstos.

Artículo 413. Solvencia del fiador

El fiador, excepto cuando se trate de las instituciones le-
galmente establecidas para otorgar fianzas, declarará ante
el tribunal bajo protesta de decir verdad, si ha otorgado con
anterioridad alguna otra fianza judicial y, en su caso, la
cuantía y circunstancias de la misma, para que esa declara-
ción se tome en cuenta al calificar su solvencia.

Artículo 414. Notificación

Al notificarse al inculpado el auto que le conceda la liber-
tad caucional, se le hará saber que contrae ante el órgano
jurisdiccional las siguientes obligaciones:

I. Presentarse ante él los días fijos que se estime conve-
niente señalarle y cuantas veces sea citado o requerido
para ello;

II. Comunicar al mismo tribunal los cambios de domici-
lio que tuviere, y

III. No ausentarse del lugar sin su permiso, el que no se
lo podrá conceder por tiempo mayor de un mes.

También se le harán saber las causas de revocación de la li-
bertad caucional.

En la notificación se hará constar que se hicieron saber al
acusado las anteriores obligaciones y las causas de revoca-
ción; pero la omisión de este requisito no librará de ellas ni
de sus consecuencias al inculpado.

Artículo 415. Revocación

La libertad caucional concedida al inculpado se le revoca-
rá en los siguientes casos:

I. Cuando desobedezca, sin causa justa y comprobada,
las órdenes legítimas del órgano jurisdiccional del co-
nocimiento previa garantía de audiencia sobre ese parti-
cular;

II. Cuando antes de que la causa en que se le concedió
la libertad esté concluida por sentencia ejecutoria, co-
meta un nuevo delito que merezca pena privativa de li-
bertad;

III. Cuando amenazare al ofendido o a algún testigo de
los que hayan depuesto o tengan que deponer en su cau-
sa, trate de sobornar a alguno de estos o coechar a cual-
quier servidor público del órgano jurisdiccional o Agen-
te del Ministerio Público que intervengan en el caso;

IV. Cuando lo solicite el mismo inculpado y se presente
al órgano jurisdiccional competente.

V. Cuando durante la instrucción aparezca que el delito
o los delitos materia del auto de formal prisión son de
los considerados como graves;

VI. Cuando en el proceso cause ejecutoria la sentencia
dictada en primera o segunda instancia, y

VII. Cuando el inculpado no cumpla con algunas de las
obligaciones a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 416. Causas de revocación con la garantía de
un tercero

Cuando un tercero haya garantizado la libertad del incul-
pado por medio de depósito en efectivo, de fianza o de hi-
poteca, aquella se revocará:

I. En los casos que menciona el artículo anterior;
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II. Cuando el tercero pida que se le releve de la obliga-
ción y presente al inculpado, y

III. Cuando se demuestre la insolvencia del fiador.

Artículo 417. Reaprehensión

En los casos de las fracciones I y VII del artículo 415 de es-
te Código, se mandará reaprehender al inculpado y la cau-
ción se hará efectiva, a cuyo efecto el órgano jurisdiccional
enviará el certificado de depósito o el testimonio de la hi-
poteca a la autoridad fiscal para su cobro.

En los casos de las fracciones II, III, V y VI del mismo ar-
tículo y III del artículo 416 de este Código, se ordenará la
reaprehensión del inculpado. En el de la fracción II del 416
de este Código, se remitirá al inculpado al establecimiento
que corresponda.

Artículo 418. Devolución de los depósitos

El órgano jurisdiccional ordenará la devolución de los de-
pósitos o mandará cancelar las garantías en los siguientes
casos:

I. Cuando el acusado sea absuelto por sentencia ejecu-
toriada.

II. Cuando se trate de las fracciones IV y V del artículo
415 de este Código y se remita al inculpado al centro
preventivo y de readaptación social correspondiente, o

III. Cuando quede firme el auto de libertad o sobresei-
miento pronunciado a favor del inculpado.

Artículo 419. Efectividad de las cauciones

Cuando resulte condenado el inculpado que se encuentre
en libertad bajo caución y se presente a cumplir su conde-
na, las cauciones para garantizar la reparación del daño y
las sanciones pecuniarias se harán efectivas, la primera, a
favor de la víctima o afectado por el delito y, la segunda, a
favor del Fondo para la Reparación del Daño dependiente
de la Procuraduría General de la República o de la Procu-
raduría General de Justicia del Estado correspondiente. La
otorgada para garantizar la libertad provisional se devolve-
rá al sentenciado o a quien indique éste, o en su caso, se
cancelara.

Artículo 420. Sanción pecuniaria

La autoridad fiscal conservará en su poder el importe de la
caución que se haya hecho efectiva, entretanto se resuelve
sobre la sanción pecuniaria, para los efectos de asegurar el
pago de ésta.

Capítulo II
Libertad provisional bajo protesta

Artículo 421. Requisitos

La libertad bajo protesta podrá decretarse siempre que con-
curran las circunstancias siguientes:

I. Que se trate de delitos cuya pena máxima no exceda de
tres años de prisión. Tratándose de personas de escasos
recursos, el juez podrá conceder este beneficio cuando la
pena privativa de libertad no exceda de cuatro años.

II. Que el inculpado no haya sido condenado por delito
intencional.

III. Que éste tenga domicilio fijo y conocido en el lugar
en donde se sigue o deba seguirse el proceso, o dentro
de la jurisdicción del tribunal respectivo;

IV. Que la residencia del inculpado en dicho lugar sea de
un año cuando menos;

V. Que el inculpado tenga profesión, oficio, ocupación o
modo honesto de vivir;

VI. Que a juicio de la autoridad que la conceda no haya
temor de que el inculpado se sustraiga a la acción de la
justicia, y

VII. Que se haya cubierto o garantizado, en su caso el
monto de la reparación del daño.

La libertad bajo protesta se substanciará en la forma esta-
blecida para los incidentes no especificados.

Serán aplicables a la libertad bajo protesta, las disposicio-
nes contenidas en el artículo 414 de este Código.

Artículo 422. Procedencia

Será igualmente puesto en libertad bajo protesta el incul-
pado, sin los requisitos del artículo anterior, cuando cum-
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pla la pena impuesta en primera instancia y haya cubierto
o garantizado la reparación del daño, estando pendiente el
recurso de apelación. Los tribunales acordarán la libertad
de que trata este artículo.

Si sólo apeló el sentenciado, no se revocará la libertad ba-
jo protesta, salvo que se esté en el caso previsto en la frac-
ción IV del artículo 424 de este Código.

Artículo 423. Presentación

El auto en que se conceda la libertad bajo protesta, no sur-
tirá sus efectos hasta que el inculpado proteste formalmen-
te presentarse ante el tribunal que conozca del asunto siem-
pre que se le ordene.

Artículo 424. Revocación

La libertad bajo protesta se revocará en los casos siguien-
tes:

I. Cuando el inculpado desobedeciere sin causa justa y
probada la orden de presentarse al tribunal que conozca
de su proceso.

II. Cuando cometiere un nuevo delito, antes de que el
proceso en que se le concedió la libertad esté concluido
por sentencia ejecutoria.

III. Cuando amenazare al ofendido o a algún testigo de
los que hayan depuesto o tengan que deponer en su pro-
ceso o tratare de cohechar o sobornar a alguno de estos
últimos, a algún funcionario del órgano jurisdiccional, o
al agente del Ministerio Público que intervengan en su
proceso.

IV. Cuando en el curso del proceso apareciere que el de-
lito merece una pena mayor que la señalada en la frac-
ción I del artículo 421 de este Código.

V. Cuando dejare de concurrir alguna de las condiciones
expresadas en las fracciones III, V y VI del artículo 421
de este Código.

VI. Cuando recaiga sentencia condenatoria contra el in-
culpado y ésta cause ejecutoria.

Capítulo III
Libertad por desvanecimiento de datos

Artículo 425. Procedencia

La libertad por desvanecimiento de datos procede en los si-
guientes casos:

I. Cuando en cualquier estado de la instrucción y des-
pués de dictado el auto de formal prisión aparezca ple-
namente desvanecidos los datos que sirvieron para
comprobar el cuerpo del delito, o

II. Cuando en cualquier estado de la instrucción y sin
que hubieren aparecido datos posteriores de responsabi-
lidad, se hayan desvanecido plenamente los considera-
dos en el auto de formal prisión para tener al detenido
como presunto responsable.

Artículo 426. Términos

Para substanciar el incidente respectivo, hecha la petición
por alguna de las partes, el tribunal citará a las partes a una
audiencia dentro del término de cinco días, a la que el Mi-
nisterio Público deberá asistir.

La resolución que proceda se dictará dentro de las setenta
y dos horas siguientes a la en que se celebró la audiencia.

Artículo 427. Implicación

La solicitud del Ministerio Público para que se conceda la
libertad por desvanecimiento de datos no implica el desis-
timiento de la acción penal. En consecuencia, el órgano ju-
risdiccional puede negar dicha libertad a pesar de la peti-
ción favorable del Ministerio Público, salvo que se esté en
el caso previsto por el artículo 172 de este Código.

Artículo 428. Promoción

Cuando el inculpado solamente haya sido declarado sujeto
a proceso, se podrá promover el incidente a que se refiere
este capítulo, para que quede sin efecto esa declaración.

Artículo 429. Resolución

La resolución que conceda la libertad tendrá los mismos
efectos que el auto de libertad por falta de elementos para
procesar, quedando expeditos el derecho del Ministerio Pú-
blico, de la víctima o del ofendido para solicitar nueva-
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mente la aprehensión del inculpado y la facultad del tribu-
nal para dictar nuevo auto de formal prisión, si aparecieren
posteriormente datos que les sirvan de fundamento y siem-
pre que no se varíen los hechos delictuosos motivo del pro-
cedimiento. Cuando la libertad se resuelva con apoyo en la
fracción I del artículo 425 de este Código, tendrá efectos
definitivos y se sobreseerá el proceso.

Seccion Segunda
Incidentes diversos

Capítulo I
Substanciación de las competencias

Artículo 430. Formas

Las cuestiones de competencia pueden iniciarse por decli-
natoria o por inhibitoria.

Cuando se hubiere optado por uno de estos medios, no se
podrá abandonar para recurrir al otro ni emplear los dos su-
cesivamente, por lo cual deberá esperar el resultado de
aquel que se hubiere preferido, para iniciar el subsecuente.

Artículo 431. Competencia

La declinatoria se intentará ante el Órgano Jurisdiccional
que conozca del asunto pidiéndole que se abstenga del co-
nocimiento del mismo y que remita las actuaciones al Ór-
gano Jurisdiccional que se estime competente.

Artículo 432. Interposición

La declinatoria podrá promoverse en cualquier estado del
procedimiento judicial. Si se opusiere durante la instrucción,
el órgano jurisdiccional que conozca del asunto podrá seguir
actuando válidamente hasta que el Ministerio Público, las
víctimas u ofendidos y la defensa formulen conclusiones.

Artículo 433. Términos

Propuesta la declinatoria el órgano jurisdiccional mandará
dar vista de la solicitud a las otras partes por el término de
tres días comunes y resolverá lo que corresponda dentro de
los seis días siguientes.

Artículo 434. Inicio

La declinatoria puede iniciarse y sostenerse por los órganos
jurisdiccionales y para el efecto se oirá la opinión del Mi-

nisterio Público y las partes, y se resolverá lo que se esti-
me procedente remitiéndose, en su caso, las actuaciones a
la autoridad que se juzgue competente.

Artículo 435. Práctica de diligencias

La competencia por declinatoria no podrá resolverse hasta
después de que se practiquen las diligencias que no admi-
tan demora y en caso de que haya detenido de haberse dic-
tado el auto de formal prisión o el de libertad por falta de
elementos para procesar.

Artículo 436. Procedimiento

El órgano jurisdiccional que reciba las actuaciones que le
remita el que se hubiese declarado incompetente, oirá al
Ministerio Público y a las partes dentro de tres días y re-
solverá en el plazo de seis días si reconoce su competencia.
Si no la reconoce remitirá las audiencias al órgano juris-
diccional de competencia con su opinión, comunicándole
al órgano jurisdiccional que hubiere enviado el expediente.
Si el órgano jurisdiccional que reciba las actuaciones con-
forme a lo previsto en la primera parte de este artículo, no
resuelve dentro del plazo señalado, se procederá como en
la queja.

Artículo 437. Intención

La inhibitoria se intentará ante el órgano jurisdiccional que
se crea competente para que se avoque al conocimiento del
asunto.

Artículo 438. Desistimiento

El que promueva la inhibitoria puede desistirse de ella an-
tes de que sea aceptada por los tribunales; mas una vez que
éstos la acepten, continuará substanciándose hasta su deci-
sión.

Artículo 439. Trámite

El órgano jurisdiccional mandará dar vista al Ministerio
Público y a las partes cuando no proviniere de éstas la ins-
tancia, por el término de tres días, y si estimare que es com-
petente para conocer del asunto, librará oficio inhibitorio al
tribunal que conozca del negocio, a efecto de que le remi-
ta la causa.
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Artículo 440. Vista a las partes

Luego que el órgano jurisdiccional requerido reciba la in-
hibitoria, señalará tres días al Ministerio Público y a las
demás partes, para que se impongan de lo actuado.

Los citará para una audiencia que se efectuará dentro de las
veinticuatro horas siguientes, concurran o no los citados; y
resolverá lo que corresponda dentro de tres días. Si la re-
solución fuere reconociendo su incompetencia, remitirá los
autos al que le hubiere girado el oficio inhibitorio. Si la re-
solución es sosteniendo su competencia remitirá desde lue-
go los autos al órgano jurisdiccional que deba decidir la
controversia.

Artículo 441. Tramitación

Los incidentes sobre competencias se tramitarán siempre
por separado.

Artículo 442. Resolución

El juez de competencias en los casos de los artículos 436 y
440 de este Código, dará vista al Ministerio Público, al pro-
cesado, y a la víctima o el ofendido por el término de seis
días y resolverá lo que corresponda dentro de los quince
días siguientes, remitiendo las actuaciones al órgano juris-
diccional que se declare competente.

Artículo 443. Validez

Lo actuado por un órgano jurisdiccional incompetente será
válido si se tratare de órgano jurisdiccional del mismo fue-
ro. Si se tratare de distinto fuero, el tribunal federal dictará
auto declarando que queda abierta la instrucción para que
las partes promuevan las diligencias de prueba que estimen
convenientes, procediéndose en seguida conforme a las de-
más disposiciones de este Código.

Artículo 444. Devolución

Cuando la competencia se resuelva en favor del fuero que
haya conocido del asunto, el tribunal de competencias se li-
mitará a devolver las actuaciones al tribunal que las haya
remitido.

Artículo 445. Substanciación

En la substanciación de las competencias, una vez transcu-
rridos los términos se proveerá el trámite que corresponda.

Artículo 446. Derecho de las partes

En todas las controversias de competencia, será oído el
Ministerio Público y las partes.

Capítulo II
Impedimentos, excusas y recusaciones

Artículo 447. Causas

Los magistrados y jueces deben excusarse en los asuntos
en que intervengan, al inicio de sus actuaciones por cual-
quiera de las causas de impedimento que señale la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, o las respecti-
vas de los Estados y del Distrito Federal.

Artículo 448. Dispensa

Las causas de impedimento no pueden dispensarse por vo-
luntad de las partes.

Artículo 449. Calificación

El impedimento se calificará por el superior a quien co-
rrespondería juzgar de una recusación, en vista del informe
que, dentro de tres días, rinda el juez o magistrado. Contra
la resolución que se dicte no habrá recurso alguno.

Artículo 450. Recusación

Cuando un juez o magistrado no se excuse a pesar de tener
algún impedimento, procederá la recusación.

No son admisibles las recusaciones sin causa. En todo ca-
so se expresará concreta y claramente la que exista, y sien-
do varias se propondrán al mismo tiempo, salvo que se tra-
te de alguna superveniente, la que se propondrá cuando
ocurra.

Artículo 451. Interposición

La recusación puede interponerse en cualquier tiempo,
hasta antes de la citación para sentencia, y la promovida
no suspenderá la instrucción ni la tramitación del recurso
pendiente. Si se interpusiere en contra de un juez o ma-
gistrado, se suspenderá la celebración del juicio y, en su
caso, la audiencia para la resolución del asunto en el tribu-
nal de alzada.
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Artículo 452. Cambio de personal

Si después de la citación para sentencia o para la vista, hu-
biere cambio en el personal de un tribunal, la recusación
sólo será admisible si se propone dentro de los tres días si-
guientes al en que se notifique el auto a que se refiere el ar-
tículo 62 de este Código.

Artículo 453. Desechamiento

Toda recusación que no fuere promovida en tiempo y for-
ma, será desechada de plano.

Artículo 454. Declaración de inhibición

Cuando el juez o magistrado estime cierta y legal la causa
de recusación, sin audiencia de las partes se declararán in-
hibidos y mandarán que pase el asunto a quien correspon-
da.

Artículo 455. Ilegalidad de la causa alegada

Cuando los servidores públicos a que se refiere el artículo
anterior estimen que no es cierta o que no es legal la causa
alegada, señalarán al recusante el término de cuarenta y
ocho horas para que ocurra ante el superior que deba cono-
cer de la recusación.

Si éste estuviere en diferente lugar del en que reside el
funcionario recusado, además de las cuarenta y ocho ho-
ras indicadas, se concederá un término hasta de cinco días,
teniendo en cuenta la mayor o menor dificultad en las co-
municaciones.

Si dentro de los términos de que trata este artículo no se
presenta el recusante al superior, se le tendrá por desistido.

Artículo 456. Trámite de recusación

Interpuesta la recusación, el recusado deberá dirigir oficio
al superior que deba calificar aquélla, con inserción del es-
crito en que se haya promovido, del proveído correspon-
diente y de las constancias que sean indispensables, a jui-
cio del mismo recusado, y de las que señalare el recusante.

Artículo 457. Informe del funcionario recusado

En el caso del artículo 455 de este Código, recibido el es-
crito de la parte que haya promovido la recusación por

quien deba conocer de ella, se pedirá informe al funciona-
rio recusado, quien lo rendirá dentro del término de veinti-
cuatro horas.

Artículo 458. Resolución

Dentro de cinco días, contados desde el siguiente al en que
se reciban los oficios a que se refieren los dos artículos an-
teriores, se resolverá si es legal o no la causa de recusación
que se hubiere alegado.

Si la resolución fuere afirmativa y la causa se hubiere fun-
dado en hechos que no estuvieren justificados, se abrirá el
incidente a prueba por un término que no excederá de diez
días.

Artículo 459. Conclusión

Concluido el término probatorio, dentro de las cuarenta y
ocho horas siguientes, se pronunciará la resolución contra
la que no habrá recurso alguno.

Artículo 460. Multa

Cuando se deseche la recusación se impondrá al recusante
una multa equivalente de cincuenta a cien días de salario
mínimo general vigente en la zona.

Artículo 461. Calificación de legalidad

Calificada de legal una excusa o una causa de recusación,
el impedido o recusado quedará definitivamente separado
del conocimiento del asunto, turnándose éste al titular del
órgano jurisdiccional que corresponda, conforme a la Ley
Orgánica del Poder Judicial de que se trate, debiéndose co-
municar lo anterior al impedido o recusado.

Artículo 462. Improcedencia

No procede la recusación:

I. Al cumplimentar exhortos.

II. En los incidentes de competencia.

III. En la calificación de los impedimentos o recusacio-
nes.
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Artículo 463. Funcionarios competentes

Los secretarios y los actuarios de los órganos jurisdiccio-
nales quedan comprendidos en lo dispuesto en este capítu-
lo, con las modificaciones que determinan los tres siguien-
tes artículos.

Artículo 464. Competencia

De los incidentes conocerá el juez o magistrado de quien
dependa el impedido o recusado.

Artículo 465. Trámite

Alegado el impedimento o admitida la recusación, el se-
cretario o actuario pasará el asunto a quien deba substituir-
le conforme a la ley.

Artículo 466. Reconocimiento

Reconocida por el recusado como cierta la causa de recu-
sación, o admitido como legítimo el impedimento, el juez
o magistrado declarará, sin más trámite, impedido para ac-
tuar en el negocio al secretario o actuario de quien se trate.

Si se declara que el impedimento o la recusación no es pro-
cedente, el secretario o el actuario continuará actuando en
la causa.

Contra la resolución respectiva no cabe recurso alguno.

Artículo 467. Impedimento a servidores públicos

Los agentes o secretarios del Ministerio Público y defenso-
res de oficio, deben excusarse en los asuntos en que inter-
vengan, por cualquiera de las causas de impedimento que
señalen las correspondientes.

Artículo 468. Calificación de impedimento

Los impedimentos de estos servidores públicos serán cali-
ficados por quienes designe la ley respectiva.

Capítulo III
Suspensión del proceso

Artículo 469. Causas

Iniciado el procedimiento judicial, no podrá suspenderse
sino en los casos siguientes:

I. Cuando al procesado le sobrevenga una causa de in-
imputabilidad o alguna enfermedad incurable en fase
terminal; o

II. En los demás casos en que la ley ordene expresa-
mente la suspensión del procedimiento.

Artículo 470. Reanudación

El proceso se reanudará cuando desaparezcan las causas
que motivaron su suspensión.

Artículo 471. Resolución

El órgano jurisdiccional resolverá de plano sobre la sus-
pensión del procedimiento, cuando se justifique alguna de
las causas a que se refiere el artículo 469 de este Código. 

Capítulo IV
Acumulación de autos

Artículo 472. Causas

La acumulación de autos tendrá lugar en los casos que pre-
vienen los artículos 31 y 35 de éste Código, siempre que
los procesos se encuentren en instrucción.

Las causas que se sigan en el mismo órgano jurisdiccional,
la acumulación podrá decretarse, sin substanciación alguna.

Si la promoviere alguna de las partes, el órgano jurisdic-
cional las citará a una audiencia que tendrá lugar dentro de
tres días  y, sin más trámite, resolverá dentro del mismo
plazo, pudiendo negarla cuando a su juicio se dificulte la
investigación.

Artículo 473. Incidente de competencia

Si las causas se siguen en diferentes juzgados, la acumu-
lación solamente se decretará previo incidente de compe-
tencia.

Capítulo V
Separación de autos

Artículo 474. Trámite

El juez que conozca de un proceso seguido contra varios
sujetos, ordenará la separación de procesos, únicamente
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cuando alguno de aquéllos solicite el cierre de la instruc-
ción, en tanto que otro se oponga a ello.

Artículo 475. Substanciación

El incidente sobre separación de autos se substanciará por
separado, en la misma forma que el de acumulación sin
suspender el procedimiento.

Artículo 476. Competencia

Cuando varios órganos jurisdiccionales conocieren de pro-
cesos cuya separación se hubiere decretado, el que prime-
ro pronuncie sentencia ejecutoria procederá a remitir co-
pias certificadas a los Órganos Jurisdiccionales que
conozcan de los otros procesos, para los efectos de la apli-
cación de las sanciones.

Capítulo VI
Reparación del Daño

Artículo 477. Reglas generales

La reparación del daño, proveniente del delito que deba cu-
brir el sentenciado, tiene el carácter de pena y se exigirá de
oficio por el juez y por el Ministerio Público. La víctima,
el ofendido o sus derechohabientes podrán ejercer sus de-
rechos como partes, aportando en su caso, los datos y prue-
bas que tengan para tal efecto.

El juez atenderá desde la averiguación judicial que se apli-
que este artículo y la ley en todo lo procedente para que se
garantice y se cubra la totalidad de la reparación del daño;
es responsabilidad del agente del Ministerio Público que
esta norma se cumpla en sus términos.

El denunciante recibirá la cantidad equivalente al veinte
por ciento del valor del monto total que corresponda a la
reparación del daño, por el delito denunciado, esta cantidad
deberá agregarse al monto total de la reparación del daño.

La reparación del daño comprende:

I. La restitución de la cosa obtenida por el delito y si no
fuere posible, el pago total del valor de la misma;

II. La indemnización del daño material y moral causado,
incluyendo el pago de los tratamientos médicos y hos-
pitalarios que, como consecuencia del delito, sean nece-
sarios para la recuperación de la salud de la víctima y su

rehabilitación. En los casos de delitos contra la libertad
y el normal desarrollo psicosexual y de violencia fami-
liar, además se comprenderá el pago de los tratamientos
psicoterapéuticos que sean necesarios para la víctima;

III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados, en
los términos de la legislación civil federal o local.

IV. El monto de la reparación del daño será fijado de
acuerdo con las pruebas que obren en el proceso y se su-
jetará invariablemente a las siguientes reglas:

a) Cuando el daño se cause a las personas, el monto
de la reparación se determinará atendiendo a lo dis-
puesto en el artículo 500 de la Ley Federal del Tra-
bajo, computado sobre el salario mínimo general vi-
gente en el área geográfica “A”, al momento de su
fallecimiento o de producirse la lesión.

b) Para la cuantificación del monto de la reparación
del daño, se aplicará la siguiente regla:

La cantidad equivalente al importe de setecientos
noventa días, calculados sobre el triple del salario,
de acuerdo al inciso a), multiplicados por el número
de años que fije el juez en su sentencia para cada ca-
so.

En el supuesto de que la sentencia privativa de li-
bertad sea de diez años o menor, el factor multipli-
cador a que se refiere el párrafo anterior será diez.

c) Cuando se produzca el delito de lesiones, en cual-
quiera de sus modalidades, se aplicará la regla seña-
lada en el inciso b), pero el factor multiplicador será
el número que señala la pena más alta para el delito
de que se trate.

Lo anterior, sin perjuicio del monto de la reparación del da-
ño que se hubiere fijado al inicio del procedimiento.

Tratándose de menores de dieciocho años o incapacitados
sin ingresos, la reparación se calculará sobre el doble del
salario mínimo general vigente en el área geográfica A, al
momento de cometerse el delito.

En caso de delitos contra el ambiente, el derecho a la repa-
ración del daño se instituye en beneficio de la comunidad
y a favor del Fondo para la Reparación del Daño depen-
diente de la Procuraduría General de la República o de la
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Procuraduría General de Justicia del Estado correspon-
diente.

El órgano jurisdiccional tomará en cuenta para la determi-
nación del daño causado en esta materia, el dictamen téc-
nico emitido por la autoridad correspondiente que precisa-
rá los elementos cuantificables del daño.

El sentenciado, primero, deberá cubrir la reparación del da-
ño a las víctimas u ofendidos, la cual se distribuirá propor-
cionalmente entre éstos, por los daños que hubieren sufri-
do; una vez cubierto el importe de esta reparación, se hará
efectiva la cantidad que le corresponda al denunciante, se-
guida por la multa que le determine el órgano jurisdiccio-
nal.

Artículo 478. Preferencia

En orden de preferencia, tienen derecho a la reparación del
daño:

I. La víctima;

II. El ofendido;

III. Las personas que dependieran económicamente de
él;

IV. Sus descendientes, cónyuge o concubinario;

V. Sus ascendientes;

VI. Sus herederos, y

VII. El Estado a través del Fondo para la Reparación del
Daño dependiente de la Procuraduría General de la Re-
pública o de la Procuraduría General de Justicia del Es-
tado correspondiente.

Si las personas que tienen derecho a la reparación del daño
no lo reclaman dentro de los treinta días siguientes de ha-
ber sido requeridos para ello, su importe se aplicará en for-
ma equitativa al Fondo para la Reparación del Daño de-
pendiente de la Procuraduría General de la República o de
la Procuraduría General de Justicia del estado correspon-
diente.

Cuando el procesado se sustraiga a la acción de la justicia,
los depósitos que garanticen la reparación del daño, se en-
tregarán inmediatamente después del acuerdo de reapre-

hensión o de revocación de libertad que corresponda, a las
personas en el orden a que se refiere el presente artículo.

Artículo 479. Obligados solidarios

Están obligados solidariamente a reparar los daños:

I. Los responsables de un delito;

II. Los ascendientes, por las infracciones a las disposi-
ciones penales cometidas por sus descendientes que se
hallaren bajo su patria potestad;

III. Quienes ejerzan la patria potestad de menores y los
tutores, por los delitos de los menores e  incapacitados e
inimputables que se hallen bajo su autoridad;

IV. Los directores de internados o talleres, que reciban
en su establecimiento discípulos o aprendices menores
de 18 años, por las infracciones a las disposiciones pe-
nales que ejecuten éstos durante el tiempo que se hallen
bajo el cuidado de aquellos;

V. En los delitos culposos, los automóviles, camiones o
cualquier otro vehículo u objeto de uso lícito con que se
cometa el delito, ya sean propiedad del infractor o de un
tercero, se asegurarán por el juez para garantizar el pa-
go de la reparación del daño, y solamente se levantará el
aseguramiento si los propietarios lo garantizan en su to-
talidad, mediante las formas que señala el Código Civil
Federal o local que corresponda y en caso de incumpli-
miento serán puestos en calidad de depósito a favor de
las víctimas u ofendidos hasta que se realice el pago co-
rrespondiente, de lo contrario serán adjudicados a su fa-
vor.

Se exceptúan del aseguramiento los vehículos que ha-
yan sido robados o mediante el abuso de confianza,
siempre y cuando la víctima denuncie oportunamente el
hecho delictivo.

El Ministerio Público, los órganos jurisdiccionales y el
Sistema de Administración de Bienes Asegurados,
cuando proceda, deberán enajenar en forma inmediata
los bienes, de acuerdo con lo establecido en la Ley Fe-
deral de Bienes Asegurados, Decomisados y Abandona-
dos, para que los recursos obtenidos sean destinados al
Fondo para la Reparación del Daño dependiente de la
Procuraduría General de la República o de la Procura-
duría General de Justicia del estado correspondiente.
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VI. El Estado, solidariamente, por los delitos dolosos de
sus servidores públicos realizados con motivo del ejer-
cicio de sus funciones, y subsidiariamente cuando aque-
llos fueren culposos, y en el caso de delitos cuyo monto
total de reparación del daño sea menor de ciento cua-
renta veces el salario mínimo.

Artículo 480. Exigibilidad a terceros

Cuando la reparación del daño deba exigirse a terceros,
tendrá el carácter de responsabilidad civil y se tramitará en
forma de incidente, en los términos del presente Código.

Artículo 481. Suspensión del trámite

Si el incidente llega al estado de resolución antes de que
concluya la instrucción, se suspenderá hasta que el proce-
so se declare visto para dictar sentencia; ésta se pronuncia-
rá resolviendo sobre la acción penal y sobre la reparación
del daño exigible a personas distintas del inculpado.

Artículo 482. Providencias precautorias

Las providencias precautorias que pudiere intentar quien
tenga derecho a la reparación se regirán por lo que dispon-
ga el Código Federal de Procedimientos Civiles, sin per-
juicio de las facultades que las leyes concedan al fisco pa-
ra asegurar su interés.

Capítulo VII
Incidentes no especificados

Artículo 483. Tramitación

Los incidentes cuya tramitación no se detalle en este Códi-
go y que, a juicio del tribunal, no puedan resolverse de pla-
no y sean de aquéllos que no deban suspender el curso del
procedimiento, se substanciarán por separado y del modo
siguiente: se dará vista de la promoción del incidente a las
partes, para que contesten en el acto de la notificación o a
más tardar dentro de los tres días siguientes. Si el órgano
jurisdiccional lo creyere necesario o alguna de las partes lo
pidiere, se abrirá un término de prueba que no exceda de
cinco días, después de los cuales se citará para una audien-
cia que se verificará dentro de los tres siguientes. Concu-
rran o no las partes, el órgano jurisdiccional fallará desde
luego el incidente.

Título Decimotercero
Procedimiento relativo a los 

enfermos mentales, a los menores y a los que 
tienen el hábito o la necesidad de consumir

estupefacientes o psicotrópicos

Capítulo I
Inimputables

Artículo 484. Adopción de medidas

Cuando en las diligencias de averiguación judicial aparez-
ca que hay motivo fundado para sospechar que el inculpa-
do ha participado probablemente en la comisión de un de-
lito, encontrándose incluso en alguna de las causas de
inimputabilidad que menciona el código penal, el juez, al
momento de que se inicie la averiguación judicial, lo pon-
drá a disposición del centro preventivo y de readaptación
social correspondiente, previniendo al director sobre el es-
tado de salud mental del inculpado, para que adopte ini-
cialmente las medidas pertinentes.

Artículo 485. Procedimiento

Si en la diligencia en que deba recibirse su declaración pre-
paratoria al inculpado, el juez advierte que no se encuentra
en aptitud mental o física para conocer y contestar los car-
gos, procederá en los siguientes términos:

I. Se abstendrá de recibir la declaración preparatoria;

II. Si el inculpado estuviere sujeto a tutela, la persona
que la desempeñe podrá designarle defensor; si no lo es-
tuviere, no se encuentre presente en la diligencia quien
la ejerza, o estándolo, no hicieren la designación, el juez
le nombrará al de oficio; 

III. Nombrará, según el caso, dos peritos especialistas
para que examinen al inculpado y dictaminen sobre su
estado de salud mental o físico y, en este último caso,
sobre su nivel de instrucción, precisando el tipo de tras-
torno que padeciere, en un término de cinco días;

IV. Si el inculpado no tuviere tutor, el juez le designará
provisionalmente uno para que lo represente en lo sub-
secuente, sin perjuicio de que se le haga comparecer
cuando sea necesario, para el esclarecimiento de los he-
chos, y
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V. Resolverá su situación jurídica en el término consti-
tucional o su prórroga, si lo hubiere, y suspenderá el
procedimiento ordinario.

Cuando en cualquier estado del procedimiento se advierta
que el inculpado está incluso dentro de las causas de inim-
putabilidad previstas en el artículo 21, fracción VII, del
Código Penal, se suspenderá el procedimiento en términos
de la fracción I del artículo 469 de este Código, aplicándo-
se en lo conducente lo previsto en este capítulo.

Artículo 486. Propuesta para internación o cuidado

El defensor y el tutor podrán proponer al juez el estableci-
miento especial en el que el inculpado pudiera ser interna-
do, o la persona o personas que se hagan cargo de él para
su cuidado.

Artículo 487. Resultado de dictámenes de peritos

Si de los dictámenes rendidos por los peritos especialistas,
resulta que el inculpado está incluso en alguna de las cau-
sas de inimputabilidad señaladas en el artículo 21 fracción
VII del Código Penal, el juez procederá en los siguientes
términos:

I. Inmediatamente cerrará el procedimiento ordinario y
continuará con el especial, quedando al recto criterio y
a la prudencia del órgano jurisdiccional la forma de in-
vestigar la infracción penal imputada, la participación
que en ella hubiere tenido el inculpado, y la de estimar
la personalidad de éste, sin necesidad de que el procedi-
miento que se emplee sea similar al ordinario;

II. Declarará al inculpado en estado de interdicción ex-
clusivamente para efectos de este procedimiento, y

III. Designará al inculpado tutor definitivo, quien lo re-
presentará en lo sucesivo.

Si de los dictámenes rendidos, resulta que el inculpado no
se encuentra padeciendo causa de inimputabilidad, se rea-
nudará el procedimiento ordinario; de igual forma se pro-
cederá si el inculpado recupera su conciencia en el curso
del procedimiento.

Artículo 488. Reclusión o externamiento

Si se comprueba la participación del procesado en los he-
chos, el juez ordenará, según corresponda, su reclusión o

su externamiento, en los términos previstos en el Código
Penal o, en caso contrario, ordenará su libertad dejando sin
efecto las providencias acordadas.

Capítulo II
Menores

Artículo 489. Menores de once años de edad

Los menores de once años a quienes se impute la ejecución
de un hecho delictuoso, no serán sujetos a procedimiento
alguno y la intervención del juez o Ministerio Público se li-
mitará a recibirles declaración si pudieren expresarse, con
el objeto de investigar si en la ejecución del hecho fueron
instigados, auxiliados o encubiertos por mayores.

Artículo 490. Mayores de once años de edad

Tratándose de menores cuya edad sea entre once y menos
de dieciocho años, el juez practicará las diligencias de ave-
riguación judicial que fueren necesarias y, una vez con-
cluidas, las remitirá dejando al menor, si hubiere sido pre-
sentado, a disposición de la autoridad competente para
conocer el caso, de acuerdo con la ley de la materia.

Artículo 491. Participación conjunta

Si en la ejecución del delito participaren mayores y meno-
res de edad, conocerán de él, por lo que respecta a los pri-
meros, el juez, y por lo que respecta a los segundos, la ins-
titución competente, remitiéndole a ésta un tanto de las
actuaciones practicadas.

Artículo 492. Compulsa de actuaciones

Si en las actuaciones practicadas por la autoridad de meno-
res aparece que el menor fue instigado, auxiliado o encu-
bierto para la ejecución del delito, por uno o varios mayo-
res, aquella hará compulsa de las actuaciones y las remitirá
al juez.

Artículo 493. Edad clínica

Si hubiere duda sobre la mayoría de edad del inculpado al
suceder los hechos delictivos, el órgano jurisdiccional or-
denará a los médicos legistas que dictaminen su edad clíni-
ca y, de resultar menor, lo pondrá de inmediato a disposi-
ción de la autoridad competente.
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Capítulo IV
De los que tienen el hábito o la necesidad de 

consumir estupefacientes o psicotrópicos

Artículo 494. Intervención de la autoridad sanitaria

Cuando el juez tenga conocimiento de que una persona ha
hecho uso indebido de estupefacientes o psicotrópicos, al
iniciar su averiguación judicial, se pondrá inmediatamente
en comunicación con la autoridad sanitaria federal corres-
pondiente para determinar la intervención que ésta deba te-
ner en el caso.

Artículo 495. Propio consumo

Si la averiguación judicial se refiere a la adquisición y po-
sesión de estupefacientes o psicotrópicos, el juez con el au-
xilio del Ministerio Público, de acuerdo con la autoridad
sanitaria a que se refiere el artículo anterior, precisará acu-
ciosamente si esa posesión tiene por finalidad exclusiva el
uso personal que de ellos haga el indiciado. En este caso, y
siempre que el dictamen hecho por la autoridad sanitaria in-
dique que el inculpado tiene el hábito o necesidad de con-
sumir ese estupefaciente o psicotrópico y la cantidad sea la
necesaria para su propio consumo no hará consignación al-
guna, en caso contrario se procederá en los términos del
delito que corresponda.

Artículo 496. Tratamiento para curación

Si se hubiere hecho la detención y dentro de las setenta y
dos horas que señala el artículo 19 constitucional, se for-
mula o se rectifica el dictamen en el sentido de que el in-
culpado tiene el hábito o la necesidad de consumir el estu-
pefaciente o psicotrópico y la cantidad sea la necesaria para
su propio consumo, el órgano jurisdiccional ordenará que
el detenido sea puesto a disposición de la autoridad sanita-
ria federal para su tratamiento por el tiempo necesario pa-
ra su curación.

Artículo 497. Comisión de diverso delito contra la salud

Si el inculpado está habituado o tiene la necesidad de con-
sumir estupefacientes o psicotrópicos y además de adquirir
o poseer los necesarios para su consumo comete cualquier
delito contra la salud se le detendrá sin perjuicio de que in-
tervenga la autoridad sanitaria federal para su tratamiento.

Artículo 498. Dictamen de peritos

Cuando exista aseguramiento de estupefacientes o psico-
trópicos, los peritos de la autoridad sanitaria federal, o cua-
lesquiera otros oficiales, rendirán a los órganos jurisdiccio-
nales, un dictamen sobre los caracteres organolépticos o
químicos de la sustancia asegurada. Este dictamen cuando
hubiere detenido, será rendido dentro del término de seten-
ta y dos horas a que se refiere el artículo 19 constitucional.

Título Decimocuarto
Ejecución de Penas

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 499. Amonestación

En toda sentencia condenatoria el órgano jurisdiccional
que la dicte prevendrá que se amoneste al sentenciado pa-
ra que no reincida, advirtiéndole las sanciones a que se ex-
pone, lo que se hará en diligencia  con las formalidades de
ley. La falta de esa diligencia no impedirá que se hagan
efectivas las sanciones de reincidencia y de habitualidad
que fueren procedentes.

Artículo 500. Órgano ejecutor competente

La ejecución de las sentencias irrevocables en materia pe-
nal corresponden al Poder Ejecutivo federal y estatales,
quienes, por medio del órgano administrativo desconcen-
trado Prevención y Readaptación Social y sus similares en
los estados, respectivamente, determinarán, en su caso, el lu-
gar y las modalidades de ejecución, ajustándose a lo previs-
to en el Código Penal, en la Ley sobre Ejecución de Penas y
Readaptación Social de Sentenciados, y en la sentencia.

Será deber del juez y del Ministerio Público practicar todas
las diligencias conducentes a fin de que las sentencias sean
estrictamente cumplidas; y lo hará así, ya gestionando
acerca de las autoridades administrativas lo que proceda, o
ya exigiendo ante los tribunales la represión de todos los
abusos que aquéllas o sus subalternos cometan, cuando se
aparten de lo prevenido en las sentencias, en pro o en con-
tra de los individuos que sean objeto de ellas.

Artículo 501. Obligación de funcionarios

El juez y el Ministerio Público cumplirán con el deber que
le impone el artículo anterior siempre que, por queja del in-
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teresado o de cualquiera otra manera, llegue a su noticia
que la autoridad encargada de la ejecución de penas se
aparta de lo ordenado en ella.

Artículo 502. Expedición de copia certificada de sen-
tencia

Pronunciada una sentencia ejecutoriada condenatoria o ab-
solutoria, el juez o el tribunal que las pronuncie expedirá
dentro de cuarenta y ocho horas, una copia certificada pa-
ra la Dirección General de Prevención y Readaptación So-
cial, dependiente del Órgano Administrativo Desconcen-
trado Prevención y Readaptación Social de la Procuraduría
General de la República o sus similares en los estados y el
Distrito Federal, con los datos de identificación del interno.
El incumplimiento de esta disposición será sancionado con
una multa de cinco a quince días de salario mínimo.

El juez está obligado a dictar todas las providencias con-
ducentes para que el interno sea puesto a disposición de la
Dirección General de Prevención y Readaptación Social.
El incumplimiento de esta obligación se sancionará con
multa de veinte a cuarenta días de salario mínimo.

Artículo 503. Condena de sanción pecuniaria

La autoridad jurisdiccional y el Ministerio Público ordena-
ran a quien corresponda que, para los efectos del artículo 41
del Código Penal, se envíe a la autoridad fiscal que corres-
ponda, copia autorizada de la sentencia en que se condena a
la sanción pecuniaria, para que se haga efectivo su importe,
en el caso de que ésta no haya sido cubierta o garantizada.

Artículo 504. Pago de la sanción pecuniaria

Efectuado el pago de la sanción pecuniaria, en todo o en
parte, la autoridad fiscal, dentro del improrrogable término
de tres días, pondrá la cantidad correspondiente a la repa-
ración del daño a disposición del órgano jurisdiccional, el
que hará comparecer a quien tenga derecho a ella para ha-
cerle entrega inmediata de su importe.

El órgano jurisdiccional podrá aplicar a la autoridad fiscal
el medio de apremio que estime necesario para que dé
cumplimiento a la obligación que le impone este artículo.

Artículo 505. Suspensión de efectos

Cuando un interno no se encuentre en aptitud mental, de-
terminada por el personal técnico del establecimiento pe-

nal, después de dictarse en su contra sentencia irrevocable
que lo condene a pena corporal, se suspenderán los efectos
de ésta mientras no recobre la razón, internándosele en un
hospital público para su tratamiento.

Artículo 506. Decomiso

Cuando se decrete el decomiso, se estará a lo previsto en el
Código Penal para los fines de conservación, destrucción,
venta y aplicación de instrumentos, objetos y productos de
los delitos.

Capítulo II
Condena condicional

Artículo 507. Requisitos

Las pruebas que se promuevan para acreditar los requisitos
que exige el artículo 108 del Código Penal para la conce-
sión de la condena condicional, se rendirán durante la ins-
trucción sin que el ofrecimiento de esas pruebas por parte
del procesado signifique la aceptación de su responsabili-
dad en los hechos que se le imputan, pero en todo caso de-
berá garantizar, cuando proceda la reparación del daño.

Artículo 508. Indicación de procedencia

Al formular conclusiones el agente del Ministerio Público,
conjunta o separadamente con la víctima o el ofendido o el
defensor, si estiman procedente la condena condicional, lo
indicarán así para el caso en que el tribunal imponga una
pena privativa de libertad que no exceda de cuatro años.

Artículo 509. Tramitación en diversa instancia

Si el procesado o su defensor no hubieren solicitado en sus
conclusiones el otorgamiento del beneficio de la condena
condicional y si no se concediere, podrán solicitarla y ren-
dir las pruebas respectivas durante la tramitación de la se-
gunda instancia.

El interno que considere que al dictarse sentencia reunía las
condiciones fijadas en el artículo 108 del Código Penal y
que está en aptitudes de cumplir los demás requisitos que
en el propio precepto se establecen, si es por inadvertencia
de su parte o de los órganos jurisdiccionales que no obtuvo
en la sentencia el otorgamiento de la condena condicional,
podrá promover que se le conceda abriendo el incidente
respectivo ante el juez de la causa.
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Artículo 510. Revocación

Cuando por alguna de las causas que señala el artículo 108
del Código Penal deba hacerse efectiva la sanción impues-
ta, revocándose el beneficio de la condena condicional, el
Órgano Jurisdiccional que concedió éste, procederá, con
audiencia del Ministerio Público, de la víctima o del ofen-
dido y del interno y de su defensor, si fuere posible, a com-
probar la existencia de dicha causa y, en su caso, ordenará
que se ejecute la sanción.

Capítulo III
Libertad preparatoria

Artículo 511. Solicitud

Cuando algún interno que esté compurgando una pena pri-
vativa de libertad crea tener derecho a la libertad prepara-
toria, la solicitará al órgano administrativo desconcentrado
Prevención y Readaptación Social, dependiente de la Pro-
curaduría General de la República o del órgano de Ejecu-
ción de Penas del Poder Ejecutivo de los estados, que se-
ñale la ley de la materia, a cuyo efecto acompañará los
certificados y demás pruebas que tuviere, garantizando en
todos los casos la reparación del daño, de acuerdo al artí-
culo 477 de este Código.

Artículo 512. Informes

Recibida la solicitud, se pedirán informes acerca de los re-
quisitos a que se refiere el Capítulo respectivo de la Ley so-
bre Ejecución de Penas y Readaptación Social de Senten-
ciados, a la autoridad ejecutiva del establecimiento penal
en el que el sentenciado se encuentre compurgando la con-
dena, la cual deberá acompañar además el dictamen que en
cada caso emita el Consejo Técnico Interdisciplinario.

Los informes que rinda la autoridad mencionada no serán
obstáculo para que se obtengan los datos necesarios por
cualquier otro medio.

Tratándose de delitos contra la salud en materia de estupe-
facientes o psicotrópicos, deberán pedirse informes en to-
do caso a la Procuraduría General de la República.

En vista de estos informes y datos, se resolverá sobre la
procedencia de la libertad solicitada y se fijarán las condi-
ciones a que su concesión deba sujetarse.

Artículo 513. Fiador

Cuando se conceda la libertad preparatoria se recibirá una
información sobre la solvencia e idoneidad del fiador pro-
puesto y en vista de ella se resolverá si es de admitirse al
fiador.

Artículo 514. Fianza

Admitido el fiador se otorgará la fianza en los términos que
este Código establece para la libertad bajo caución y se ex-
tenderá al interno un salvoconducto para que pueda co-
menzar a disfrutar de la libertad preparatoria. 

Artículo 515. Obligación de residencia en lugar deter-
minado

El interno que haya sido beneficiado con la libertad prepa-
ratoria quedará obligado a no separarse del lugar que se le
haya señalado para su residencia, sin permiso de la autori-
dad que le concedió la libertad preparatoria.

En caso de que al que se le haya concedido la libertad pre-
paratoria obtenga permiso para cambiar de residencia, se
presentará a la autoridad municipal del lugar adonde vaya
a radicarse y exhibirá ante ella el documento que justifique
haber dado aviso del cambio a la autoridad municipal de su
anterior domicilio.

Artículo 516. Presentación de salvoconducto

El interno deberá presentar el salvoconducto, siempre que
sea requerido para ello por un Magistrado o juez federal o
agente de la policía o del Ministerio Público y si se rehu-
sare, se comunicará a la autoridad que le concedió la liber-
tad preparatoria, la que podrá imponerle hasta quince días
de arresto, pero sin revocarle dicha libertad.

Artículo 517. Revocación

Cuando el que goce de libertad preparatoria se encuentre
en alguno de los casos que menciona el artículo 90 de la
Ley sobre Ejecución de Penas y Readaptación Social de
Sentenciados, la autoridad municipal o cualquiera otra que
tenga conocimiento de ello dará cuenta a la que le conce-
dió la libertad, para los efectos del mismo artículo.
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Artículo 518. Comisión de nuevo delito

Cuando el interno cometiere un nuevo delito, el órgano ju-
risdiccional que conozca de éste, remitirá copia certificada
de la sentencia que cause ejecutoria a la autoridad que con-
cedió la libertad, quien de plano decretará la revocación, de
conformidad con lo dispuesto en la Ley sobre Ejecución de
Penas y Readaptación Social de Sentenciados.

Artículo 519. Inutilización del salvoconducto

Cuando se revoque la libertad preparatoria conforme a los
dos artículos anteriores, se recogerá e inutilizará el salvo-
conducto.

Capítulo IV
Conmutación y reducción de sanciones 

y cesación de sus efectos

Artículo 520. Solicitud

El que hubiese sido condenado por sentencia irrevocable y
se encuentre en los casos de conmutación de penas o de
aplicación de ley más favorable a que se refiere el Código
Penal, podrá solicitar de la autoridad jurisdiccional o del
Poder Ejecutivo, en su caso, la conmutación, la reducción
de pena o el sobreseimiento que procedan y si cumplió con
la obligación de reparar los daños a la víctima u ofendido
por el delito.

Artículo 521. Trámite

Recibida la solicitud se resolverá sin más trámite lo que
fuere procedente.

Dictada la resolución se comunicará al tribunal que haya
conocido del proceso y al jefe de la prisión en que se en-
cuentre el interno. El tribunal deberá mandar notificar la
resolución al interesado.

Capítulo V
Indulto y reconocimiento 

de la inocencia del sentenciado

Artículo 522. Solicitud

Para otorgar el indulto, previsto en el artículo 116 del Có-
digo Penal, el sentenciado lo solicitará por escrito al Eje-

cutivo federal por conducto de la Procuraduría General de
la República y a los secretarios generales de Gobierno de
los estados, tratándose de los sentenciados por delitos del
orden común, debiendo acompañar los justificantes de los
servicios prestados a la nación por el sentenciado.

Artículo 523. Trámite

El Ejecutivo, en vista de los comprobantes, o si así convi-
niere a la tranquilidad y seguridad públicas tratándose de
delitos políticos, concederá el indulto sin condición alguna
o con las que estimare convenientes.

Artículo 524. Requisitos

El reconocimiento de la inocencia del sentenciado se basa
en alguno de los motivos siguientes:

I. Cuando la sentencia se funde exclusivamente en prue-
bas que posteriormente se declaren falsas.

II. Cuando después de la sentencia aparecieren docu-
mentos públicos que invaliden la prueba en que se haya
fundado aquélla.

III. Cuando condenada alguna persona por homicidio de
otra que hubiere desaparecido, se presentará ésta o al-
guna prueba irrefutable de que vive.

IV. Cuando dos internos hayan sido condenados por el
mismo delito y se demuestre la imposibilidad de que los
dos lo hubieren cometido, y

V. Cuando el sentenciado hubiese sido condenado por
los mismos hechos en juicios diversos. En este caso pre-
valecerá la sentencia más benigna.

Artículo 525. Petición para obtener el reconocimiento
de inocencia

El sentenciado que se crea con derecho a obtener el reco-
nocimiento de su inocencia, ocurrirá a la Suprema Corte de
Justicia, o a los tribunales de los estados y del Distrito Fe-
deral por escrito en el que expondrá la causa en que funda
su petición, acompañando las pruebas que correspondan o
protestando exhibirlas oportunamente. Sólo será admitida
la prueba documental, salvo que se trate del caso a que se
refiere la fracción III del artículo anterior.
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Artículo 526. Patrocinio legal

Al hacer su solicitud, el sentenciado podrá nombrar defen-
sor, conforme a las disposiciones conducentes de este Có-
digo, para que lo patrocine durante la substanciación del
indulto, hasta su resolución definitiva.

Artículo 527. Trámite

Recibida la solicitud se pedirá inmediatamente el proceso
o procesos a la oficina en que se encontraren, se señalará
un término prudente para recibirlas.

Artículo 528. Término

Recibidos el proceso o procesos y, en su caso, las pruebas
del promovente, se pasará el asunto al juez y al Ministerio
Público por el término de cinco días para que pidan lo que
a su competencia y funciones convenga.

Artículo 529. Formulación de alegatos

Devuelto el expediente por el Ministerio Público, se pon-
drá a la vista del sentenciado y de su defensor por el térmi-
no de tres días, para que se impongan de él y formulen sus
alegatos por escrito.

Artículo 530. Declaratoria

Transcurrido el término a que se refiere el artículo anterior,
se fallará el asunto declarando fundada o no la solicitud,
dentro de los diez días siguientes.

Artículo 531. Remisión del expediente al Ejecutivo

Si se declara fundada, se remitirá original el expediente al
Ejecutivo de la Unión, por conducto de la Procuraduría Ge-
neral de la República, a los gobernadores de los estados y
del Distrito Federal  por conducto de los secretarios gene-
rales de Gobierno, para que sin más trámite reconozcan la
inocencia del sentenciado.

En caso contrario, las autoridades señaladas mandarán ar-
chivar el expediente haciéndolo saber a las partes.

Artículo 532. Publicación

Todas las resoluciones en que se conceda indulto se publi-
carán en el Diario Oficial de la Federación y se comunica-

rán al tribunal que hubiese dictado la sentencia, para que
haga la anotación respectiva en el expediente del caso.

Las resoluciones relativas al reconocimiento de la inocen-
cia se comunicarán al tribunal que hubiese dictado la sen-
tencia, para que haga la anotación respectiva en el expe-
diente del caso. A petición del interesado, también se
publicarán en el Diario Oficial de la Federación.

Capítulo VI
Rehabilitación

Artículo 533. Otorgamiento

La rehabilitación de los derechos políticos se otorgará en la
forma y términos que disponga, la Ley Orgánica del artí-
culo 38 de la Constitución.

Artículo 534. Impedimento

La rehabilitación de los derechos civiles o políticos no pro-
cederá mientras el interno esté extinguiendo la sanción
privativa de libertad.

Artículo 535. Requisitos

Si el interno hubiere extinguido ya la sanción privativa de
libertad, o si ésta no le hubiere sido impuesta, pasado el tér-
mino que señala el artículo siguiente, podrá ocurrir al tri-
bunal que haya dictado la sentencia irrevocable, solicitan-
do se le rehabilite en los derechos de que se le privó, o en
cuyo ejercicio estuviere suspenso, para lo cual acompaña-
rá a su escrito relativo los documentos siguientes:

I. Un certificado expedido por la autoridad que correspon-
da, que acredite haber extinguido la pena privativa de li-
bertad que se le hubiere impuesto, o que se le concedió la
conmutación, o el indulto, en su caso, y

II. Un certificado de la autoridad municipal del lugar don-
de hubiere residido desde que comenzó a sufrir la inhabili-
tación, o la suspensión, y una información recibida por la
misma autoridad, con audiencia del Ministerio Público,
que demuestre que el promovente ha observado buena
conducta continua desde que comenzó a compurgar su pe-
na, que reparó el daño y que ha dado pruebas de haber con-
traído hábitos de orden, trabajo y moralidad.
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Artículo 536. Extinción de la pena impuesta

Si la pena impuesta al sentenciado hubiere sido la de inha-
bilitación o suspensión por seis o más años, no podrá ser
rehabilitado antes de que transcurran tres años, contados
desde que hubiere comenzado a extinguirla si hubiese re-
parado el daño.

Si la inhabilitación o suspensión fuere por menos de seis
años, el sentenciado podrá solicitar su rehabilitación cuan-
do haya extinguido la mitad de la pena si hubiese reparado
el daño.

Artículo 537. Informes

Recibida la solicitud, el órgano jurisdiccional, a instancia
del Ministerio Público, si lo creyere necesario, recabará in-
formes más amplios para dejar perfectamente precisada la
conducta del sentenciado.

Artículo 538. Trámite

Recibidas las informaciones, o desde luego si no se esti-
maren necesarias, los órganos jurisdiccionales decidirán
dentro de tres días, oyendo al Ministerio Público, al peti-
cionario y a las víctimas u ofendidos, si es o no fundada la
solicitud. En el primer caso remitirá las actuaciones origi-
nales, con su informe, al Ejecutivo de la Unión, por con-
ducto de la Procuraduría General de la República, en su ca-
so, a los gobernadores de los estados y del Distrito Federal
a través de los secretarios generales de Gobierno, a efecto
de que resuelvan en definitiva lo que fuere procedente. Si
se concediere la rehabilitación se publicará en el Diario
Oficial de la Federación o en las Gacetas de los gobiernos
de los estados y del Distrito Federal; si se negare, se deja-
rán expeditos al sentenciado sus derechos para que pueda
solicitarla de nuevo después de un año.

Artículo 539. Comunicación al órgano jurisdiccional

Concedida la rehabilitación, la Procuraduría General de la
República o las Secretarías Generales de Gobierno de los
estados y del Distrito Federal, comunicarán la resolución al
órgano jurisdiccional correspondiente, para que haga la
anotación respectiva en el proceso.

Artículo 540. Concesión única

Al que una vez se le hubiere concedido la rehabilitación,
nunca se le podrá conceder otra.

Transitorios

Artículo Primero. Este Código comenzará a regir un día
después de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Artículo Segundo. Desde esa fecha queda abrogado el Có-
digo Federal de Procedimientos Penales expedido el día
dieciséis de diciembre de mil novecientos ocho.

Artículo Tercero. Se abrogan los Códigos de Procedi-
mientos Penales de todas las entidades federativas, del Dis-
trito Federal y sus homólogos vigentes hasta la entrada en
vigor del presente.

Artículo Cuarto. Todos los asuntos que estén tramitándo-
se al comenzar a regir este Código, se sujetarán a sus dis-
posiciones.

Artículo Quinto. Los recursos interpuestos antes de la vi-
gencia de este Código y que estuvieren pendientes de ad-
misión o no se hubieren desechado, se admitirán siempre
que fueren procedentes conforme a este Código o al dero-
gado y se substanciarán conforme a las disposiciones del
presente.

Artículo Sexto. Los términos para interponer algún recur-
so que estén corriendo al comenzar a regir este Código, se
computarán conforme al Código que conceda mayor tiem-
po.

México, DF, a 7 de septiembre de 2010.— Diputados: Alejandro Gertz
Manero, María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, Juan Carlos López Fer-
nández, Jesús María Rodríguez Hernández, Ariel Gómez León, Pedro
Jiménez León, Armando Ríos Piter, Armando Corona Rivera, Heladio
Gerardo Verver y Vargas Ramírez, David Ricardo Sánchez Guevara,
Filemón Navarro Aguilar, Florentina Rosario Morales, Teresa del Car-
men Incháustegui Romero, Silvia Puppo Gastélum, José M. Torres Ro-
bledo, Samuel Herrera Chávez, Ramón Jiménez Fuentes, José María
Valencia Barajas, Carlos Cruz Mendoza, Carlos Torres Piña, Clara Gó-
mez Caro, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Ana Estela Durán Ri-
co, José Narro Céspedes, Víctor Humberto Benítez Treviño, Arturo Za-
mora Jiménez, Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Se turna a la Comisión de Justicia, con opinión de la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.
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La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federal de Responsabilidades Administrativas
de los Servidores Públicos, Orgánica del Poder Judicial de
la Federación, Orgánica de la Procuraduría General de la
República, de la Policía Federal, y Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, a cargo del diputado Alejandro
Gertz Manero, del Grupo Parlamentario de Convergencia

El suscrito diputado federal Alejandro Gertz Manero, a
nombre del Grupo Parlamentario de Convergencia de la
LXI Legislatura, en ejercicio de la facultad que le otorga la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 56, 62 y 63 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta ante la honorable Cámara de
Diputados, del Congreso de la Unión iniciativa de decreto
por el que se adiciona la fracción XXV al artículo 8 de la
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos; se adiciona el artículo 131 Bis de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; se adi-
ciona el artículo 65 Bis de la Ley Orgánica de la Procura-
duría General de la República; se adiciona la fracción
XXXIV y se recorre la numeración de las demás fracciones
del artículo 19 de la Ley de la Policía Federal y se derogan
el punto quinto del artículo 26 y el artículo 30 bis ambos de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, al
tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Consideraciones

Modificar sustancialmente los paradigmas mexicanos en
seguridad y justicia mediante la organización de un nuevo
sistema que rompa el monopolio vigente, para que las ins-
tituciones competentes en estas materias se pongan al ser-
vicio de los derechos más elementales de cada habitante del
país, al que le tendrán que cumplir, a quien también le debe-
rán rendir cuentas e informar oportunamente sobre sus fun-
ciones y actividades diarias, y al que, asimismo, se tendrán
que someter en caso de incumplir con sus obligaciones.

La policía deberá hacer del conocimiento de la comunidad
y de las posibles víctimas las denuncias que realice ante los
jueces cívicos o penales de las infracciones o de los delitos
que conozcan, con el fin de que la sociedad pueda estar en-
terada de lo que realmente está ocurriendo en estos ámbi-
tos y les exija cuentas a las autoridades.

Cada vez que se dé el caso de que cualquier autoridad de
seguridad y justicia no cumpla con la obligación de infor-
mar a la ciudadanía, podrá ser removida a instancias de las
propias víctimas y de la comunidad ofendida, a través de
un sistema ciudadano de control de las funciones de segu-
ridad y justicia que tendrá a sus disposición la información
diaria que rindan las autoridades en estas materias.

Establecer una política criminal en toda la nación que ver-
daderamente prevenga el delito cotidiano y la delincuencia
organizada, disminuya la impunidad, y obligue a la rendi-
ción de cuentas, tendrá viabilidad cuando las autoridades
de seguridad y justicia informen oportunamente a la ciuda-
danía sobre sus funciones y actividades diarias.

Es necesario adecuar tanto las estructuras administrativas y
los reglamentos de actuación, operación y ejercicio del
gasto, a fin de crear una administración de seguridad y jus-
ticia federal, estatal y municipal homogéneas, integradas y
eficientes; siempre vigiladas y auditadas por la sociedad ci-
vil, que tendrá a su disposición la información diaria que le
proporcionaran las autoridades en estas materias.

La ciudadanía tendrá el control de las funciones policiacas,
y tendrá a su alcance las estadísticas del delito, en cada
manzana, colonia y municipio del país, lo que permitirá a
la comunidad conocer a diario y con absoluta transparencia
los delitos cometidos, los partes informativos y las denun-
cias policiacas ante los jueces, así como las responsabili-
dades de la autoridad en cada caso, denunciando las irre-
gularidades que detecte sin dilación y sin encubrimientos.

En la medida en que alcancemos una cultura de transpa-
rencia para someter al escrutinio popular al poder público,
muchos de los problemas de corrupción e ineficacia que
surgen del ocultamiento de la información, tendrán que
desaparecer. En materia de seguridad pública y justicia te-
nemos que alcanzar los índices de transparencia propios de
naciones avanzadas, devolviendo a estas instituciones su
sentido original de garantes de las libertades y la equidad.

Con estas propuestas, el nivel de ineficiencia e impunidad
de cada policía, y de toda su corporación, se abatirá en for-
ma definitiva en el momento en que cada uno de los agen-
tes y mandos preventivos del país, estén sujetos a las mis-
mas normas de conducta y rindan cuentas diariamente a la
comunidad mediante información pública, con el objeto de
que la sociedad tenga conocimiento de qué delitos se co-
meten, dónde, cuándo, cómo (incidencia delictiva), para
que denuncien las anomalías cuando estos servidores pú-
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blicos incumplan con sus obligaciones o se coludan con la
delincuencia; igual situación debe prevalecer para los
agentes del ministerio público, jueces y magistrados, lo que
generara una transparencia absoluta.

Las autoridades dependientes de los tres poderes relaciona-
dos con la función de procuración y administración de jus-
ticia, prevención e investigación de los delitos, hasta la fe-
cha, no han cumplido cabalmente con sus obligaciones de
rendición de cuentas, auditoria de gasto, defensa ciudada-
na, información sobre sus funciones y actividades diarias e
incidencia delictiva, por lo que se hace necesario que la co-
munidad tenga acceso a dicha información para que en el
futuro realmente sirvan con eficiencia a la ciudadanía.

Estas propuestas señalan que es indispensable reestructurar
y compactar a los organismos gubernamentales en seguri-
dad y justicia para lograr eficiencia, ahorro de recursos y
objetividad en las responsabilidades, obligando a estas au-
toridades a informar diariamente y en forma pública a los
ciudadanos sobre sus funciones y actividades diarias, lo
que debe ser un instrumento fundamental para que toda la
comunidad tenga acceso a la información fidedigna del fe-
nómeno delictivo del país y de la conducta de los funcio-
narios de la materia, así como del ejercicio presupuestal
correspondiente, para estar en posibilidad de procurar las
sanciones que deben aplicarse en los casos que así lo ame-
riten.

En este paradigma, la información que se obtenga en el pa-
ís sobre las actividades delictivas en todos sus niveles de-
berá estar en disposición permanente del sistema preventi-
vo y del jurisdiccional en el ámbito nacional para así poder
sancionar con eficacia; siempre y cuando la sociedad sepa
dónde se están dando los delitos y quiénes son los respon-
sables de combatirlos, para poder vigilarlos y evitar la co-
lusión entre autoridades y delincuentes.

En los países en que la seguridad funciona, las técnicas
más modernas de prevención se nutren de la información
sobre las conductas delictivas desde su inicio, para conocer
el entorno, las circunstancias y las personas que están in-
volucradas, y de esa manera establecer estratégicas efecti-
vas de prevención y de seguridad pública, todo ello con la
participación ciudadana permanente, mediante su auditoria
cotidiana, a través de la información que tendrán a su dis-
posición en forma inmediata, oportuna y pública, a través
de los medios electrónicos de información (internet).

Para cumplir con estas premisas fundamentales en las fun-
ciones de seguridad y justicia es indispensable contar con
información homologada y cumpliendo con objetivos que
permitan la defensa de la población, con igual eficacia que
en cualquier parte de la república, con la participación y
control estricto de autoridades y ciudadanos.

Por todo lo anterior, se proponen las siguientes reformas:

1). Agregar una fracción XXV al artículo 8 de la Ley Fe-
deral de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos; agregar el artículo 131 Bis a la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación; agregar el
artículo 65 Bis a la Ley Orgánica de la Procuraduría
General de la República; y agregar la fracción XXXIV
al artículo 19 de la Ley de la Policía Federal.

Todo ello con la finalidad de que los servidores públicos
relacionados con funciones de seguridad y justicia, como
son jueces, ministerios públicos, policías, magistrados,
etc., tengan la obligación de informar públicamente sobre
sus funciones, actividades diarias, estadísticas delictivas,
personas detenidas, personas puestas en libertad, personas
sentenciadas y llamadas de emergencia.

Lo anterior deberá de realizarse diariamente por entidad fe-
derativa, municipio, colonia o sector urbano, según sea el
caso, estableciendo el tipo de delito, tiempo, lugar y cir-
cunstancias.

Al proporcionar esta información se deberán omitir los as-
pectos confidenciales establecidos en la ley, para guardar la
secrecía en beneficio de mejores resultados contra el cri-
men.

Dicha información deberá darse a conocer por cada autori-
dad a través de su página de internet, a la que tenga libre
acceso todo el público.

La Auditoría Superior de la Federación deberá de verificar
que esos datos sean oportunos y fidedignos, presentando
públicamente por medio de internet, de manera mensual el
resultado de dicha auditoría de gestión permanente.

2). Por último se propone derogar el punto quinto del ar-
tículo 26 y el artículo 30 bis ambos de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, lo cual consiste
en eliminar a la Secretaría de Seguridad Pública del Go-
bierno Federal, toda vez que las funciones de investiga-
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ción, prevención del delito y ejecución de penas las rea-
lizará la Procuraduría General de la República, de con-
formidad con la reforma que también se propone en es-
tos proyectos al artículo 102 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en donde se le otor-
ga al Procurador General de la República la facultad de
investigar, prevenir los delitos y ejecutar las penas.

Esta propuesta generará que los policías federales tanto los
de la Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno Fede-
ral, como los de la Procuraduría General de la República,
estén concentrados en un solo mando, que será el Procura-
dor General de la República, logrando con ello la elimina-
ción de disputas inútiles entre ambas corporaciones, evitar
duplicidad de funciones, optimizar los recursos humanos, y
lo principal, que se tenga un mejor control de las funciones
y actividades de los policías federales, que redundara en un
eficaz combate a la delincuencia, en un menor índice de-
lictivo y en una mayor aceptación de la ciudadanía hacia
sus autoridades policiacas.

En vista de las anteriores consideraciones, y con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
someto a la consideración de esta soberanía el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se adiciona la fracción XXV
al artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades Ad-
ministrativas de los Servidores Públicos; se adiciona el ar-
tículo 131 Bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación; se adiciona el artículo 65 Bis de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría General de la República; se adicio-
na la fracción XXXIV y se recorre la numeración de las de-
más fracciones del artículo 19 de la Ley de la Policía
Federal, y se derogan el punto quinto del artículo 26 y el
artículo 30 bis ambos de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal.

“Decreto por el que se agrega una fracción XXV al
artículo 8º de la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Públicos.

Artículo Único. Se agrega una fracción XXV al artícu-
lo 8º de la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos, para quedar como
sigue:

Artículo 8. Todo servidor público tendrá las siguientes
obligaciones:

I. ...

...

XXV. Todos los servidores públicos a que se refiere es-
te artículo, están obligados a informar públicamente so-
bre sus funciones, actividades diarias, estadísticas delic-
tivas, personas detenidas y presentadas ante los jueces,
personas puestas en libertad, personas sentenciadas y
llamadas de emergencia.

...”

Transitorios

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor
treinta días después de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

México, DF, a 5 de septiembre de 2010.— En cumpli-
miento de lo dispuesto por la fracción I del artículo 89
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y para su debida publicación y observancia, ex-
pido el presente Decreto en la residencia del Poder Eje-
cutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito
Federal, a los 5 días del mes de septiembre de dos mil
diez.— Rúbrica.”

“Decreto por el que se agrega el artículo 131 Bis de
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Artículo Único. Se agrega el artículo 131 bis de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para que-
dar como sigue:

Artículo 131 Bis. Todos los Magistrados y Jueces están
obligados a informar públicamente sobre sus funciones,
actividades diarias, estadísticas, personas puestas a su
disposición, personas puestas en libertad, sentencias
condenatorias y absolutorias.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor
treinta días después de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

México, DF, a 5 de septiembre de 2010.— En cumpli-
miento de lo dispuesto por la fracción I del artículo 89
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
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canos, y para su debida publicación y observancia, ex-
pido el presente Decreto en la residencia del Poder Eje-
cutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Fede-
ral, a los 5 días del mes de septiembre de dos mil diez.—
Rúbrica.”

“Decreto por el que se agrega el artículo 65 Bis de la
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Re-
pública.

Artículo Único. Se agrega el artículo 65 Bis de la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República,
para quedar como sigue:

Artículo 65 Bis. Todos los servidores públicos de la
Procuraduría General de la República, están obligados a
informar públicamente sobre sus funciones, actividades
diarias, estadísticas delictivas, estadísticas sobre órde-
nes de presentación y de aprehensión, personas deteni-
das y presentadas ante los jueces, personas puestas en li-
bertad y llamadas de emergencia.

En dicha información deberá la Procuraduría General de
la República, dar a conocer diariamente por entidad fe-
derativa, municipio, colonia o sector urbano, según sea
el caso, estableciendo con precisión el tipo de delito,
tiempo, lugar y circunstancia, omitiendo los aspectos
confidenciales establecidos en la ley, a través de su pá-
gina de internet, a la que tenga libre acceso todo el pú-
blico, y es obligación de la Auditoría Superior de la Fe-
deración, verificar que esos datos sean oportunos y
fidedignos, presentando públicamente por medio de in-
ternet, de manera mensual el resultado de dicha audito-
ría de gestión permanente.

El funcionario que incumpla con esta obligación de
transparencia y rendición de cuentas incurrirá en res-
ponsabilidad.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor
treinta días después de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

México, DF, a 5 de septiembre de 2010.— En cumpli-
miento de lo dispuesto por la fracción I del artículo 89
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y para su debida publicación y observancia, ex-
pido el presente Decreto en la residencia del Poder Eje-

cutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Fede-
ral, a los 5 días del mes de septiembre de dos mil diez.—
Rúbrica.”

“Decreto por el que se adiciona la fracción XXXIV y
se recorre la numeración de las demás fracciones del
artículo 19 de la Ley de la Policía Federal.

Artículo Único. Se agrega la fracción XXXIV y se co-
rre la numeración de las demás fracciones del artículo
19 de la Ley de la Policía Federal, para quedar como si-
gue:

Artículo 19. Son deberes de los integrantes:

...

XXXIV. Todos los servidores públicos de la Policía Fe-
deral, están obligados a informar públicamente sobre
sus funciones, actividades diarias, estadísticas delicti-
vas, personas detenidas y presentadas ante los jueces,
personas puestas en libertad y llamadas de emergencia.

En dicha información deberá la Policía Federal, dar a
conocer diariamente por entidad federativa, municipio,
colonia o sector urbano, según sea el caso, establecien-
do con precisión el tipo de delito, tiempo, lugar y cir-
cunstancia, omitiendo los aspectos confidenciales esta-
blecidos en la ley, a través de su página de internet, a la
que tenga libre acceso todo el público, y es obligación
de la Auditoría Superior de la Federación, verificar que
esos datos sean oportunos y fidedignos, presentando pú-
blicamente por medio de internet, de manera mensual el
resultado de dicha auditoría de gestión permanente.

El funcionario que incumpla con esta obligación de
transparencia y rendición de cuentas incurrirá en res-
ponsabilidad.

XXXV. ...”

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor
treinta días después de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

México, DF, a 5 de septiembre de 2010.— En cumpli-
miento de lo dispuesto por la fracción I del artículo 89 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
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y para su debida publicación y observancia, expido el pre-
sente Decreto en la residencia del Poder Ejecutivo Federal,
en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los 5 días del
mes de septiembre de dos mil diez.— Rúbrica.”

“Decreto por el que se derogan el punto quinto del artí-
culo 26 y el 30 Bis de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal.

Artículo Único. Se deroga el punto quinto del artículo 26
y el 30 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal para quedar como siguen:

Artículo 26. Para el despacho de los asuntos del orden ad-
ministrativo, el Poder Ejecutivo de la Unión contará con
las siguientes dependencias:

...

...

...

...

(derogado)

...

Artículo 30 Bis. (derogado)

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor trein-
ta días después de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

México, DF, a 5 de septiembre de 2010.— En cumpli-
miento de lo dispuesto por la fracción I del artículo 89 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y para su debida publicación y observancia, expido el pre-
sente decreto en la residencia del Poder Ejecutivo Federal,
en la Ciudad de México, Distrito Federal, a 5 de septiem-
bre de dos mil diez.

Diputados: Alejandro Gertz Manero, María Teresa Rosaura Ochoa Me-
jía, Juan Carlos Lastiri Quirós, María Guadalupe García Almanza, Je-
sús María Rodríguez Hernández, Ariel Gómez León, Pedro Jiménez
León, Armando Ríos Piter, Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez,
David Ricardo Sánchez Guevara, Armando Corona Rivera, Filemón
Navarro Aguilar, Florentina Rosario Morales, Silvia Puppo Gastélum,
José M.Torres Robledo, Teresa del Carmen Incháustegui Romero, Sa-
muel Herrera Chávez, Ramón Jiménez Fuentes, José María Valencia

Barajas, Carlos Cruz Mendoza, Clara Gómez Caro, Reginaldo Rivera
de la Torre, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Carlos Torres Piña,
José Narro Céspedes, Víctor Humberto Benítez Treviño, Arturo Zamo-
ra Jiménez (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Se turnan a las Comisiones Unidas de la Función Pú-
blica, de Justicia y de Gobernación.

Gracias, señor diputado, se agradece su concisión en su
propuesta. Si, diputado Ríos Piter.

El diputado Armando Ríos Piter (desde la curul): Presi-
dente, solamente para preguntarle al diputado Gertz Mane-
ro, si me permite adherirme a su iniciativa de ley.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Sí, el diputado Gertz está aceptando. Diputada Rosaura
Ochoa.

La diputada María Teresa Rosaura Ochoa Mejía (des-
de la curul): En el mismo sentido, presidente, si lo autoriza
el proponente, sumarnos.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Diputado Pedro Jiménez.

El diputado Pedro Jiménez León (desde la curul): Tam-
bién, para adherirme.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
El proponente ha manifestado su acuerdo, para que los que
quieran adherirse a su iniciativa puedan hacerlo.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Tiene la palabra el señor diputado Víctor Humberto Bení-
tez Treviño, del Grupo Parlamentario del PRI, para presen-
tar iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones del Código Penal Federal.

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño: Con su
permiso, señor presidente. Compañeros diputados, a nom-
bre del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, mi partido, vengo a presentar iniciativa para
establecer la cadena perpetua en México para tres delitos:
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para el homicidio calificado, para la violación tumultuaria
y para el secuestro, cuando se mutila a la víctima o se le
priva de la vida. Y es que tenemos que partir de la premisa
de que en México campea un aire de impunidad, de inse-
guridad, de injusticia. Que los mexicanos hoy somos rehe-
nes de la delincuencia organizada que en su actividad ilíci-
ta ha extremado sus actitudes de atrocidad, de actos
sanguinarios y aun de sadismo, y que es precisamente el
gobierno quien tiene que garantizar a la sociedad una at-
mósfera de seguridad jurídica. Por eso los invito a todos
ustedes a secundar esta iniciativa de la mayor relevancia.

El Congreso tiene que asumir su parte legislando y elabo-
rando normas eficaces, normas oportunas que atiendan los
graves problemas que aquejan a nuestro país. El Estado tie-
ne que apostar a más prevención, a cursos de capacitación,
a filtros de controles de confianza como lo plantea mi com-
pañero Gertz Manero. Tenemos que capacitar a las corpo-
raciones policíacas, premiar eficiencia, sancionar corrup-
ción.

Es por eso que estoy proponiendo la reforma al Código Pe-
nal Federal, en sus diferentes artículos, para establecer la
cadena perpetua para estos tres delitos. Para que el Poder
Judicial también haga su parte, toda vez que el artículo 21
constitucional establece que es competencia exclusiva de
los tribunales de la federación la imposición de las penas.

Establecer en México la cadena perpetua es viable. La Cor-
te, el 6 de septiembre de 2005, cambió el criterio que venía
sosteniendo anteriormente. Y, a propósito de la interpreta-
ción del artículo 27 del Código Penal del estado de Chi-
huahua, afirmó que la cadena perpetua ya no es una pena
inusitada, es decir, inusual, como lo establece el artículo 22
constitucional, que es factible que en el supuesto de con-
curso de delitos haya acumulación material de penas por
cada uno de los delitos cometidos. Si a esto agregamos el
clima de impunidad que priva en el país, de cada diez deli-
tos que se cometen, en siete no pasa nada y esto alimenta
el clima de la impunidad. En tres se detiene al inculpado,
pero solamente en un caso se recibe sentencia condenato-
ria.

Esto quiere decir, compañeros legisladores, que tenemos
un 90 por ciento de impunidad en este país. Que tenemos
que apostar más a la persecución de los delitos, a la reclu-
sión de los infractores, a una administración pronta, expe-
dita y gratuita de justicia, como establece el artículo 17
constitucional.

Finalmente, he dicho en otras ocasiones que el sistema de
readaptación social de este país es un fracaso, a nadie se re-
adapta. Los centros de reclusión son universidades del cri-
men.

Por eso, compañeros, quiero pedirles su reflexión, su tra-
bajo en la Comisión de Justicia y en el pleno, para que de
una vez por todas sancionemos con la pena vitalicia de pri-
sión a quienes cometen homicidio calificado, violación tu-
multuaria o secuestro, cuando haya mutilación o pérdida de
la vida del secuestrado.

Es cuanto, señor presidente. Le ruego que se inserte íntegra-
mente mi intervención en el Diario de los Debates y que se
envíe a la Comisión de Justicia que me honro en presidir.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal, a cargo del diputado Víctor
Humberto Benítez Treviño, del Grupo Parlamentario del
PRI

El que suscribe, diputado Víctor Humberto Benítez Trevi-
ño, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, conforme a las atribuciones que
me confieren los artículos 51, 71, fracción II, 73, fracción
XXIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, se permite poner a su consideración la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto que contiene reformas
a los artículos 25, 70, 266 Bis, 320 y 366 del Código Penal
Federal, a partir de la siguiente

Exposición de Motivos

En los últimos años, la delincuencia en nuestro país ha au-
mentado considerablemente, realizándose cada vez más,
conductas que vulneran bienes jurídicos protegidos de una
forma perversa, maligna y cruel, ya que hoy en día, a los
delincuentes no les basta cometer las conductas delictivas
previstas en la norma, sino que la forma en que cometen
ahora los delitos se realiza con saña, sádica, odio y rencor,
transgrediendo aún más a la víctima u ofendido. 

En ese sentido el Estado tiene la obligación de salvaguar-
dar la seguridad pública de todos y cada uno de los indivi-
duos que se encuentran en el territorio mexicano, desde
muchas aristas, como la prevención de los delitos; la capa-
citación profesional de los cuerpos de policía; la imple-
mentación de controles de confianza de las autoridades en-
cargadas al combate al delito; la atención y auxilio a las
víctimas del delito; entre otras.
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Por lo que desde el ámbito legislativo, a esta Asamblea le
corresponde crear y modificar instrumentos jurídicos que
auxilien a las autoridades ejecutivas para el combate eficaz
de la delincuencia, es por ello que, la presente iniciativa
pretende modificar diversas disposiciones del Código Pe-
nal Federal a efecto de establecer como máxima pena en el
sistema jurídico-penal federal mexicano, la pena vitalicia,
también conocida como cadena perpetua. Ya que no hay
que olvidar que una de las funciones de la pena es inhibir
la proliferación de las conductas antisociales, independien-
temente que su finalidad sea también, la reinserción social
del delincuente. 

La cadena perpetua es una pena privativa de libertad de ca-
rácter indefinido, que normalmente se impone como con-
dena ante la comisión de un delito grave, y que implica la
privación de libertad de por vida. En los países que no se
contempla la pena de muerte, la cadena perpetua constitu-
ye el castigo más severo que puede recibir un delincuente.

Anteriormente en nuestro país, la cadena perpetua o la pri-
sión vitalicia eran consideradas penas inusitadas, criterio
sostenido por diversas tesis jurisprudenciales de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación. El criterio prevalecien-
te era que la finalidad de la pena y la garantía del senten-
ciado consistían en la readaptación social sobre la base del
trabajo, la capacitación y educación como medios para lo-
grar ese fin.

Este criterio cambió en el estado de Chihuahua, donde la
legislatura reformó el artículo 27 del Código Penal de la
entidad, mediante decreto publicado el 27 de agosto del
2003, estableciéndose que “tratándose del delito de homi-
cidio doloso en perjuicio de mujeres o de menores de edad,
o del delito de secuestro, deberá imponerse pena por cada
delito cometido, aún cuando con ello se exceda el máximo
de prisión”.

Dicha reforma fue materia de una acción de inconstitucio-
nalidad presentada ante la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, en la que el máximo tribunal del país resolvió el 6
de septiembre del 2005, que la reforma al Código Penal de
Chihuahua no era inconstitucional, fundamentando su ra-
zonamiento en el siguiente sentido:

Ahora bien, como se dijo en párrafos precedentes, este
Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia conside-
ra que como del análisis del sistema de imposición de
penas previsto en el párrafo segundo del artículo 27 del
Código Penal del Estado de Chihuahua, cuya invalidez

se solicita, al establecer un sistema de acumulación en
el concurso real de los delitos de homicidio doloso en
perjuicio de mujeres o menores de edad y el de secues-
tro, aparece que las sanciones privativas de la libertad
pueden alcanzar una duración de ciento cinco años, de-
be estimarse que tal situación se equipara a una pena de
prisión vitalicia, ya que rebasa ostensiblemente el tiem-
po de vida del ser humano.

En efecto, por pena vitalicia o cadena perpetua, debe en-
tenderse no únicamente la que se impone por una dura-
ción igual a la vida del delincuente, sino también aque-
lla cuya duración prolongada es tal, que sería imposible
que se llegase a compurgar en su totalidad, ya que reba-
sa ostensiblemente los límites de vida del ser humano,
pues aun cuando en este caso el sentenciado pudiese te-
ner derecho a determinados beneficios que en su caso
establezca la legislación correspondiente, como pudiese
ser la remisión de la pena en atención a su readaptación
social sobre la base del trabajo, la educación y la cultu-
ra, tal circunstancia, por una parte, no se encuentra pres-
crita en la Constitución federal, sino que es el legislador
ordinario quien determina su regulación; por otro lado,
no obstante la posible aplicación de estos beneficios, el
delincuente no estaría en condiciones de recobrar su li-
bertad, dado lo prolongado de la pena en relación con la
expectativa promedio de vida.

De acuerdo con las consideraciones precedentes, no obs-
tante que el sistema de acumulación material de penas a
que se refiere el artículo 27 del Código Penal del Estado
de Chihuahua, pueda traer como consecuencia la aplica-
ción de penas que rebasen ostensiblemente la vida del ser
humano, lo que equivale a la pena de prisión vitalicia, de-
be considerarse que no transgrede el artículo 22 constitu-
cional y, por tanto, ha de reconocerse su validez.

Emitiéndose al respecto por el Pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, diversas tesis jurisprudenciales,
como las siguientes:

Novena Época
Registro: 175845
Instancia: Pleno
Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo: XXIII, Febrero de 2006
Materia(s): Constitucional, Penal
Tesis: P. XX/2006
Página: 1178
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Prisión vitalicia. La acumulación material de penas
establecida en el artículo 27 del Código Penal del Es-
tado de Chihuahua, equivale a una pena de tal natu-
raleza (legislación vigente a partir del 28 de agosto
de 2003). El citado precepto, en su primer párrafo, esta-
blece los límites para la imposición de penas privativas
de la libertad, que van de 3 meses como mínima a 60
años como máxima, pero en su segundo párrafo prevé
que tratándose del delito de homicidio doloso en perjui-
cio de mujeres o de menores de edad, o del delito de se-
cuestro, deberá imponerse pena por cada delito cometi-
do, aun cuando ello exceda el máximo de la sanción. Por
su parte, el artículo 67 del Código Penal del Estado de
Chihuahua, señala que cuando exista concurso real de
delitos operará la acumulación material de penas, lo que
significa que las penas impuestas por cada uno de los
delitos cometidos se compurgarán sucesivamente. Aten-
to a lo anterior, se concluye que si se aplican las penas
correspondientes a los delitos indicados conforme a los
artículos 194, 194 Bis, 194 Ter, 195, 195 Bis, 196, 210,
229, 229 Bis, 230 y 230 Bis, todos del mencionado Có-
digo, el delincuente podría estar privado de su libertad
hasta por 105 años o más, situación que se equipara a
una pena vitalicia o cadena perpetua, ya que rebasa os-
tensiblemente las expectativas del promedio de vida del
ser humano.

Acción de inconstitucionalidad 20/2003. Diputados in-
tegrantes de la Sexagésima Legislatura del Congreso del
Estado de Chihuahua. 6 de septiembre de 2005. Mayo-
ría de seis votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz,
Margarita Beatriz Luna Ramos, Juan Díaz Romero, Jo-
sé de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio A. Valls Hernández.
Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Víctor Miguel
Bravo Melgoza.

El Tribunal Pleno, el cinco de enero en curso, aprobó,
con el número XX/2006, la tesis aislada que antecede.
México, Distrito Federal, a cinco de enero de dos mil
seis.

Novena Época
Registro: 175842
Instancia: Pleno
Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo: XXIII, Febrero de 2006
Materia(s): Constitucional, Penal
Tesis: P. XXI/2006
Página: 1179

Prisión vitalicia. Se equipara a ésta la pena de pri-
sión cuya duración rebase ostensiblemente el tiempo
de vida del ser humano. La prisión vitalicia o cadena
perpetua es la que se impone por una duración igual a la
vida del delincuente; sin embargo, también lo es aquella
cuya duración prolongada es tal que sería imposible que
llegue a compurgarse en su totalidad, al rebasar ostensi-
blemente el límite de vida del ser humano, pues aun en
el supuesto de que el sentenciado pudiera tener derecho
a determinados beneficios que en su caso establezca la
legislación correspondiente, como el de la remisión de
la pena, por una parte, tal circunstancia no se encuentra
contemplada en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, sino que es el legislador ordinario
quien determina su regulación; y por la otra, no obstan-
te la posible aplicación de esos beneficios, aun así el de-
lincuente no estaría en condiciones de recobrar su liber-
tad, dado lo prolongado de la pena en relación con la
expectativa del promedio de vida.

Acción de inconstitucionalidad 20/2003. Diputados in-
tegrantes de la Sexagésima Legislatura del Congreso del
Estado de Chihuahua. 6 de septiembre de 2005. Mayo-
ría de seis votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz,
Margarita Beatriz Luna Ramos, Juan Díaz Romero, Jo-
sé de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio A. Valls Hernández.
Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Víctor Miguel
Bravo Melgoza.

El Tribunal Pleno, el cinco de enero en curso, aprobó, con
el número XXI/2006, la tesis aislada que antecede. Méxi-
co, Distrito Federal, a cinco de enero de dos mil seis. 

Ahora bien con motivo de una solicitud de modificación de
las jurisprudencias P./J. 127/2001 y P./J. 125/2001, origina-
das al resolverse la contradicción de tesis 11/2001-PL en
sesión del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, de rubros: Prisión vitalicia. Constituye una
pena inusitada de las prohibidas por el artículo 22 cons-
titucional.” y “extradición. la pena de prisión vitalicia
constituye una pena inusitada prohibida por el artículo
22 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos,
por lo que para que se tramite aquélla, el estado solici-
tante debe comprometerse a no aplicarla o a imponer
una menor que fije su legislación; promovida por los se-
ñores Ministros Mariano Azuela Güitrón, Guillermo I. Or-
tiz Mayagoitia y Sergio A. Valls Hernández, el Tribunal
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, acor-
dó resolver el día veintinueve de noviembre de dos mil cin-
co dicho expediente señalando lo siguiente:
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…La pena de prisión, como pena privativa de la liber-
tad, constituye el núcleo central del sistema punitivo de
México, como se desprende de los diversos preceptos
constitucionales transcritos anteriormente, por lo que,
en este orden de ideas, debe concluirse que la pena de
prisión, en su concepto genérico, no es de aquellas pe-
nas prohibidas en el artículo 22 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que fue
el propio Constituyente quien la introdujo en nuestro
sistema punitivo, regulando sus aspectos específicos y
las reglas de imposición, como se desprende del artícu-
lo 21 constitucional, en donde se establece que la pena
privativa de libertad debe ser impuesta únicamente por
autoridad judicial competente en términos de lo dis-
puesto por ese artículo, correspondiendo a estas autori-
dades la individualización de esa pena y de otras consa-
gradas en la legislación penal, buscando, desde luego,
que la sanción impuesta obedezca o tenga relación di-
recta con la gravedad y con la naturaleza del delito, así
como con la necesidad de considerar el aspecto subjeti-
vo del delincuente y su peligrosidad social.

Ahora bien, la pena de prisión vitalicia no desnaturaliza
la pena que en su denominación se refleja, esto es, la
sanción restrictiva mediante la cual se priva al individuo
de su libertad locomotora y se le mantiene recluido en
un establecimiento destinado para ese fin específico,
con el objeto de obtener su castigo, su segregación del
medio social mientras dura ese aislamiento y su readap-
tación a la vida social, eliminando la peligrosidad del
reo; sino que se encuentra referida al aspecto de su apli-
cación, es decir, hasta por el término de la vida del reo
se aplicará una pena constitucionalmente aceptada en
México y en múltiples sistemas punitivos del mundo y,
en esos términos, la pena sigue siendo la misma: la pri-
vación de la libertad locomotora, sólo que varía en
cuanto a su duración; por lo que, en principio, no puede
considerarse que sólo por su duración deba calificarse
de inusitada o trascendental y, consecuentemente, de las
prohibidas por el artículo 22 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos;…

…debe concluirse que la expresión inusitada, en su
acepción constitucional, se aparta de la interpretación
gramatical, esto es, lo no usado, ya que no podría con-
cebirse que el Constituyente hubiera pretendido prohibir
la aplicación de todas las penas que no se hubiesen usa-
do anteriormente, porque ello implicaría que en el artí-
culo 22 constitucional, se estableciera una barrera para

el progreso de la ciencia penal, que tiende a la protec-
ción de la sociedad, y que toda innovación en la forma
de sancionar los delitos constituiría la aplicación de una
pena inusitada, lo cual resulta inaceptable; por lo que di-
cha acepción toma un contenido social, pero no referido
a una sociedad en lo particular, pues ello limitaría su in-
terpretación a lo que se usa o no se usa en esa sociedad,
retomando así la interpretación gramatical, a la cual es-
ta Suprema Corte ha negado validez, sino que tal conte-
nido social se encuentra referido a la época en que se
realiza el análisis correspondiente, pero debiendo respe-
tar y reconocer los motivos del Constituyente.

En efecto, para interpretar el justo alcance del artículo
22 constitucional, en cuanto a qué debe entenderse por
pena inusitada, debe atenderse a la estabilidad o modifi-
cación de las circunstancias a las que actualmente se
adecua su sentido, sin desconocer o desnaturalizar los
propósitos que llevaron al Constituyente a establecer la
disposición en estudio…

Emitiéndose al respecto la siguiente jurisprudencia:

Novena Época
Registro: 175844
Instancia: Pleno
Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo: XXIII, Febrero de 2006
Materia(s): Constitucional, Penal
Tesis: P./J. 1/2006 
Página: 6

Prisión vitalicia. No constituye una pena inusitada de
las prohibidas por el artículo 22 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. La acep-
ción de pena inusitada a que se refiere el precepto cons-
titucional citado se constriñe a tres supuestos: a) Que
tenga por objeto causar en el cuerpo del sentenciado un
dolor o alteración física; b) Que sea excesiva en relación
con el delito cometido; que no corresponda a la finali-
dad que persigue la pena, o que se deje al arbitrio de la
autoridad judicial o ejecutora su determinación al no es-
tar prevista en la ley pena alguna exactamente aplicable
al delito de que se trate; y, c) Que siendo utilizada en de-
terminado lugar no lo sea ya en otros, por ser rechazada
en la generalidad de los sistemas punitivos. En con-
gruencia con lo anterior, se concluye que la pena de pri-
sión vitalicia no se ubica en alguno de los referidos su-
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puestos, ya que si bien inhibe la libertad locomotora del
individuo, no tiene por objeto causar en su cuerpo un
dolor o alteración física. En cuanto a lo excesivo de una
pena, ello se refiere a los casos concretos de punibilidad,
en los que existe un parámetro para determinar si para
ciertos delitos de igual categoría, el mismo sistema pu-
nitivo establece penas diametralmente diferentes, por lo
que la pena indicada en lo general no se ubica en tal hi-
pótesis, al no poder existir en abstracto ese parámetro;
además, la prisión corresponde a la finalidad de la pena,
pues ha sido reconocida como adecuada para el resta-
blecimiento del orden social, sin que la característica de
vitalicia la haga perder esa correspondencia, pues dicho
aspecto se relaciona con su aplicación, mas no con el ti-
po de pena de que se trata. Por otra parte, es importante
señalar que el hecho de que la prisión vitalicia no tenga
como consecuencia que el reo se readapte a la sociedad,
dado que éste no volverá a reintegrarse a ella, tampoco
determina que sea una pena inusitada, toda vez que el
Constituyente no estableció que la de prisión tuviera co-
mo única y necesaria consecuencia la readaptación so-
cial del sentenciado, ni que ese efecto tendría que al-
canzarse con la aplicación de toda pena, pues de haber
sido esa su intención lo habría plasmado expresamente.

Solicitud de modificación de jurisprudencia 2/2005-PL.
Presidente Mariano Azuela Güitrón, Guillermo I. Ortiz
Mayagoitia y Sergio A. Valls Hernández, Ministros de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 29 de noviem-
bre de 2005. Mayoría de seis votos. Disidentes: José Ra-
món Cossío Díaz, Juan Díaz Romero, Genaro David
Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo y Juan
N. Silva Meza. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.
Secretarios: Rafael Coello Cetina y Alberto Díaz Díaz.

El Tribunal Pleno, el tres de enero en curso, aprobó, con
el número 1/2006, la tesis jurisprudencial que antecede.
México, Distrito Federal, a tres de enero de dos mil seis.

Nota: En su sesión de 29 de noviembre de 2005, el Tri-
bunal en Pleno determinó modificar la tesis P./J.
127/2001, que aparece publicada en el Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo
XIV, octubre de 2001, página 15, para quedar aprobada
en los términos de la diversa P./J. 1/2006. 

De lo anterior se desprende que el establecimiento de la
prisión vitalicia en leyes secundarias como una de las con-
secuencias jurídicas de la comisión de un delito, no se con-

sidera una pena inusitada, dado que lo inusitado en su con-
cepción gramatical es algo que no se usa y por consiguien-
te el artículo 22 redactado por el Constituyente al evitar la
imposición de ese tipo de penas se refirió a establecer que
lo inusitado es la pena considerada inhumana, cruel o ex-
cesiva o por no corresponder a la finalidad que persigue la
pena o por dejarse al arbitrio de la autoridad judicial o eje-
cutora su determinación, al no estar prevista en la ley algu-
na pena exactamente aplicable al delito de que se trate; o
bien, que siendo utilizada en determinado lugar no lo sea
ya en los demás lugares, por ser rechazado en la generali-
dad de los sistemas punitivos.

En este contexto, se propone establecer esta pena a las con-
ductas delictivas que en la actualidad tienen una gran pro-
liferación y representan un daño extremo para las victimas
u ofendidos del delito, como el caso del secuestro, la vio-
lación tumultuaria y el homicidio calificado, conductas que
inciden directamente en el ánimo de la sociedad mexicana
y que hacen que la comunidad sienta un clima de inseguri-
dad generalizada.

Por ello, al ser estas conductas unas de las que más dañan
los bienes jurídicos que protegen como la libertad psicose-
xual y la libertad deambulatoria y la vida, se propone que
el Poder Judicial pueda imponer dicha pena.

Igualmente se propone que la pena de prisión vitalicia que
en su caso se imponga, no pueda ser substituida o conmu-
tada por parte del juzgador, es decir, la intención es que no
se tenga ningún beneficio en la ley para que dicha pena se
cumpla a cabalidad. 

Por todo lo anteriormente argumentado, se somete a consi-
deración de esta Asamblea el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforman los artículos 25, 70, 266
Bis, 320 y 366 y se adiciona el artículo 266 Ter, del Có-
digo Penal Federal

Único. Se reforman los artículos 25, 70, 266 Bis, 320 y 366
y se adiciona un artículo 266 Ter del Código Penal Federal,
para quedar como sigue: 

Artículo 25. La prisión consiste en la privación de la li-
bertad corporal. Su duración será de tres días de prisión a
prisión vitalicia, y sólo podrá imponerse una pena adicio-
nal al límite máximo cuando se cometa un nuevo delito en
reclusión. Se extinguirá en las colonias penitenciarias, es-
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tablecimientos o lugares que al efecto señalen las leyes o la
autoridad ejecutora de las penas, ajustándose a la resolu-
ción judicial respectiva.

…

Artículo 70. …

I. …

II. … 

III. …

La sustitución no podrá aplicarse a quien anteriormente
hubiere sido condenado en sentencia ejecutoriada por
delito doloso que se persiga de oficio. Tampoco se apli-
cará a quien sea condenado por algún delito de los se-
ñalados en la fracción I del artículo 85 de este Código o
a quien se la haya impuesto pena de prisión vitalicia.

Artículo 266 Bis. Las penas previstas para el abuso sexual
y la violación se aumentará hasta en una mitad en su míni-
mo y máximo, cuando:

I. El delito de abuso sexual fuere cometido con inter-
vención directa o inmediata de dos o más personas.

II. …

III. …

IV. …

266 Ter. Cuando el delito de violación se realice con in-
tervención directa o inmediata de dos o más personas la
pena será hasta de prisión vitalicia.

Artículo 320. Al responsable de un homicidio calificado se
le impondrán de treinta años de prisión a prisión vitali-
cia.

Artículo 366. …

I. …

a) …

b) …

c) …

d) …

II. …

a) …

b) …

c) …

d) …

e) … 

III. … 

Se impondrá una pena de treinta años de prisión a pri-
sión vitalicia al o a los secuestradores, si a la víctima
del secuestro se le causa alguna lesión de las previstas
en los artículos 291 a 293 de este Código.

En caso de que el secuestrado sea privado de la vida por su
o sus secuestradores, se aplicará pena de hasta prisión vi-
talicia.

…

…

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las sentencias que se hayan dictado con anterio-
ridad a la entrada en vigor del presente decreto no sufrirán
modificación, ni tampoco los procesos iniciados con ante-
rioridad al presente decreto. 

Diputados: Víctor Humberto Benítez Treviño, Jorge Humberto López-
Portillo Basave, Emilio Serrano Jiménez, María de Jesús Aguirre Mal-
donado, J. Eduardo Yáñez Montaño, Hilda Ceballos Llerenas, David
Ricardo Sánchez Guevara, María de la Paz Quiñones Cornejo, Mauri-
lio Ochoa Millán, Juan Carlos Natale López, Clara Gómez Caro, Re-
ginaldo Rivera de la Torre, Carlos Cruz Mendoza, Janet Graciela Gon-
zález Tostado, Ana Estela Durán Rico, Jesús María Rodríguez
Hernández, Sergio Lobato García, Héctor Pedroza Jiménez, Julieta Oc-
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tavia Marín Torres, Ana Georgina Zapata Lucero, Guadalupe Pérez
Domínguez, Olivia Guillén Padilla, Sergio Mancilla Zayas, María del
Carmen Izaguirre Francos, Rosalina Mazari Espín, Margarita Gallegos
Soto, Eduardo Zarzosa Sánchez, José Manuel Aguero Tovar, Cristabell
Zamora Cabrera, Laura Felícitas García Dávila (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Como lo ha solicitado el señor diputado, insértese su inter-
vención en el Diario de los Debates y túrnese a la Comi-
sión de Justicia.

El diputado Arturo Zamora Jiménez (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Diputado Zamora. Dígame señor diputado Arturo Zamora.
Sonido, por favor.

El diputado Arturo Zamora Jiménez (desde la curul):
Gracias, señor presidente. Para solicitarle al diputado pro-
ponente, presidente de la Comisión de Justicia, Humberto
Benítez Treviño, si me permite sumarme a esta iniciativa,
toda vez que, efectivamente, la Suprema Corte ha declara-
do que este tipo de sanciones son viables en nuestro país y
puede ser una herramienta y un instrumento muy impor-
tante para combatir la delincuencia.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Señor diputado Benítez Treviño, hay una solicitud para ad-
herirse a su propuesta.

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño (desde la
curul): Sí, adelante.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Está de acuerdo el señor diputado proponente. Aquellas
personas que deseen adherirse a su propuesta, pasen a la
Secretaría.

El diputado J. Eduardo Yáñez Montaño (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
¿Alguien más?

El diputado J. Eduardo Yáñez Montaño (desde la curul):
En los mismos términos, solicitarle al doctor Víctor Hum-
berto Benítez Treviño si me permite adherirme a su inicia-
tiva.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Con mucho gusto, señor diputado, ya ha manifestado su
anuencia el proponente y puede usted pasar a la Secretaría.

ARTICULO 133 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Tiene la palabra el señor diputado Jesús Ramírez Rangel,
del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Jesús Ramírez Rangel: Gracias, diputado
presidente. Con su venia y tomando en consideración que
ya está incluida en el Diario de los Debates la iniciativa,
quiero nada más comentarles que una parte de esta pro-
puesta que vengo a someter a su consideración propone
que aquellos tratados y convenciones en materia de dere-
chos humanos se coloquen en igual nivel que la Constitu-
ción, ya que con los mismos se podrían colmar las lagunas
que ésta pudiera tener en materia de derechos humanos y
sin que hubiere necesidad de reformarla.

Así, posteriormente a la Constitución y los tratados inter-
nacionales en materia derechos humanos se encontrarán
los tratados que versen en cualquier otra materia, los cua-
les sin duda no cuentan con el grado de protección a los
bienes jurídicos tutelados por el derecho internacional y
pueden tener un menor grado de representatividad, mismo
que pudiere ser medible con la cantidad de países que lo ra-
tifican, ya que estos también pueden ser celebrados de ma-
nera regional o bilateral.

Junto con estos tratados se coloquen en igual rango jerár-
quico a las leyes reglamentarias. Es decir, aquellas leyes
secundarias que detallan, precisan y sancionan una o varios
preceptos de la Constitución, con el fin de articular los con-
ceptos y medios necesarios para la aplicación del precepto
constitucional que regulan.

Así, y toda vez que las leyes reglamentarias y constitucio-
nales deben estar acordes con la misma Constitución, no
tendría por qué haber alguna contradicción con los tratados
internacionales que se suscriben, porque además, al mo-
mento de la aprobación de estos por el Senado de la Repú-
blica, se hace el estudio minucioso de que no sean contra-
rios a la misma. Inmediatamente después se señalan las
leyes federales y locales.
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La ley federal, como se sabe, es aquella emanada formal-
mente de la Constitución y promulgada por el Congreso de
la Unión, en ejercicio de alguna competencia encargada
expresamente a la federación, según el principio de distri-
bución de competencias contenido en el artículo 124 cons-
titucional, siendo precisamente este artículo el que estable-
ce la facultad a las entidades federativas para legislar en
aquellas materias que no sean competencia del Congreso
de la Unión y crear así leyes locales.

Por supuesto, diputado presidente, compañeros diputados,
que los legisladores del PAN estamos por no más impues-
tos, pero no con demagogia. No más impuestos y no a go-
bernadores que dilapidan los recursos públicos. No más
impuestos y estados transparentes. No más impuestos y no
al endeudamiento irresponsable.

Qué bueno que quienes propusieron los impuestos hoy se
retracten y se sumen al espíritu original de la propuesta del
presidente Calderón. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 133 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del di-
putado Jesús Ramírez Rangel, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, Jesús Ramírez Rangel, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política; y 55, fracción II,
56, 62 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, por la que se refor-
ma el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de jerarquización de trata-
dos internacionales, con fundamento en la siguiente

Exposición de Motivos

Para que podamos hablar de que en México desarrollamos
con responsabilidad nuestra política exterior, es necesario
que las acciones internas y las externas se ajusten estricta-
mente a los principales postulados constitucionales, así co-
mo a los establecidos en los instrumentos de la comunidad
internacional a que nos hemos adherido.

De conformidad con la fracción I del artículo 76 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

los tratados internacionales deberán ser aprobados por el
Senado y serán ley suprema de toda la unión cuando estén
de acuerdo con ella, en los términos del artículo 133 de la
propia Constitución.

En el sentido genérico del término, tratado es un acuerdo
celebrado por sujetos de derecho internacional y regido por
éste.

La Convención de Viena da la definición de “tratado”: és-
te es un acuerdo internacional celebrado por escrito entre
Estados y regido por el derecho internacional, ya sea que
conste en un instrumento único o en dos o más instrumen-
tos conexos y cualquiera que sea su denominación particu-
lar.

En el ordenamiento, la Ley sobre la Aprobación de Trata-
dos establece en el artículo 2 que se entiende por tratado el
convenio regido por el derecho internacional público, cele-
brado por escrito entre el gobierno de los Estados Unidos
Mexicanos y uno o varios sujetos de derecho internacional
público, ya sea que para su aplicación requiera o no la ce-
lebración de acuerdos en materias específicas, cualquiera
que sea su denominación, mediante el cual los Estados
Unidos Mexicanos asumen compromisos.

De las anteriores disposiciones queda establecido que el or-
den jurídico considera los tratados internacionales como
uno más de los ordenamientos aplicables, siempre que éste
no contravenga alguna disposición de la Constitución Polí-
tica federal. No obstante, no se encuentra determinado cla-
ramente en el ya referido artículo 133 el nivel de jerarquía
que tiene respecto a los demás ordenamientos, ya que éste
sólo establece que la Constitución, las leyes federales y los
tratados que de ella emanen son la ley suprema de la unión,
por lo cual no sería conveniente ni razonable deducir que
éstos se encuentran en el mismo nivel jerárquico.

Algunos tratadistas, como el maestro Manuel Becerra Ra-
mírez1 señalan que el contenido del artículo 133 es defec-
tuoso, toda vez que éste no da respuesta a los diferentes fe-
nómenos de la realidad internacional. En principio, la
fórmula de la Constitución no toma en cuenta otro tipo de
actos internacionales como las sentencias, los acuerdos eje-
cutivos y las resoluciones que dicten los organismos juris-
diccionales internacionales. Tampoco resuelve, en el ámbi-
to interno, la prelación entre la diferente normatividad
jurídica (Constitución, tratados, leyes federales y leyes lo-
cales).
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronun-
ciado respecto a la jerarquía que ocupan los tratados inter-
nacionales en el sistema jurídico, en varias ocasiones; sin
embargo, ha emitido una serie de jurisprudencias donde los
criterios han cambiado constantemente. Veamos:

1. Respecto a la validez de los tratados internacionales,
desde 1948 la SCJN se pronunció porque los que estu-
vieran en oposición a los preceptos constitucionales no
tendrían eficacia jurídica.

2. En 1981 determinó que los tratados internacionales
tenían igual jerarquía que las leyes federales.

3. En 1992 determinaba la misma igualdad, dándole
fuerza de jurisprudencia.

4. Ya para 1999 abandonó la anterior jurisprudencia y
determinó que los tratados internacionales están por en-
cima de las leyes federales y por debajo de la Constitu-
ción federal.

5. Hasta 2007, la SCJN no cambió su criterio y median-
te tesis aislada estableció que los tratados internaciona-
les son parte de la Constitución federal y se hallan por
encima de las leyes generales, federales y locales del or-
den jurídico.

Dados estos antecedentes, a consideración de la misma Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, “es necesario clarifi-
car la ubicación jerárquica de éstos en el orden jurídico me-
xicano, ya que se han advertido problemas de congruencia
entre normas provenientes del derecho internacional, in-
corporadas a nuestro derecho interno y normas de derecho
nacional. Estos problemas han tenido que ser abordados
mediante interpretación jurisdiccional que sería convenien-
te recoger en el orden constitucional para proporcionar ma-
yor seguridad jurídica”.2

Y es que otro de los aspectos que importa destacar es el lu-
gar que ocupan estos tratados, si consideramos que los hay
de varios tipos (multilaterales, bilaterales, entre el Estado
con organismos internacionales, etcétera), en diferentes
materias (derechos humanos, económicos, sobre celebración
de tratados, etcétera), y de los cuales se ha considerado que
no pueden tener la misma jerarquía los tratados multilate-
rales en materia de derechos humanos que uno bilateral en
materia económica, sólo por mencionar un ejemplo. De ahí
que sea importante que la norma fundamental prevea el lu-
gar que ocupan en las fuentes de derecho interno.

Al respecto se pronuncian los maestros Alfonso Hernández
y José de Jesús Becerra: “No es lo mismo hablar de los tra-
tados que suscribe el presidente de la República con orga-
nismos internacionales como Naciones Unidas (ONU), la
Organización de Estados Americanos (OEA) y la Unión
Europea que con los gobiernos de algunos países. Los tra-
tados provenientes de convenciones de organismos inter-
nacionales tendrían jerarquía mayor que los firmados entre
gobiernos de dos o más países. La razón para sostener lo
anterior sería que los tratados provenientes de organismos
internacionales surgen de una asamblea general donde se
lleva a cabo un proceso muy similar al legislativo o, en su
caso, de una comisión con una representación más o menos
equitativa, mientras que los tratados entre gobiernos surgen
de la voluntad de los Ejecutivos”.3

Igual que estos autores, el maestro Ricardo Méndez Silva4

reconoce que sería necesario establecer una jerarquización
de los tratados en el ordenamiento de acuerdo con la mate-
ria que aborden. Por ello, parte de la propuesta que vengo
a someter a su consideración plantea que los tratados y las
convenciones en materia de derechos humanos se coloquen
en igual nivel que la Constitución, ya que con ellos podrían
colmarse las lagunas que ésta pudiera tener en materia de de-
rechos humanos, sin que hubiera necesidad de reformarla.

En este sentido, los tratados en materia de derechos huma-
nos no serían superiores a la Constitución, pero sí estarían
al mismo nivel o, mejor dicho, formarían parte de ella, co-
mo se ha establecido en la más reciente tesis aislada de la
SCJN cuyo rubro señala: “Los tratados internacionales son
parte integrante de la ley suprema de la unión y se ubican
jerárquicamente por encima de las leyes generales, federa-
les y locales”.

En efecto, parto de esta premisa para establecer el lugar
que ocupan los tratados internacionales en el sistema nor-
mativo que, como hemos visto, es una propuesta por la que
se manifiestan diversos estudiosos de la materia, así como
el más alto tribunal de justicia.

Así pues, posteriormente a la Constitución y los tratados
internacionales en materia de derechos humanos se encon-
trarán los tratados que versen sobre cualquier otra materia,
los cuales sin duda no cuentan con el grado de protección
de los bienes jurídicos tutelados por el derecho internacio-
nal, y pueden tener menor grado de representatividad, que
podría ser mesurable con la cantidad de países que lo rati-
fican, ya que éstos también pueden ser celebrados de ma-
nera regional o bilateral.
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Junto con estos tratados, se colocan en igual rango jerár-
quico las leyes reglamentarias; es decir, las de tipo secun-
dario que detallan, precisan y sancionan uno o varios pre-
ceptos de la Constitución a fin de articular los conceptos y
medios necesarios para la aplicación del precepto constitu-
cional que regulan. Así pues, y toda vez que las leyes re-
glamentarias o constitucionales deben estar acordes con la
Constitución Política, no tendría por qué haber alguna con-
tradicción con los tratados internacionales que se suscriban
porque además, al momento de la aprobación de éstos por
el Senado de la República, se hace el estudio minucioso de
que no sean contrarios a ella.

Inmediatamente después, se señalan las leyes federales y
las locales. La ley federal, como se sabe, es la emanada for-
malmente de la Constitución y promulgada por el Congre-
so de la Unión en ejercicio de alguna competencia encar-
gada expresamente a la federación, según el principio de
distribución de competencias contenido en el artículo 124
constitucional, precisamente el que establece la facultad a
las entidades federativas para legislar en las materias que
no sean competencia del Congreso de la Unión, y crear así
leyes locales.

Pues bien, todas estas distinciones sobre la jerarquía que
tienen los ordenamientos en el sistema normativo preten-
den sentar las bases de lo que debe ser el contenido del ar-
tículo 133 constitucional para clarificar el nivel jerárquico
de las leyes mexicanas.

De esa manera, de acuerdo con nuestra percepción norma-
tiva, los ordenamientos quedarían jerarquizados de la si-
guiente manera:

1. Constitución federal y tratados internacionales en ma-
teria de derechos humanos.

2. Tratados internacionales en materia distinta de los de-
rechos humanos y leyes reglamentarias de algún pre-
cepto constitucional.

3. Leyes expedidas por el Congreso de la Unión deriva-
das de sus facultades constitucionales.

4. Leyes locales de cada entidad federativa.

Por todo lo anterior, someto a consideración de la Cámara
de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el cual se reforma el artículo 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el artículo 133 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:

Artículo 133. Esta Constitución y los tratados interna-
cionales sobre derechos humanos que estén de acuerdo
con la misma, suscritos y ratificados por el Estado me-
xicano, serán ley suprema de toda la unión.

En orden jerárquico inferior, se reconocen

I. Los demás tratados internacionales que sean sus-
critos de acuerdo con lo establecido en esta Consti-
tución y sus leyes reglamentarias.

II. Las demás leyes emanadas del Congreso de la
Unión expedidas en virtud de sus facultades consti-
tucionales.

Los jueces de cada estado se arreglarán a dicha Constitu-
ción, tratados y leyes reglamentarias, a pesar de las dis-
posiciones en contrario que pueda haber en las Constitu-
ciones o leyes de los estados.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 Manuel Becerra Ramírez. Tratados internacionales. Se ubican jerár-
quicamente por encima de las leyes y en un segundo plano respecto de
la Constitución federal (amparo en revisión 1475/98). Véase en Revis-
ta Mexicana de Derecho Constitucional,http://www.juridicas.unam.
mx/publica/rev/cconst/cont/3/cj/cj7.htm

2 Propuestas del Poder Judicial para la reforma del Estado,
http://www.scjn.gob.mx/PortalSCJN/MediosPub/PropuestasPoderJu-
dicial-ReformasEstado/Propuestas.htm

3 Hernández Godínez, Alfonso; y Becerra Ramírez, José de Jesús.
“Los tratados internacionales en el marco de la reforma del Estado”,
disponible en Letras jurídicas, 2007, dialnet.unirioja.es
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4 Méndez Silva, Ricardo. “La celebración de los tratados, genealogía
y actualidad constitucional”, en http://www.bibliojuridica.org/ estrev/
pdf/derint/cont/ 1/art/art9.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de septiembre de
2010.— Diputados: Jesús Ramírez Rangel, Paz Gutiérrez Cortina, Mi-
guel Martín López, José Ignacio Seara Sierra, Bonifacio Herrera Rive-
ra, Yolanda del Carmen Montalvo López, Gloria Romero León, Silvia
Esther Pérez Ceballos, Leoncio Alonso Morán Sánchez, Daniel Ga-
briel Ávila Ruiz, Tomás Gutiérrez Ramírez, Adriana de Lourdes Hino-
josa Céspedes, Luis Enrique Mercado Sánchez, María Yolanda Valen-
cia Vales, María Sandra Ugalde Basaldúa, César Octavio Madrigal
Díaz, Ovidio Cortázar Ramos, Bernardo Margarito Téllez Juárez, Jesús
Gerardo Cortez Mendoza, Nelly del Carmen Márquez Zapata, Alejan-
dra Noemí Reynoso Sánchez, Víctor Alejandro Balderas Vaquera, Nor-
ma Sánchez Romero, Miguel Antonio Osuna Millán, Jaime Oliva Ra-
mírez, Reginaldo Rivera de la Torre, Clara Gómez Caro, Carlos Cruz
Mendoza, Ana Estela Durán Rico, Janet Graciela González Tostado,
Laura Margarita Suárez González, Norma Leticia Salazar Vázquez,
Dora Evelyn Trigueras Durón, Maricarmen Valls Esponda, Augusta
Valentina Díaz de Rivera Hernández, Leonardo Arturo Guillén Medi-
na, Gastón Luken Garza, Ivideliza Reyes Hernández, Juan José Cuevas
García, José Erandi Bermúdez Méndez, Sergio Tolento Hernández,
Hilda Ceballos Llerenas, María Joann Novoa Mossberger (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
La iniciativa presentada por el señor diputado Jesús Ramí-
rez Rangel se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales.

Dígame, diputado Rodríguez Regordosa.

El diputado Pablo Rodríguez Regordosa (desde la cu-
rul): Sólo para ver si el diputado me permite adherirme a su
iniciativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Diputado Ramírez Rangel, ¿acepta usted? Acepta y puede
usted pasar a la Secretaría a firmar. Diputado Bermúdez.
Adelante diputado. Dígame.

El diputado José Erandi Bermúdez Méndez (desde la
curul): Para preguntarle al diputado proponente si me per-
mite adherirme a su propuesta.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
El diputado proponente ha manifestado su anuencia, señor
diputado. Puede usted pasar a firmar la iniciativa. Diputa-
da Pérez Ceballos.

La diputada Silvia Esther Pérez Ceballos (desde la cu-
rul): Gracias, diputado presidente. Para solicitar adherirme
a la propuesta del diputado.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Puede usted pasar a la Secretaría para hacerlo.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Tiene ahora la palabra el señor diputado Samuel Herrera
Chávez, del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal.

El diputado Samuel Herrera Chávez: Gracias, diputado
presidente.

Primeramente quiero felicitar, aprovechando esta ocasión,
a nuestro diputado Alejandro Encinas, por el discurso de
ayer, que fue un discurso a fondo, que nos gustó a todos.
Felicidades al diputado Alejandro Encinas.

El que suscribe, Samuel Herrera Chávez, diputado federal
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, someto a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
reforma el artículo 6, 25, 35, 36 y 44 de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, al tenor de la siguiente exposición de moti-
vos.

Los recursos para entidades federativas y municipios que
aprueba la Cámara de Diputados en el Presupuesto de
Egresos de la Federación, a través de la participación Ra-
mo 28 y las aportaciones federales Ramo 33, son publica-
dos en el mes de enero por la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, por medio del Diario Oficial de la Federación.
Asimismo la distribución y ministración de esos fondos se
realizan a través de fórmulas, indicadores, criterios, calen-
darios y destinos cuyo marco normativo se encuentra esta-
blecido en la Ley de Coordinación Fiscal.

Debido a que dicha ley rige las relaciones entre los tres ni-
veles de gobierno: federal, estatal y municipal que confor-
man el federalismo mexicano, en apego a los artículos 40 y
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115 constitucionales, los estados deben distribuir a sus mu-
nicipios los recursos que reciben de la federación prove-
nientes de los rubros con base en el esquema y las fórmu-
las de distribución que utiliza la federación para los
estados, con excepción del fondo municipal.

La Ley de Coordinación Fiscal establece que cada estado
deberá distribuir a sus municipios al menos 20 por ciento
de lo que recibe del gobierno federal. La citada ley en su
artículo 35, último párrafo, establece que los recursos que
por concepto de participaciones y aportaciones federales
que se asignan a las entidades federativas para sus respec-
tivos municipios deberán entregarse conforme al calenda-
rio de enteros en que la federación lo haga a los estados.

También señala que dichos calendarios deberán comuni-
carse a los gobiernos municipales por parte de los gobier-
nos estatales, sin embargo, la Ley de Coordinación Fiscal
presenta un vacío legal, ya que no establece de manera ex-
plícita la obligación para que los gobiernos de los estados
divulguen dicha información al público en general, a través
de sus respectivas páginas electrónicas de Internet.

Por lo anterior, en la actualidad únicamente 15 de las 32
entidades federativas difunden en su portal de Internet los
recursos aprobados por los municipios. Dicho vacío legal
se hace más hiriente en el marco de las últimas reformas
constitucionales. La publicada en el mes de julio de 2007
estableció en el artículo 6 que cualquier autoridad, orga-
nismo federal, estatal y las demarcaciones territoriales del
Distrito Federal están obligados a publicar a través de los
medios electrónicos disponibles la información actualizada
y completa de sus indicadores de gestión y ejercicio de los
recursos públicos.

De la misma manera, la expedida el 7 de mayo de 2008 es-
tableció en su artículo 134 que los recursos económicos de
que disponga la federación, los estados, los municipios y el
Distrito Federal se administrarán con eficiencia, economía,
transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los
que están destinados.

Se requiere, por tanto, crear un apartado especial o liga es-
pecial en las páginas electrónicas oficiales de cada estado
con el afán de transparentar y eficientar el uso y manejo de
esos datos.

En virtud de que de manera general se ubican las ligas de
transparencia, de quienes así lo publican, pero a su vez se
requiere conectarse a vínculos de transparencia fiscal, in-

formación financiera, a información pública de oficio, o
bien a información mínima de oficio, donde algunos esta-
dos sólo presenten el marco normativo estatal, el marco
normativo federal, así como su estructura orgánica, pero no
presentan cifras o estadísticas y el desglose de los recursos
para municipios.

En consecuencia, considero que la tecnología digital debe
mejorar, transformar radicalmente la forma en que vivi-
mos, trabajamos y hacemos negocios e interactuamos.

Actualmente, una gran parte de países se encuentran con-
centrados en la construcción de infraestructura necesaria
para las denominadas autopistas de la información y, por
tanto, se debe tener siempre en cuenta que las tecnologías
no son por sí mismas un factor determinante de cambio, si-
no más bien un facilitador del cambio. De lo que se trata es
de utilizar de manera eficiente los medios electrónicos co-
mo el Internet para eficientar la gestión pública.

Los medios electrónicos permiten, por ejemplo, el acceso
de la sociedad a la información a programas públicos, in-
formación económica relevante, adopción de políticas. Y
no sólo eso, además, promueve la participación de la so-
ciedad en la discusión de ideas, permitiendo al Estado la
oportunidad de mostrar transparencia y apertura en la toma
de decisiones.

Asimismo no debemos perder de vista la ventaja para agi-
lizar el cruce de información y el uso eficiente de recursos,
despapelizando y permitiendo la reducción de costos.

Es pertinente pues, reformar la Ley de Coordinación Fis-
cal, en virtud de que a la fecha y desde su creación en 1980
no se contaba con esa herramienta, sólo se contemplaba la
participación del Ramo 28 y en 1998 se agregaron las apor-
taciones federales.

Resulta indispensable insertar en la ley las modificaciones
que corresponden a nuestro tiempo y convertir en obligato-
ria la disposición para que los estados publiquen, en un
apartado especial de sus páginas oficiales de Internet, la in-
formación relativa a las participaciones del Ramo 28 y las
aportaciones federales del Ramo 33 del Presupuesto de
Egresos de la Federación.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de de-
creto en los siguientes términos:
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Artículo 1. Único. Se adiciona el artículo sexto, último pá-
rrafo; 25, último párrafo; 35, último párrafo; 36, penúltimo
párrafo y 44, último párrafo, de la Ley de Coordinación
Fiscal, para agregar a cada uno de ellos la obligatoriedad
de poner a la disposición del público en general en un apar-
tado o liga especial, a través de sus respectivas páginas
electrónicas oficiales de Internet, la información relativa a
sus recursos económicos y la distribución de los mismos,
de todos los fondos para fortalecer  la transparencia. Y fir-
ma el diputado Samuel Herrera.

Solicito, señor presidente, se publique en forma íntegra el
texto en el Diario de los Debates. Muchas gracias, señor
presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Sa-
muel Herrera Chávez, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, Samuel Herrera Chávez, diputado federal de la
LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en lo establecido en los artículos
71, fracción II, 72 y 73  de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, y 56 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 6, 25, 35, 36 y 44 de la Ley
de Coordinación Fiscal al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los recursos para entidades federativas y municipios que
aprueba la Cámara de Diputados en el Presupuesto de
Egresos de la Federación (PEF),1 a través de las participa-
ciones (ramo 28) y las aportaciones federales (ramo 33),
son publicados en enero por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público (SHCP), por medio del Diario Oficial de la
Federación; asimismo, la distribución y ministración de es-
tos fondos se realiza a través de fórmulas, indicadores, cri-
terios, calendarios y destino, cuyo marco normativo se en-
cuentra establecido en la Ley de Coordinación Fiscal
(LCF), debido a que dicha ley rige las relaciones entre los
tres niveles de gobierno (federal, estatal y municipal) que
conforman el federalismo mexicano.

En apego a los artículos 40 y 115 constitucionales, los es-
tados deben distribuir a sus municipios los recursos que re-

ciben de la federación provenientes de los dos rubros, con
base en el esquema y las formulas de distribución que uti-
liza la federación para los estados.

Cabe recordar que los fondos que conforman el rubro de
participaciones son el de Fomento Municipal, el General
de Participaciones, el de Fiscalización, el de Compensa-
ción de las 10 Entidades más Pobres, el de Extracción de
Hidrocarburos, el impuesto especial sobre producción y
servicios, 0.136 por ciento de la recaudación federal parti-
cipable, 0.17 por ciento del derecho adicional sobre la ex-
tracción de petróleo, incentivos a la venta final de gasoli-
nas y diesel, incentivos por el impuesto a la tenencia, fondo
de compensación del impuesto sobre autos nuevos (Isan),
incentivos sobre el Isan, e incentivos de colaboración ad-
ministrativa en materia fiscal federal.

Con excepción del primero, en los demás casos, la LCF es-
tablece que cada estado deberá distribuir a sus municipios
al menos 20 por ciento de lo que recibe del gobierno fede-
ral.

Dentro de las aportaciones federales existen dos fondos en
los cuales la federación con base en la LCF determina el
monto que cada estado debe distribuir a sus Municipios, se
trata del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura So-
cial Municipal (FAISM) y el Fondo de Aportaciones para
el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcacio-
nes Territoriales del Distrito Federal (Fortamundf).

En tanto que la citada ley, en el artículo 35, último párrafo,
establece que los recursos que por concepto de participa-
ciones y aportaciones federales que se asignan a las entida-
des federativas para sus respectivos municipios deberán
entregarse conforme al calendario de enteros en que la fe-
deración lo haga a los estados. También señala que dicho
calendario deberá comunicarse a los gobiernos municipa-
les por parte de los gobiernos estatales.

De igual manera, en el penúltimo párrafo del artículo 36 de
la LCF establece que los gobiernos estatales y del Distrito
Federal deberán publicar en sus respectivos órganos oficia-
les de difusión los montos correspondientes a cada munici-
pio o demarcación territorial por concepto de los fondos,
así como el calendario de ministraciones, a más tardar el 31
de enero de cada año. 

Sin embargo, la LCF presenta un vacío legal, ya que no es-
tablece de manera explícita la obligación para que los go-
biernos de los estados divulguen dicha información al pú-
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blico en general a través de sus respectivas páginas electró-
nicas de internet, razón por la cual en la actualidad, única-
mente 15 de las 32 entidades federativas difunden en su por-
tal de Internet los recursos aprobados para los municipios.

Dicho vacío legal se hace más evidente en el marco de las
últimas reformas constitucionales, la publicada en julio de
2007 estableció en el artículo 6o. que cualquier autoridad,
organismo federal, estatal y las demarcaciones territoriales
del Distrito Federal está obligada a publicar a través de los
medios electrónicos disponibles,2 la información actualiza-
da y completa de sus indicadores de gestión y el ejercicio
de los recursos públicos; de la misma manera la expedida
el 7 de mayo de 2008 estableció en su artículo 134 que los
recursos económicos de que dispongan la federación, los
estados, los municipios y el Distrito Federal se administra-
rán con eficiencia, economía, transparencia y honradez pa-
ra satisfacer los objetivos a los que estén destinados.

Debido a que la difusión de los recursos federales para los
municipios constituye un elemento relevante en el contex-
to de la transparencia, además de que son frecuentes las so-
licitudes de los propios diputados federales de dicha infor-
mación, es importante contar con una herramienta práctica,
ya que la divulgación de los estados en su portal de Inter-
net es tan amplia que dificulta la localización de cifras en
participaciones y aportaciones federales.

Se requiere por tanto, crear un apartado especial o liga es-
pecial en las páginas electrónicas oficiales de cada estado
con el afán de transparentar y eficientar el uso y manejo de
estos datos, en virtud de que de manera general se ubica en
las ligas de transparencia de quienes si los publican, pero a
su vez se requiere conectarse a vínculos de transparencia
fiscal, a información financiera, a información pública de
oficio o bien a información mínima de oficio donde algu-
nos Estados sólo presentan el marco normativo estatal, el
marco normativo federal, así como su estructura orgánica,
pero no presentan cifras o estadísticas y el desglose de re-
cursos por municipios.

En consecuencia, considero que la tecnología digital debe
mejorar y transformar radicalmente la forma en que vivi-
mos, trabajamos, hacemos negocios e interactuamos. Ac-
tualmente, una gran parte de países se encuentran concen-
trados en la construcción de la infraestructura necesaria
para las denominadas “autopistas de la información”.

Sin embargo, pese a que las innovaciones tecnológicas son
y prometen ser impresionantes, se debe tener siempre en

cuenta que las tecnologías no son por sí mismas un factor
determinante de cambio, sino más bien un facilitador del
cambio. 

Dadas las herramientas disponibles, depende del sector pú-
blico determinar el tipo de cambio que se desea aplicando
las tecnologías de la información para enfrentar los proble-
mas de marginación y desintegración social que se viven
actualmente. 

La tecnología maximiza su impacto en la sociedad ya que
sin duda Internet se está convirtiendo en herramienta de
desarrollo social y si es aplicada de una manera que en-
frente el complejo reto de mejorar el nivel de vida, espe-
cialmente de los más necesitados, su utilidad es innegable. 

Por su propia naturaleza, Internet ofrece muchas posibili-
dades para mejorar la vida de las personas. Sin embargo,
resulta importante evaluar cuidadosamente cuáles son esas
necesidades sobre todo en la agilización de gestión pública
y transparencia.

De lo que se trata es de utilizar de manera eficiente los me-
dios electrónicos como la Internet para eficientar la gestión
pública. Los medios electrónicos permiten, por ejemplo, el
acceso de la sociedad a información pública, programas
públicos, información económica relevante, adopción de
políticas  y no sólo eso, además promueve la participación
de la sociedad en la discusión de ideas, permitiendo al Es-
tado la oportunidad de mostrar transparencia y apertura en
la toma de decisiones. Asimismo no debemos perder de
vista las ventajas para agilizar el cruce de información y el
uso eficiente de recursos, “despapelizando” y permitiendo
la reducción de costos.

Es pertinente, pues,  reformar la Ley de Coordinación Fis-
cal, en virtud de que a la fecha de su creación en 1980 no
se contaba con esta herramienta, sólo se consideraban las
participaciones del ramo 28, y en 1998 se agregaron las
aportaciones federales sin que se hiciera uso de las tecno-
logías de la información, sin embargo, de acuerdo a la mo-
dernización que permite las ventajas antes mencionadas,
resulta indispensable insertar en la ley las modificaciones
que corresponden a nuestro tiempo y convertir en obligato-
ria la disposición para que los estados publiquen en un
apartado especial de sus páginas oficiales de Internet la in-
formación relativa a las participaciones (ramo 28) y las
aportaciones federales (ramo 33) del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación. 
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Por lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía
la presente Iniciativa con proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se adicionan los artículos 6, último párra-
fo, 25, último párrafo, 35, último párrafo, 36, penúltimo
párrafo, y 44, último párrafo, de la Ley de Coordinación
Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 6 

(…)

Las participaciones serán cubiertas en efectivo, no en obra,
sin condicionamiento alguno y no podrán ser objeto de de-
ducciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9 de
esta ley. Los gobiernos de las entidades, quince días des-
pués de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
publique en el Diario Oficial de la Federación el calenda-
rio de entrega, porcentaje, fórmulas y variables utilizadas,
así como el monto estimado a que está obligada, conforme
el artículo 3 de esta ley, deberán publicar en el Periódico
Oficial de la entidad los mismos datos antes referidos, de
las participaciones que las entidades reciban y de las que
tengan obligación de participar a sus municipios o demar-
caciones territoriales. También deberán publicar trimestral-
mente el importe de las participaciones entregadas y, en su
caso, el ajuste realizado al término de cada ejercicio fiscal.
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará en
el Diario Oficial de la Federación la lista de las entidades
que incumplan con esta disposición y se publicará para el
público en general en un apartado o liga especial, a través
de sus respectivas páginas electrónicas oficiales de Inter-
net. 

Artículo 25

(…)

Dichos fondos se integrarán, distribuirán, administrarán,
ejercerán y supervisarán, de acuerdo a lo dispuesto en el
presente capítulo.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público dará a cono-
cer a través del Diario Oficial de la Federación, los calen-
darios para la ministración de estos fondos en la entidades
federativas, dentro de los 15 días hábiles posteriores a la
publicación del Presupuesto de Egresos de la Federación y,
al mismo tiempo, los pondrá a disposición del público en

general en un apartado o liga especial, a través de sus res-
pectivas páginas electrónicas oficiales de Internet.

Artículo 35

(…)

Los estados deberán entregar a sus respectivos municipios
los recursos que les corresponden conforme al calendario
de enteros en que la federación lo haga a los estados, en los
términos del penúltimo párrafo del artículo 32 de la pre-
sente ley. Dicho calendario deberá comunicarse a los go-
biernos municipales por parte de los gobiernos estatales y
publicarse por estos últimos a más tardar el 31 de enero de
cada ejercicio fiscal, en su respectivo órgano de difusión
oficial y los pondrán a la disposición del público en gene-
ral en un apartado o liga especial, a través de sus respecti-
vas páginas electrónicas oficiales de Internet. 

Artículo 36

(…)

Al efecto, los gobiernos estatales y del Distrito Federal de-
berán publicar en su respectivo Periódico Oficial las varia-
bles y fórmulas utilizadas para determinar los montos que
correspondan a cada municipio o demarcación territorial
por concepto de este fondo, así como el calendario de mi-
nistraciones, a más tardar el 31 de enero de cada año, y los
pondrán a la disposición del público en general en un apar-
tado o liga especial, a través de sus respectivas páginas
electrónicas oficiales de Internet. 

Artículo 44

(…)

Los estados y el Distrito Federal reportarán trimestralmen-
te a la Secretaría de Seguridad Pública federal el ejercicio
de los recursos del fondo y el avance en el cumplimiento
de las metas, así como las modificaciones realizadas a los
convenios de colaboración y sus anexos técnicos en la ma-
teria; en este último caso deberán incluirse los acuerdos del
respectivo Consejo Estatal de Seguridad Pública o el acuer-
do correspondiente del Consejo Nacional de Seguridad Pú-
blica, así como la justificación sobre las adecuaciones a las
asignaciones previamente establecidas, dentro de los 15
días hábiles posteriores a la publicación del Presupuesto de
Egresos de la Federación, y al mismo tiempo los pondrá a
disposición del público en general en un apartado o liga es-
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pecial, a través de sus respectivas páginas electrónicas ofi-
ciales de Internet.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Nota informativa cefp/054/2008. Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas, licenciado René Acosta Vázquez, 21 de agosto de 2008. 

2 El artículo tercero transitorio de esta reforma constitucional señala
que esta disposición es aplicable a municipios con población superior
a los setenta mil habitantes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de septiembre de 2010.— Di-
putado Samuel Herrera Chávez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Gracias, a usted, señor diputado. Como lo ha solicitado, in-
sértese el texto íntegro en el Diario de los Debates. Túrne-
se a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.
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